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COMISIÓN DE PRESUPUESTOS INTEGRADA CON LA DE HACIENDA 
(Sesión del día 16 de setiembre de 2020) 
(Asiste una delegación del Ministerio de Salud Pública) 


SEÑOR PRESIDENTE (Sebastián Andújar).- Habiendo número, está abierta 
la sesión. 


(Es la hora 10 y 20) 


——LLa Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación del Ministerio de 
Salud Pública, integrada por el doctor Daniel Salinas, ministro; por el licenciado 
José Luis Satajian, subsecretario; por la contadora Daniela Figueroa, gerente 
financiera; por el contador Martín Sacchi, responsable del Area de 
Planificación; por el doctor Miguel Asqueta, director de la Digesa; por la doctora 
María Giudici, subdirectora de la Digesa; por el coronel retirado Gustavo 
Cardoso, director de la Digese; por el doctor Luis González Machado, director 
de la Junasa; por la doctora Karina Rando, directora de la Digecoor; por el 
doctor Víctor Piriz, de Fiscalización; por el coronel retirado Pablo Picabea, de 
Fiscalización; por la doctora Andrea Jiménez, asesora de control sanitario, y 
por la doctora Laura Martínez, asesora. 


La metodología de trabajo de la Comisión es la siguiente. El Ministerio 
hace su presentación y luego los señores diputados harán las consultas al 
respecto. Inmediatamente después, entraremos en el análisis del articulado y, 
nuevamente, los señores diputados podrán hacer consultas específicas sobre 
el tema 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Antes que nada, quiero dar las 
gracias por recibirnos. 


Vamos a hacer una discreta alteración al orden de nuestra exposición. 
En primer lugar, vamos a hacer una presentación general y, luego, daremos 
paso a tres speakers adicionales que harán énfasis en las tres modificaciones 
presupuestales significativas y, en tercer término, entraremos en el articulado 
propiamente dicho, artículo por artículo. 


Esto refiere al presupuesto nacional 2021-2025, en cuyos objetivos 
tenemos: en primer lugar, garantizar la accesibilidad a la atención integral en 
salud de los residentes del país; en segundo término, universalizar el seguro 
nacional de salud, con criterios de equidad social, eficacia sanitaria y eficiencia 
económica; en tercer lugar, desarrollar un modelo de mejora de la calidad de 
los servicios de salud; en cuarto término, desarrollar una política de tecnología 
médica acorde al modelo que se impulsa y, por último, contemplar, dentro del 
programa presupuestal 440, la participación activa e informada de usuarios y 
trabajadores en el Sistema Nacional de Salud. 


En el programa presupuestal 441, Rectoría en salud, nos interesa como 
objetivos, en primer lugar, definir las políticas y lineamientos del Sistema 
Nacional de Salud para el cumplimiento de los objetivos sanitarios nacionales y 
de las metas del quinquenio; en segundo término, desarrollar las funciones de 
apoyo y asesoramiento ministerial a través de una gestión eficiencia y eficaz, 
que permita el cumplimiento de los cometidos institucionales sustantivos; en 
tercer lugar, desarrollar una política nacional de recursos humanos en salud, 
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que sea adecuada a las necesidades del Sistema Nacional de Salud; en cuarto 
término, fortalecer una dinámica de redes integradas de los servicios de salud, 
que va a estar sustentada en la complementación entre prestadores público- 
público y público-privado, con base territorial; finalmente, fortalecer las 
funciones de conducción estratégica, regulación y control sobre el sector salud. 


En el programa presupuestal 442, Rectoría en salud, queremos generar 
las estrategias en materia de prevención y promoción de salud orientadas a 
estimular los estilos de vida saludables, con énfasis en la salud cerebral y 
mental, salud rural y embarazadas, niños, adolescentes y personas mayores. 


En el programa presupuestal 443, Ciencia y tecnología de la salud, 
tenemos como objetivos promover la investigación en la salud pública y la 
investigación aplicada, orientada al desarrollo nacional de tecnología de alto 
impacto, y promover una política nacional de medicamentos que aliente su uso 
racional y sustentable bajo esquemas de producción y distribución ajustados a 
buenas prácticas. ¿Cómo se van a instrumentar estos objetivos? A través de 
las líneas de trabajo que están planificadas. 


Entonces, arriba tenemos el programa presupuestal, que ya definimos, y 
el objetivo con las líneas de trabajo planificadas. 


Para el acceso a la atención integral de la salud, tenemos previsto 
conformar la Junta Nacional de Prestadores Públicos, que incluye a ASSE, 
Sanidad Militar, Sanidad Policial, Udelar, Banco de Seguros del Estado y 
Banco de Previsión Social; fortalecer los distintos niveles de atención de salud; 
aumentar el número de donantes para atender las necesidades de transplantes 
-basados, sobre todo, en la gestión de los tiempos a nivel de los pacientes 
internados en CTI-; incorporar al repositorio de la historia clínica electrónica la 
ficha sanitaria con información poblacional de los usuarios. 


El segundo objetivo dentro del Programa 440 tiene que ver con fortalecer 
la administración del Seguro Nacional Integrado de Salud; conformar una 
unidad de monitoreo de gestión de los prestadores del Sistema Nacional 
Integrado de Salud y desarrollar las acciones sistemáticas de monitoreo de los 
mismos; coordinar la realización y evaluación de los planes de reestructura de 
los prestadores, y fortalecer la capacidad de decisión de los usuarios del 
Sistema Nacional Integrado de Salud, disminuyendo las barreras de la 
movilidad. En este caso, nos referimos a fortalecer la capacidad de elección del 
usuario. 


En cuanto a la mejora en la calidad de los servicios de salud, se van a 
implementar herramientas para la medición de la calidad de las instituciones 
del Sistema Nacional Integrado de Salud. 


El siguiente objetivo es desarrollar una política de incorporación de 
tecnología sanitaria, y tiene que ver con el capítulo relativo a la Agencia de 
Evaluación, Regulación y Vigilancia de la Tecnología Sanitaria y con la 
renovación del equipamiento técnico médico, incluido en el capítulo de 
Inversiones, del Instituto Nacional de Donación y Transplante. 


La línea de trabajo propuesta para contemplar la participación de 
usuarios y trabajadores tiene que ver con reglamentar e instrumentar la 
participación de usuarios y trabajadores en los Consejos Consultivos 
Honorarios departamentales y en la Junasa. Ya estamos trabajando en este 
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sentido; en la Junasa ya están integrados. Ahora estamos trabajando en las 
juntas departamentales de salud. Nos hemos reunido con los diferentes 
colectivos de usuarios tanto por vía presencial como por vía zoom. 


El programa presupuestal 441 define las políticas y objetivos sanitarios 
del Sistema Nacional Integrado de Salud. Se pretende implementar la Ley de 
Salud Mental, cuya reglamentación estaba determinada para el quinquenio 
2021-2025; elaborar el plan de vigilancia de enfermedades y lesiones 
profesionales; ampliar el carné de salud, incorporando exámenes de HIV y de 
Hepatitis C -que tienen un subdiagnóstico-, y formular metas asistenciales del 
Seguro Nacional Integrado de Salud de acuerdo con objetivos sanitarios, a fin 
de reforzar las líneas programáticas. 


En cuanto al objetivo de desarrollar políticas de recursos humanos de 
salud, planteamos racionalizar su distribución; conformar una mesa 
coordinadora con las instituciones formadores de profesionales y empleadoras, 
e impulsar los cargos de alta dedicación en enfermería. Consideramos que hay 
una gran asimetría entre la cantidad de cargos de auxiliares de enfermería y 
licenciados en enfermería. Con la Conae -Comisión Nacional de Enfermería- 
estamos procurando establecer un programa a diez años, pero que en estos 
primeros cinco años permita realizar una actualización, un upgrade profesional, 
a los auxiliares de enfermería, a fin de lograr su título de licenciados en 
enfermería y darles una mayor injerencia en el Sistema Nacional Integrado de 
Salud, ya que sabemos que los licenciados en enfermería tienen, además de 
toda su formación técnica, grandes dotes para la gestión. Por tanto, queremos 
que estén más involucrados en la gestión. 


Asimismo, queremos formular pautas de remuneraciones gerenciales del 
Sistema Nacional Integrado de Salud. En este sentido, cuando en el proyecto 
se establece "generar pautas de remuneraciones gerenciales", estamos 
diciendo que sean razonables y que no propendan a un enriquecimiento 
exagerado -digamos- en detrimento de los ejecutores de las prácticas médicas, 
de enfermería y demás especialistas. 


También queremos asegurar la disponibilidad de recursos 
especializados para áreas técnicas del Instituto Nacional de Donación y 
Transplante y, finalmente, vamos a promover las redes integradas del Sistema 
Nacional Integrado de Salud, a través de la Digesa, la Digecoor y la Junasa, a 
fin de fortalecer su dinámica. 


Dentro del mismo Programa presupuestal 441 "Rectoría en Salud", a fin 
de fortalecer las funciones conducción estratégica, las líneas de trabajo 
apuntan a crear la Dirección General de Fiscalización; fortalecer los procesos 
institucionales de planificación estratégica y de evaluación de las políticas 
priorizadas -evaluación, actualización y contralor del marco normativo 
sanitario-; coordinar y ejecutar los programas de salud a nivel departamental 
mediante la Dirección General de Coordinación; fortalecer el primer nivel de 
atención en base a complementación y telemedicina; ampliar el Sistema 
Nacional de Información Sanitaria incorporando información epidemiológica 
acerca de las enfermedades no trasmisibles, en particular cardiovasculares, 
diabetes, cáncer y enfermedades pulmonares obstructivas crónicas, entre 
otras. Sabemos que, además, hay otras epidemias de bajo ruido como la 
obesidad y el sobrepeso, todas en línea con las enfermedades no trasmisibles, 
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que son la verdadera epidemia del siglo XXI, más allá de los virus y las 
bacterias. Las enfermedades circulatorias y oncológicas siguen siendo las 
primeras causas de mortalidad, por lo que vamos a hacer hincapié en ellas y en 
un estilo de vida saludable. 


Por otro lado, aspiramos a regular, controlar y vigilar el uso de 
sustancias controladas. Desde ese punto de vista, ya estamos trabajando con 
gente de la academia para hacer una vigilancia epidemiológica moderna en el 
tema de sustancias controladas a través de los efluentes, en los cuales se van 
a poder detectar sustancias psicoactivas, lo que nos va a permitir tener una 
muy buena aproximación a un diagnóstico de situación de acuerdo a cada 
ciudad y encarar la situación. 


También nos proponemos coordinar el desarrollo y fortalecimiento de la 
Red Nacional de Donación y Trasplante, y para el objetivo de desarrollar 
funciones de asesoramiento y apoyo será necesario realizar una 
reorganización del Ministerio de Salud Pública de acuerdo con los objetivos 
estratégicos que implica una reestructura -con la creación de una nueva 
dirección-, e implementar un sistema integral de información para la toma de 
decisiones y distribución de la información a través del Sistema Sí Salud. 


Asimismo, procuramos fortalecer la gestión de las direcciones 
departamentales; desarrollar herramientas para la recepción y gestión de 
denuncias de usuarios; realizar los planes de compra anuales evitando la 
compartimentación de las unidades y divisiones, y reducir la flota de vehículos 
en un 30% en el quinquenio. 


En cuanto al Programa presupuestal 442, nos proponemos desarrollar 
estrategias de prevención y promoción de salud orientadas a estimular los 
estilos de vida saludable, con énfasis en salud cerebral, vascular y mental, así 
como en salud rural, y en las poblaciones especialmente vulnerables, como 
mujeres embarazadas, niños, adolescentes y personas mayores. Para ello, las 
líneas de trabajo planificadas son diseñar y ejecutar los planes y programas de 
promoción de salud y prevención de enfermedades. Además, hemos creado 
una Dirección de Salud Cerebral dentro de las distintas direcciones 
dependientes de la Dirección General de la Salud, que ha estado muy activa y 
proactiva en estos tiempos, a raíz de diferentes patologías. De hecho, se 
presentó la Guía de Epilepsia y el Plan de Enfermedades Cerebrovasculares y 
el lunes se presentarán las líneas de trabajo sobre demencia, en el Día Mundial 
del Alzheimer y otras demencias. También aspiramos a desarrollar estrategias 
institucionales de comunicación, adquisición y distribución de vacunas, así 
como adquisición de métodos anticonceptivos. 


Dentro del Programa 443 "Ciencia y Tecnología de la Salud", figura 
promover la investigación de la salud conformando el Fondo Sectorial de 
Investigación en Salud, en convenio con ANIl; establecer una normativa para 
promover la investigación clínica de fase 3, que es importante para el desarrollo 
científico y académico de la medicina en Uruguay, que por sus capacidades y 
por lo que ha demostrado en esta pandemia perfectamente podría ser un nodo 
importante a nivel mundial, por supuesto que con todas las garantías éticas que 
correspondan. 


También es necesario fortalecer la función de investigación e innovación 
en donación, trasplante y medicina regenerativa, y dentro del objetivo de 
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promover una política de medicamentos está, nuevamente, lo que ya hemos 
mencionado en cuanto a la creación de la Agencia de Evaluación, Regulación y 
Vigilancia de Tecnologías Sanitarias. 


Esta sería la presentación general. 


Solicitaría que se otorgara el uso de la palabra al doctor Víctor Píriz, que 
va a encarar el tema de la Dirección General de Fiscalización, que es una de 
las innovaciones que se proponen. Como antecedente podemos señalar que 
existía una División de Fiscalización que fue creada en su momento, que tenía 
una función que se fue desmereciendo en base a tres temas fundamentales: 
uno, la cantidad de personas que estaban dentro de ella, ya que era muy 
escaso el nivel de inspectores; segundo, la escasa adhesión, porque ¡ban 
siendo captados por el subsector privado por la falta de estímulos y por la 
ausencia de una carrera funcional y, tercero, porque estaban abocados a 
tareas muy sesgadas y limitadas en su abanico de obligaciones. La División 
tenía determinadas obligaciones y, sin embargo, lo que estaba otorgando era 
bastante menor. Entonces, dentro del rol de promover la rectoría en salud 
pensamos dar el rango y la jerarquía de una dirección a la Dirección General 
de Fiscalización, otorgándole mayores potestades. 


El doctor Víctor Píriz, que ha trabajado con el coronel Pablo Picabea y 
con la química Martínez en el diseño, podrá hacer su presentación -antes de 
pasar a referirmos al articulado- acerca de los tres puntos claves del 
presupuesto. 


SEÑOR PÍRIZ (Víctor).- Buenos días a todos. Muchas gracias por la invitación 
y por recibirnos. También doy las gracias a Daniel. 


Es mi primera vez aquí, y espero poder darles la información que 
ustedes necesitan. 


En las pantallas aparece la presentación, que tiene como objetivo dar a 
conocer la nueva unidad ejecutora, de acuerdo con esta idea de cambios e 
innovación que está proponiendo el Ministerio de Salud Pública en estos 
tiempos, dando prioridad a la función rectora del Sistema Nacional Integrado de 
Salud. 


En primera instancia, quiero mostrar cuál es nuestro punto de partida, 
que es el que ha demostrado la necesidad del planteo de la creación de la 
nueva unidad ejecutora Dirección General de Fiscalización. ¿Por qué? Porque, 
obviamente, hemos visto el franco deterioro de los procesos de fiscalización 
por múltiples factores, tanto antes de la epidemia como, por supuesto, a raíz de 
ella. 


Vamos a describir la fuerza de trabajo actual que se distribuye o 
desglosa de la siguiente manera. 


En el Departamento Inspectivo, tenemos una jefatura, tres inspectores 
supervisores, una "LE" -licenciada en enfermería- y dos químicos 
farmacéuticos. Tenemos trece inspectores, ingenieros de alimentos, ingenieros 
químicos, licenciada en enfermería y cinco químicos farmacéuticos. 


El Departamento de Programación, Control y Logística está formado por 
dos personas, un químico farmacéutico y una licenciada en enfermería. 
Tenemos tres administrativos y dos convenios que finalizan con el contrato 


6 


durante 2021; una de ellas es Fundaciba, con ocho estudiantes y cuatro 
profesionales y, la otra, es la Facultad de Química con seis estudiantes. 
Imaginarán que cuando estos recursos humanos que vinieron a apoyar hacen 
las salidas tienen que ir acompañados porque son estudiantes. 


Una de las cosas de las que nos dimos cuenta es que los recursos 
humanos adquieren la experiencia en el Ministerio de Salud Pública y por 
motivos principalmente económicos se llevan su know-how, su conocimiento al 
ámbito privado y los perdemos. 


Quiero contarles también cuáles son nuestros promedios de atraso. 
Tenemos 274 inspecciones pendientes que no ingresaron a Planificación y las 
desglosamos en 204 empresas de productos de salud y 70 servicios de salud. 
Pero a ello se le suman las tareas realizadas en la pandemia; con los mismos 
recursos, magros recursos tratamos de dar una muestra representativa del 
trabajo de policía sanitaria en estos lugares. La función de policía sanitaria se 
dirigió a protocolos de covid-19, sobre todo a los brotes nosocomiales, a los 
prestadores públicos y privados, clínicas de estudio extrainstitucionales, 
centros de hemodiálisis; redoblamos el esfuerzo siempre con pocos recursos, 
utilizando la misma cantidad de los que tenemos: trece inspectores y el Elepem 
que son los establecimientos de larga estadía. Realizamos inspecciones en 
bares, restoranes, locales bailables. Ustedes vieron que trabajamos en los 
eventos masivos como la noche de la nostalgia, la expo Prado trabajando 
sábados y domingos siempre con la misma cantidad de recursos. 


Fiscalizamos también empresas de productos de salud, tales como 
fabricantes de alcohol, importadoras de reactivos de diagnóstico, fabricantes de 
gases medicinales necesarios por esta pandemia, porque la enfermedad se 
trasmite por vía respiratoria. Y asimismo dada la situación hicimos también la 
gestión de las donaciones. 


Esta diapositiva que vemos es el mundo o el universo del total de 
prestaciones que debemos llevar a cabo, inspecciones. Un universo que tiene 
sujetos de fiscalización que con gran dificultad estamos dando cobertura, y por 
eso pensamos que es parte del insumo para la creación de la unidad ejecutora. 


En esta imagen vemos las inspecciones realizadas desde el inicio de la 
pandemia; vean el muestreo y no podemos llegar a todos los lugares porque no 
tenemos recursos. Hicimos el 70% de los Elepem y 26% de los servicios de 
salud, pero recuerden que cada prestador de salud tiene ene servicios, por lo 
tanto durante el proceso pandémico no pudimos concurrir a todos. 


Esto claramente determinó consecuencias evidentes; era lógico que iban 
a suceder: tiempos muy prolongados en la respuesta con pérdida de la 
credibilidad rectora, obviamente demanda insuficiente e insatisfecha y una 
sanción insuficiente, tardía o nula. Para ello, la Dirección General de 
Fiscalización se planteó la misión de centralizar, planificar, dirigir, coordinar y 
ejecutar todas las actividades inherentes a la fiscalización y al control del 
cumplimiento de la normativa sanitaria vigente en todo el territorio nacional. 
Nuestra visión es que la Dirección sea reconocida como una unidad ejecutora 
ágil, eficiente, transparente, confiable, innovadora, profesional y comprometida 
con el desarrollo de la fiscalización y la supervisión de la salud, y al mismo 
tiempo desarrollar una propuesta organizativa con nuevos objetivos de 
fiscalización. 
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Y estos son nuestros objetivos estratégicos. El primero, desarrollar un 
sistema centralizado de fiscalización que permita generar información 
confiable, trazable y oportuna para la toma de decisiones, dando garantías al 
administrado y a la población en general. 


Nuestro segundo objetivo estratégico es promover y procurar una 
coordinación y cooperación o asistencia técnica con otras entidades 
institucionales O terceros para el fortalecimiento de la capacidad de 
fiscalización en el ámbito nacional, coordinar actividades con otros entes que 
actualmente hacen inspecciones y tratar de mostrar una sola cara frente al 
administrado, lo que determina una mayor confiabilidad de lo que el Estado 
está haciendo. 


Por último, contribuir al proceso de mejora continúa que fortalezca la 
capacidad del administrado a través de la inspección, vigilancia y control 
sanitario aplicando las medidas correctivas, sancionatorias y punitivas que 
correspondan. 


Para que quede claro, diseñé esta figura para que vean por qué 
pasamos de una división a una unidad ejecutora. Esto no es el mismo perro 
con distinto collar. Esto es, frente a la división, expandir actividades, centralizar 
en la unidad ejecutora Dirección General de Fiscalización todos los procesos 
inspectivos y realizamos también la coordinación institucional nacional e 
internacional que permita una calidad estandarizable de los procesos 
inspectivos en el país. 


Nuestro alcance con nuevos servicios incorporados son todos los 
prestadores integrales de salud pública y privada, todos los establecimientos de 
larga estadía para adultos mayores, todas las actividades vinculadas a la salud 
ambiental y ocupacional, todo sujeto vinculado a productos de la salud, 
sustancias químicas, tabaco y similares. 


Quiero centrarme específicamente en un punto que es importante. 
Dentro del tercer objetivo específico tenemos las medidas correctivas y 
punitivas. La Dirección General de Fiscalización realizará fiscalizaciones que 
permitan verificar y evaluar en forma de mejora continua el grado de 
cumplimiento de la normativa sanitaria vigente por parte de los administrados 
objeto de su alcance; esto se los mostré en la diapositiva anterior. Pero 
además, generará un registro único de infractores que permita valorar los 
antecedentes que determinen una sanción adecuada. 


Este organigrama se dirige a generar un núcleo operativo muy potente, 
que determine un aumento en la cantidad y, a su vez, en la calidad de las 
inspecciones. Es un organigrama en espejo, porque construimos una nueva 
División de Planificación, que apoya las actividades de la División de 
Fiscalización. El núcleo operativo es lo prioritario, porque los cargos de 
dirección son los estrictamente necesarios. 


También hicimos una estratificación de la fuerza de trabajo, que supone 
a igual cargo, igual salario, y una carrera interna que permita que la gente 
pueda tener una motivación para seguir con nosotros. Tenemos dos cargos Q, 
director y subdirector; 23 cargos inspectivos; 50 llamados internos y externos; 
41 nuevos inspectores; 2 administradores; 4 profesionales; 2 directores de 
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departamento -todos provistos por movilidad interna- y un estudiante de 
Abogacía. 


Es decir, vamos hacia una unidad ejecutora eficiente. No vamos a 
aumentar el gasto, porque se distribuye dentro del mismo Inciso, y los costos 
son nulos. Todos los cargos tienen un perfil de puesto escrito, inclusive los 
cargos Q, con clara distribución de actividades de gestión y operativas. 
Centralizamos la actividad inspectiva, coordinamos la actividad inspectiva, intra 
e interinstitucional, nacional e internacional, buscando la estandarización de los 
procesos inspectivos. 


Asimismo, buscamos una transformación digital, que se inició en 2017 y 
que la revigorizamos para tratar de tener un proceso inspectivo ín situ lo más 
eficiente y rápido posible. 


Queremos una unidad ejecutora transparente, con mayor cantidad y 
calidad de procesos inspectivos, que redunde en una mejor calidad de 
prestaciones a los usuarios, una mayor transparencia de los procesos de 
fiscalización, tanto para el administrado como para la ciudadanía. 


En suma, queremos una unidad ejecutora innovadora que retenga sus 
recursos humanos, que los capacite, determinando una mejora continua, que 
redunde en mejorar la calidad de los servicios prestados a los usuarios, 
fortaleciendo la función rectora sanitaria del país, que es lo más importante. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Si se me permite, voy a hacer dos 
apreciaciones. 


En primer lugar, voy a solicitar que se retire de la versión taquigráfica la 
expresión "el mismo perro con distinto collar". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es de recibo, señor ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- En segundo término, es necesario 
precisar que las vacantes se generan sobre las vacantes de 2019. Son 149 
vacantes, y hay 98, más 543 que, por la Oficina Nacional del Servicio Civil, no 
podemos utilizar; quiere decir que vamos a utilizar las 51 que nos restan. De 
esas vacantes, 34 van a ir a Digefi, y tienen el valor de los 50 cargos que 
pensamos crear. 


Reiteramos que no hay incremento de gasto al crearse esta división, 
sino racionalización y redistribución de los ingresos y de los egresos. 


SEÑOR GONZÁLEZ MACHADO (Luis).- Me corresponde comentar los 
artículos 375, 376, 377 y 378, que tienen como principal objetivo fortalecer la 
capacidad de regulación sanitaria del Ministerio de Salud Pública en dos 
dimensiones. Una de ellas es el plano horizontal, incorporando activamente el 
monitoreo de la gestión sanitaria que realizan los prestadores públicos de 
salud. 


Como ustedes saben, Sanidad Policial, Banco de Previsión Social, 
Hospital de Clínicas, Sanidad Militar y gobiernos departamentales desarrollan 
una actividad en materia asistencial y sanitaria que es relevante, pero en la 
práctica no existe un mecanismo de integración efectiva. Si bien 
conceptualmente tenemos un Sistema Nacional Integrado de Salud, el 
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Ministerio de Salud Pública no tiene una presencia activa ni dinámica en el 
relacionamiento con estos importantes prestadores públicos. De ahí que se 
planteé un cambio de denominación, que no responde simplemente a un 
cambio de nombre, sino al interés del Ministerio de ejercer el rol regulador del 
Sistema Nacional de Salud a través de una dirección que haga efectiva la 
regulación sobre todos los prestadores de salud. El objetivo es la articulación 
de los prestadores públicos y la generación de acciones concretas de 
complementación entre estos prestadores, y también con la promoción de su 
gestión en conjunto en el relacionamiento con los prestadores privados, a los 
cuales regularmente le contratan una serie de servicios de importancia. 


En ese sentido, el cambio de la denominación propuesto contiene 
aspectos conceptuales. 


Otro objetivo de este articulado es introducir elementos normativos que 
permitan generar instrumentos de contralor efectivos, continuos e inteligentes 
sobre el conjunto de los prestadores privados. Nos interesa que el Ministerio 
esté presente activamente, no sustituyendo la gestión, sino monitoreando 
activamente la situación organizacional, asistencial y económico-financiero de 
los prestadores que integran el Sistema Nacional de Salud y que en el caso del 
Fondo Nacional de Salud reciben un importante caudal de recursos 
provenientes de contribuciones de los trabajadores, de los empleadores y de 
un fuerte aporte de fondos públicos. 


El artículo 375, precisamente, se enfoca en redefinir las competencias 
de la actual Dirección de la Junta Nacional de Salud, cuyo nombre genera 
confusión, porque la Junta Nacional de Salud es un órgano desconcentrado del 
Ministerio de Salud Pública, que tiene una dirección colegiada, integrada por 
delegados del Ministerio de Economía y Finanzas, del Banco de Previsión 
Social, de los trabajadores, de los prestadores y de los usuarios. 


Esa denominación idéntica con la Dirección del Ministerio, en la práctica 
genera una serie de confusiones, porque hay competencias que son del órgano 
Junta Nacional de Salud, que es el administrador del Seguro Nacional de Salud 
y del Fondo Nacional de Salud. La Dirección del Ministerio, que hasta ahora 
tiene el mismo nombre, es la que preside ese organismo y, a su vez, tiene 
funciones específicas, algunas de las cuales mencionó el ministro en su 
exposición inicial como, por ejemplo, el sistema de información en salud; el 
desarrollo de la junta de prestadores públicos, que no sería estrictamente un 
ámbito de competencia de la Dirección de la Junta Nacional de Salud y es 
intención del Ministerio desarrollarla e, inclusive, el monitoreo de gestión, no 
solamente de los prestadores de salud privados, sino de los públicos. Creemos 
que hay espacios para optimizar la gestión, racionalizar el uso de recursos, 
unificar políticas sanitarias y articular, dentro del sector público-público y del 
sector público-privado, a partir de una presencia fuerte del sector público 
previamente articulada. 


Posteriormente, se avanza en un artículo que, si bien es declarativo 
tiene una fuerte significación porque establece explícitamente que los fondos 
que el Fondo Nacional de Salud aplica a los prestadores públicos a través de 
un contrato, están destinados exclusivamente para la cobertura asistencial 
mediante el Programa Integral de Atención a la Salud. Es decir que los fondos 
del Fonasa son para financiar al PIAS y, si bien esto puede parecer obvio, es 
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importante destacarlo porque hemos constatado que algún prestador incurre en 
desarrollos de líneas de actividad, que no necesariamente están relacionadas 
con el hecho de asegurar la atención de los usuarios del Seguro Nacional de 
Salud, que le son confiados por el Ministerio de Salud Pública, sino que son 
negocios o acciones paralelas que, en la medida en que puedan contribuir a la 
sustentabilidad de las instituciones, pueden ser considerados, si se enmarcan 
dentro de las facultades que tenga esa organización para desarrollarlos. Lo que 
queremos evitar es que con el fondo proveniente del Fonasa se subsidien 
actividades para las cuales no están destinados esos recursos. Eso se 
establece explícitamente. También permite que posteriormente, en ese marco 
normativo, podamos cuestionar u observar algunos eventuales desvíos 
normativos, presupuestales o de gestión en los cuales un determinado 
prestador incurra en gastos en rubros que pueden ser cuestionables como, por 
ejemplo, el uso de la publicidad en forma excesiva o pago de remuneraciones 
en exceso. 


O sea que con este marco normativo, el Ministerio puede moderar y 
regular ese tipo de desvío. 


En cuanto al contralor económico financiero, se incluye una norma que 
pretende establecer límites a un fenómeno que es preocupante en el caso de 
algunos prestadores. Por distintos motivos, existen en este momento en 
nuestro país algunos prestadores importantes que, a lo largo del tiempo, han 
ido cediendo el cobro de las cuotas Fonasa y el derecho al uso de esos fondos, 
a favor de créditos contraídos en el sector financiero bancario e, incluso, en el 
sector extra financiero, que es el no bancario. Eso genera que un porcentaje 
significativo de instituciones tenga actualmente comprometido un porcentaje 
muy alto de su ingreso y a la hora de recibir los fondos del Fonasa, un 
porcentaje que es superior al 50%, al 70% y, en algún caso, al 100% de los 
ingresos está previamente comprometido por muy largo plazo, lo que provoca 
una severa dificultad para la gestión operativa y para abonar los gastos 
corrientes que esas instituciones deben realizar, para lo que recurren a nuevos 
créditos a más largo plazo y muchas veces en situaciones desventajosas. 


Con este artículo, partiendo de la base de que actualmente las 
instituciones prestadoras del Seguro Nacional de Salud reciben en promedio 
aproximadamente el 90% de los fondos provenientes del Fonasa, se establece 
que el Estado va a tutelar los fondos y va a limitar la cesión futura de créditos 
para asegurar que los fondos de las cuotas salud, de las cápitas y de las metas 
asistenciales sean afectados a asegurar la atención de los usuarios. De todas 
formas, esto no es una barrera infranqueable, sino que se establece que en 
caso de que el compromiso exceda del 60%, la Junta Nacional de Salud, que 
es un órgano desconcentrado con participación de trabajadores, prestadores y 
Poder Ejecutivo, puede autorizar la barrera que se pone en ese porcentaje. 
Aquí cabe ilustrar, a efectos del conocimiento de todos los legisladores, que en 
el momento actual la institución hace un acuerdo de cesión de créditos con un 
agente financiero y notifica a la Dirección General de la Junasa, la cual debe 
expedirse en un plazo de tres días. Si eso no sucede, la aprobación es tácita y 
sigue su curso. En este artículo, se introduce un período de hasta treinta días, 
que permite que podamos hacer los estudios técnicos que nos aseguren que 
ese compromiso de fondos a futuro no compromete la gestión y la atención de 
los usuarios. 
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Finalmente, también se busca corregir una situación que se da 
actualmente. En este momento, solo el 40% de las instituciones están 
auditadas por empresas o por auditores registrados en el Banco Central. Existe 
una normativa que obliga que los estados contables de las instituciones deben 
ser auditados y presentados al Ministerio de Salud Pública con auditoría, y 
encontramos dos situaciones que nos parece que son mejorables. Por un lado, 
más del 55% de los auditores no están registrados en el Banco Central -el 
registro implica que el Estado tenga mayor garantía en cuanto a la 
responsabilidad y la trazabilidad de las firmas auditoras-, y por otro, 
constatamos que en muchos casos la misma empresa audita siempre a la 
misma empresa prestadora. En ese sentido se introducen dos conceptos. Se 
establece que una empresa auditora no podrá auditar a una institución por más 
de tres años consecutivos y luego habrá un cambio, lo que permite que ojos 
nuevos den un informe técnico objetivo sobre la situación de la institución. 
Consideramos que la auditoría es sumamente importante para el Estado y para 
el Ministerio de Salud Pública; por eso proponemos la creación de un registro y 
la reglamentación del funcionamiento de las auditorías, para que los auditores 
sean ojos profesionales y técnicos al servicio de la regulación y del contralor 
del Ministerio. Actualmente, existe un seguimiento y un contralor, pero se hace 
en base a información aportada por las instituciones. 


En el ámbito de la reformulación de la dirección del Sistema Nacional 
Integrado de Salud, mediante redistribución de recursos proponemos constituir 
una unidad de monitoreo y gestión de los prestadores, que queremos que no 
se limite a analizar y hacer estudios estadísticos de desvíos e informes 
presentados, sino que nos interesa tener un diálogo fluido de ida y vuelta, de 
interpretación con los prestadores y la posibilidad de utilizar las facultades de 
instalar veedores dentro de las instituciones que generen informes y alertas 
tempranas ante los eventuales desvíos que se produzcan. 


O sea, no hay ningún espíritu de sustituir o afectar la gestión de los 
prestadores privados o públicos, pero sí queremos tener un conocimiento cabal 
y profundo del uso de los recursos presupuestales que el Fondo Nacional de 
Salud brinda a los privados y de los fondos públicos que se destinan a los 
prestadores públicos, para que sean usados en forma racional y acorde con los 
lineamientos de la política sanitaria que el Ministerio de Salud Pública 
establece. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- A propósito de estas aclaraciones, 
puntualizaciones y detalles que ha brindado el presidente de la Junasa, doctor 
Luis González Machado, lo primero que nos corresponde decir es que nos 
interesa tener un mayor control sobre los fondos públicos para que la plata que 
se vierte a través del Fonasa para las prestaciones incluidas en el Plan Integral 
de Atención en Salud, cumpla con el fin establecido. 


La segunda aclaración importante que debemos hacer es que en ningún 
caso esto significa que haya riesgos en el sistema o en las instituciones. 
Decimos esto en virtud de algunos trascendidos de prensa que hubo por ahí. 
Simplemente, vamos a tener un mayor diligenciamiento y a hacer un mayor 
seguimiento a las empresas que tengan un ratio de cesión muy elevado y que 
pretendan renovar esos créditos. 
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Esto no quiere decir que vaya a haber o que se pronostique ningún tipo 
de crisis en el Sistema Nacional Integrado de Salud, que ha demostrado sus 
bondades y fortalezas en esta pandemia. Este Sistema ha venido para 
quedarse y seguirá siendo apoyado, pero se controlará exhaustivamente el uso 
de los fondos y de los dineros públicos para que no se perpetúen excesos en la 
conducción. 


Reitero que no hay ningún riesgo en ninguna institución, exceptuando a 
Comett, de Treinta y Tres, cuya intervención hemos solicitado -en primera 
instancia, por tres meses- dada la deficitaria situación que ha presentado; si 
bien la resolución ya se ha redactado, aún falta la firma del señor presidente. 


El resto del sistema de salud es vigoroso, aunque tal vez 
transitoriamente requiera algún apoyo financiero. En definitiva, hay que aventar 
cualquier duda sobre la solidez del sistema. 


SEÑOR PEÑA (Daniel).- Hemos visto que en el articulado hay cierto avance 
en las intervenciones directas, y creo que aquí se ha dicho directamente. 


Quisiera una precisión específica de parte del señor ministro -más allá 
de que luego en otras intervenciones realicemos las valoraciones políticas- en 
cuanto a si existió algún estudio jurídico respecto a la intervención en las 
empresas privadas. En algún artículo se habla directamente del control 
económico de la gestión, o algo así mencionó el director de la Junasa. 


Reitero que, más allá de que el sistema es algo unificado, hay una 
gestión privada -tenemos empresas privadas y públicas-, por lo que quisiera 
saber cuál es la precisión del estudio jurídico sobre el impacto de estas 
decisiones. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- No se trata de una intervención, el 
término correcto no es "intervención". Las empresas privadas seguirán con su 
gestión, solo que en las empresas que están más complicadas vamos a tener 
los ojos en los números y ver que no haya desvíos. Ese el objetivo. 


Son empresas privadas que utilizan fondos públicos, ahí está el quid del 
asunto. ¡Son fondos públicos! Por algo se creó el Fondo Nacional de Salud. Si 
bien hay una intermediación, el Fonasa recauda de los sueldos para volcarlo en 
el sistema sanitario, y si hay excesos en la recaudación se realiza una 
devolución. Reitero que son fondos que pasan a través del Estado y que se 
vierten al sistema sanitario para brindar determinadas prestaciones. 


De ningún modo se trabajará con las empresas con un nivel de 
involucramiento sino de acompañamiento y seguimiento. Esa es la idea. En 
ningún caso el término es "intervención"; hay que descartarlo. 


Sí habrá intervención en Comett -ya firmé la resolución-, porque la 
situación sanitaria y las personas que se atienden corren cierto riesgo. Esto es 
lo que nos ha informado el equipo de gestión que desembarcó en Treinta y 
Tres, y realizó el correspondiente diagnóstico de situación. 


Antes de que la doctora Jiménez se refiera al tema, debo decir que si 
bien en la LUC se estableció la denominación de Agencia de Evaluación, 
Regulación y Control, ahora se agregó la pata de regulación y control, pero 
ambas son totalmente independientes una de otra, como palmariamente 
quedará demostrado en esta presentación. 
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La Agencia de Regulación y Control se basa en un proyecto realizado 
entre la OPP y el Ministerio de Salud Pública del gobierno que nos precedió, 
pero que no se pudo cristalizar. 


A su vez, la Agencia de Evaluación de Tecnologías Sanitarias es una 
innovación que estamos impulsando. 


Para evitar duplicación de agencias y un exceso de organismos, se crea 
la Agencia con dos áreas claramente distinguidas y un cuerpo de gestión 
intermedio que asistirá a ambas direcciones, es decir a la de evaluación de 
tecnologías sanitarias, y a la de regulación y vigilancia. 


Es bueno saber que la idea de la Dirección de Regulación y Vigilancia 
parte de un proyecto originario -que fue estudiado y moldeado para que fuera 
posible porque era un tanto hipertrófico- basado en estudios de colaboración 
durante los años 2018 y 2019 entre el Ministerio de Salud Pública y la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto. Ese es el antecedente de esta iniciativa. 


SEÑORA JIMÉNEZ (Andrea).- Buenos días. 


Lo primero que quiero comentar es que, como todos sabemos, el 
desarrollo de las tecnologías sanitarias ha venido creciendo a nivel mundial. 
Esto ha generado un impacto en la economía de los sistemas sanitarios. A su 
vez, esto implica desafíos. Uno de ellos es identificar cuáles son los beneficios 
que aportan estas tecnologías, así como la calidad y el impacto que pueden 
generar en los usuarios de los diferentes sistemas. 


Quiero conceptualizar qué es una tecnología sanitaria. Una tecnología 
sanitaria está definida como la intervención que se desarrolla para prevenir, 
diagnosticar o tratar afecciones humanas, promover la salud y proporcionar 
rehabilitación u organizar las prestaciones de asistencia sanitaria. Como ven, 
es una definición muy amplia que puede incluir pruebas, dispositivos, 
medicamentos, vacunas, procedimientos, programas o sistemas que sean 
utilizados en el ámbito sanitario con el fin de diagnosticar, tratar o prevenir una 
enfermedad. 


Basados es esto y teniendo en cuenta los antecedentes que mencionó el 
ministro, a partir de dos propuestas se diseña una única propuesta, en la que, 
como se ve en el esquema de la imagen, existiría un área central, que estaría 
dirigiendo esta agencia, que es la Comisión Administradora Honoraria. A su 
vez, bajo ella habría dos áreas técnicas y un área de gerencia de gestión. Cada 
área técnica -una de evaluación de tecnología sanitaria y, la otra, de regulación 
y vigilancia- tienen independencia técnica, económica y administrativa. 


¿Cuáles son los objetivos de esta agencia? Son dos. Por un lado, el 
área de evaluación de tecnología sanitaria tiene como cometido garantizar la 
eficiencia, equidad y sostenibilidad del sistema a través de la identificación de 
aquellas tecnologías que puedan ser aplicadas. 


La dirección de regulación y vigilancia pretende adquirir el título de 
autoridad de referencia de OPS. ¿Para qué? Para poder ser referente regional, 
lo que permitiría, a nivel internacional, la exportación de tecnologías que 
nosotros podamos generar. 


En el año 2014, la Organización Panamericana de la Salud hizo un 
análisis de nuestra autoridad regulatoria en el Ministerio de Salud Pública, y a 
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raíz de ello generó una serie de recomendaciones y evidenció una serie de 
carencias. 


Nosotros queremos presentarles cuáles fueron las carencias; ese es el 
sustento que va a modificar o a avalar el diseño del área de regulación y 
vigilancia. 


Lo que planteaba la OPS en ese momento -muchas de las carencias 
todavía existen hoy- es que no había autonomía administrativa y financiera, la 
infraestructura era insuficiente, faltaba un sistema de gestión de calidad en 
todas las funciones de control -especialmente, en lo que refiere a las buenas 
prácticas de manufactura y de registro- y que los recursos humanos eran 
insuficientes. Asimismo, planteó que en ese momento no había una página web 
que permitiera una transparencia adecuada de la toma de decisiones, con 
comunicación a los usuarios y al sistema. 


En cuanto al área de autorización de comercialización, la OPS planteaba 
que se carecía de un sistema de gestión de calidad en el registro sanitario, 
faltaba una implementación de normatividad en todo lo que es bioequivalencia 
y biodisponibilidad, y que el personal era insuficiente. 


En cuanto a las licencias y habilitaciones, señalaba que no existía un 
sistema de gestión de calidad, que faltaba establecer requerimientos de 
calificación en cuanto al personal y que no existían bases de datos ni listados 
de antecedentes de historial de licencias o habilitaciones. 


En lo que respecta a la vigilancia de mercado, planteaba que no se 
utiliza la información de bases de datos disponibles en la Aduana para la 
vigilancia del mercado, que se advierte la ausencia del sistema de gestión de 
calidad en cuanto este aspecto y que no existía comunicación entre los 
diferentes componentes del sistema que vigila el mercado. 


En el área de fármaco-vigilancia, la OPS ponía el énfasis en la escasez 
de personal, la falta de procedimientos operativos internos, la falta de un 
sistema de gestión de calidad, la falta de un monitoreo de seguridad de 
poscomercialización y la no existencia de un feedback en cuanto a la 
información y comunicación con el público objetivo. 


Con respecto a los ensayos clínicos, la OPS señalaba la falta de 
procedimientos operativos internos, la carencia de directrices normativas, la no 
existencia de procedimientos documentados, la no existencia de un sistema 
para la aprobación y supervisión de la junta de revisión institucional y los 
comités de ética, así como la no existencia de mecanismos para difundir 
información relevante. 


Finalmente, en cuanto a lo que corresponde al área de fiscalización, la 
Organización Panamericana de la Salud planteaba que no existía un sistema 
de gestión de calidad, que no se contaba con personas calificadas como 
responsables de la unidad de inspección del desarrollo e implementación del 
sistema de gestión de calidad, que no existía un plan de capacitación 
aprobado, que no se contaba con procedimientos de trabajo que definieran la 
forma de proceder a seguir en cada tipo de inspección, que no hay evidencia 
de procedimiento para la toma de decisiones, que no existe una descripción de 
cargos y funciones para el supervisor de fiscalización, jefe unidad inspección 
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de productos, líder de equipo de inspección e inspector, y la falta de recursos 
humanos capacitados. 


Los avances que se han producido desde el año 2014 hasta ahora son 
muy pocos. Por lo tanto, hay carencias muy importantes con relación a estos 
puntos. 


También se advirtió que había que resolver otros problemas, como la 
necesidad de contar con buenas prácticas de manufactura y certificado de libre 
venta, de organismos reconocidos a nivel internacional. Asimismo, vimos que 
era necesario contar con informes que agrupen la información de las 
tecnologías evaluadas, sin sesgo; con guías sanitarias centralizadas, 
nacionales, con respecto a las nuevas tecnologías, basadas en la 
transparencia de sus procesos de generación, todo lo que es la eficacia, la 
efectividad, la eficiencia, la seguridad y el impacto presupuestal; con sistemas 
de evaluación de ingreso y egreso de tecnologías, tanto en PIAS como en 
FTM, basados en pautas y procesos estandarizados; sistemas de decisión en 
cuanto a tecnología centrados en el paciente, en la calidad y en la eficiencia, en 
reducir la brecha de atraso existente en las habilitaciones de empresas y 
registros tecnológicos -hoy tenemos atrasos de hasta cuatro años-, y la certeza 
de que lo existe en el mercado, en cuanto a la eficacia, efectividad, calidad y 
seguridad fue evaluado correctamente. 


En lo que refiere al área de evaluación de tecnología sanitaria, la 
propuesta que se hace hoy no existe. Hoy existe una unidad de especialización 
de evaluación de tecnologías con tres médicos que hace las evaluaciones, 
fundamentalmente, en el área de medicamentos. El fin último de esta área de 
evaluación es a nivel de la macro, meso y microgestión. A nivel macro, la idea 
es facilitar al Ministerio de Salud Pública, a las autoridades, a aquellos que 
tienen la responsabilidad de tomar decisiones, procesos de regulación, 
autorización y registro y orientar criterios de idoneidad en la cobertura por parte 
de los sistemas de salud. 


En cuanto a la mesogestión, se trata de ayudar a aseguradores y 
directivos a definir las prestaciones y la cartera de servicios, y en lo que tiene 
que ver con la microgestión, de permitir a los profesionales que asisten a los 
pacientes establecer las condiciones para el uso adecuado de las tecnologías. 
Asimismo, dar a los usuarios fundamentos para que, en caso de que tengan la 
oportunidad de elegir, lo hagan basados en una buena evaluación y de acuerdo 
a sus preferencias. 


Para el diseño de la agencia que hoy presentamos en esta propuesta se 
tomó en consideración la opinión de múltiples actores que fueron convocados 
para poder diseñarla. Entre ellos están las facultades, tanto públicas como 
privadas, el Sindicato Médico del Uruguay, el Poder Judicial, las cámaras ALN 
y CEPA, las asociaciones médicas y químicas, el Fondo Nacional de Recursos, 
FEMI y Fepremi. También invitamos al doctor Juan Ceretta, al senador Sergio 
Abreu y al doctor Carlos Delpiazzo. Asimismo, participaron por la OPP la 
química Silvana Ravía y el contador Juan Villalba, y por el Ministerio de Salud 
Pública, además del ministro y el subsecretario, la doctora Laura Martínez, el 
contador Julio Bussón, el doctor Ignacio Torres, el doctor Martín Thomasset, la 
química Cecilia Martínez, el coronel Pablo Picabea y quien les habla. 
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Vamos a presentar un organigrama de la Agencia de Evaluación, 
Regulación y Vigilancia de Tecnologías Sanitarias un poco más ampliado que 
el que dimos, donde figura parte de su integración. Lo que vemos en celeste 
sería el área en común en ambas agencias, o sea, la gerencia de gestión, que 
reuniría el departamento administrativo, el de recursos humanos, el de 
informática en el área financiera de prensa y comunicación y el área jurídica. 
Luego tenemos dos áreas técnicas: el área de evaluación de tecnologías 
sanitarias y el área de regulación y vigilancia. En la parte de evaluación de 
tecnologías sanitarias se plantea la existencia de un área que va a trabajar en 
la búsqueda y análisis de toda la información que existe a nivel nacional e 
internacional, un área de investigación que se va a encargar de evaluar la 
efectividad, la eficacia y seguridad, si es necesario, de las tecnologías que se 
diseñen, un departamento de apoyo académico y una comisión de ética. Todas 
estas áreas o departamentos darían información resumida y evaluada a los 
consejos técnicos, que agruparían toda la información y serían los que 
generarían los informes finales técnicos. 


La dirección de regulación y vigilancia tendría una junta consultiva que 
estaría apoyándola permanentemente, y departamentos tecnológicos 
especializados donde podemos identificar el área de medicamentos, el área de 
domisanitarios, el área tecnológica y otros que se puedan llegar a diseñar. 


Una de las preguntas que queremos contestar es cómo la agencia 
cubriría las necesidades que se plantearon al inicio. La idea es que contaría 
con independencia administrativa, financiera y técnica. Tendría un sistema de 
gestión de calidad en todas las áreas, una infraestructura y personal suficiente 
para poder desarrollar las funciones que se le soliciten, capacitado y 
actualizado. Se trabajaría por gestión de procesos; habría un control interno 
permanente, un fuerte sistema de fiscalización de las áreas que tendría que 
cubrir y una comunicación transparente con el sistema. La propuesta de valor 
que va a generar esta agencia es una nivelación con estándares 
internacionales; la generación de un estatus de reconocimiento a nivel regional 
e internacional; una atención integral de todo lo que sería la evaluación de las 
tecnologías; la agilidad de los procesos de evaluación, regulación y vigilancia, 
evaluando fundamentalmente la relación de rapidez versus calidad; la mejora 
en el rendimiento, la eficiencia, el control y la vigilancia. ¿Quiénes serían los 
beneficiarios de esta agencia? Fundamentalmente los usuarios, aquellos a 
quienes nos comprometimos a darles las mejores opciones; el sistema 
sanitario, que va a tener la prioridad en cuanto a obtener las herramientas 
eficientes para poder tomar las decisiones y aplicarlas; la industria, 
fundamentalmente la farmacéutica, que va a poder exportar porque va a contar 
con reconocimiento de sus certificados a nivel internacional, y el Poder Judicial, 
que va a contar con informes independientes y sin sesgo. 


¿Cuáles son los recursos claves que necesita esta agencia? 
Evidentemente, recursos humanos altamente especializados, infraestructura 
acorde y recursos económicos. 


Las últimas dos diapositivas que vamos a presentar muestran que los 
artículos del 398 al 401 establecen las fuentes de ingreso que va a tener la 
agencia. En el artículo 400 se asigna una partida anual de hasta $ 20.000.000 
con cargo en Rentas Generales y una serie de tasas que, sin perjuicio de las 
que se abonen en el Ministerio de Salud Pública, se autoriza a la agencia a 
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cobrar. Asimismo, se establecen 15.000 unidades indexadas para trámites de 
registro y autorización de medicamentos de uso humano que en ella se 
realicen, y 30.000 unidades indexadas para autorizar la comercialización y 
registro de tecnologías, ya sean medicamentos biotecnológicos o biológicos. 
También incluye que podrá cobrar otros trámites de acuerdo con las tasas que 
establezca la reglamentación que se dicte y se agrega al artículo 458 de la 
Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, un inciso según el cual, a partir del 
1* de enero 2021, en el caso de las exportaciones de productos farmacéuticos 
de uso humano, el destino del tributo referido será la Agencia de Evaluación, 
Regulación y Vigilancia de Tecnologías Sanitarias. 


Finalmente, se agrega todo un listado de otras posibles tasas que 
puedan ser generación de ingresos para la agencia, que seguramente los 
señores diputados ya las leyeron en el mismo proyecto de ley. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Estos eran los tres ejes temáticos 
del presupuesto -no los ejes programáticos-, que se consideran innovadores 
que, obviamente, están sujetos a discusión. 


Si los señores diputados están de acuerdo, comenzaríamos a analizar el 
articulado. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE SALUD PÚBLICA.- El primer artículo del 
Ministerio de Salud Pública es el 366, que refiere a la creación de la Unidad 
Ejecutora 108, "Dirección General de Fiscalización", la que tendrá los 
cometidos que recién relataba el doctor Víctor Piriz: desarrollar el sistema de 
fiscalización que centralice toda las actividades de fiscalización y control de la 
normativa sanitaria y las sanciones correspondientes; promover y coordinar la 
asistencia técnica en la materia, y contribuir al proceso de mejora continua de 
los administrados a través de la inspección, la vigilancia y el control sanitario. 


Como bien se manifestaba, se establece la creación de una nueva 
unidad ejecutora, con el fin de jerarquizar lo que es la actividad inspectiva y el 
rol de policía sanitaria que tiene el Ministerio de Salud Pública, pasando la 
División Fiscalizaciones a una dirección. 

El artículo 367 crea el cargo de director de la Unidad Ejecutora 108, 
"Dirección General de Fiscalización". Al ser una dirección dependiente del 
ministro y del subsecretario, tiene la figura de director. 


El artículo 368 crea el cargo de subdirector de la Unidad Ejecutora 108, 
"Dirección General de Fiscalización". 


El artículo 369 autoriza al Ministerio de Salud Pública la creación y 
supresión de cargos, sin que esto implique costo presupuestal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe, señor subsecretario. 
Cometí un error, porque estaba atendiendo un asunto de la Secretaría. 


No se hicieron consultas sobre las generalidades y entramos 
directamente al análisis del articulado, pero tengo anotados al señor diputado 
Gallo Cantera y a la señora diputada Lustemberg. 


Como ya empezamos con el articulado, podríamos seguir de esta forma 
y al final hacer las preguntas. 


(¡Apoyado!) 
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———Pido disculpas por mi error. 
Puede continuar el señor subsecretario de Salud Pública. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE SALUD PÚBLICA.- El artículo 370 refiere a la 
reasignación de los créditos presupuestales de funcionamiento de la Unidad 
Ejecutora 103, "Dirección General de la Salud", a la Unidad Ejecutora 108, 
"Dirección General de Fiscalización", dentro del Programa 441 "Rectoría en 
Salud", por la suma de $ 20.630.315 para el 2021 y $ 2.630.315 a partir de 
2022. Se trata de reasignar los fondos a la nueva Dirección General de 
Fiscalización. 


El artículo 371 establece que el tope salarial de los inspectores y de los 
inspectores supervisores que realicen sus tareas en régimen de exclusividad 
será hasta el 90% del sueldo nominal del director de la Unidad Ejecutora 108, 
"Dirección General de Fiscalización". Tomamos esto, porque los inspectores 
deben tener un tope. Tratamos de emparentarlo con lo que sucede en la 
Dirección General Impositiva en cuanto a los topes salariales. No llegamos a 
esa escala, pero sí a una que nos permite pedir exclusividad en la tarea, ya que 
van a estar realizando funciones de inspección en el Sistema Nacional de 
Salud, como bien se había estipulado, por lo que deben tener una 
remuneración acorde a la tarea. 


El artículo 372 faculta al Ministerio de Salud Pública a aplicar sanciones, 
siempre que se compruebe infracción a las disposiciones sanitarias vigentes. 
Las sanciones van desde apercibimiento, multa -entre un mínimo de 10 UR y 
un máximo de 50.000 UR-, clausura temporal por hasta ciento ochenta días o 
clausura definitiva. 


El Ministerio de Salud Pública llevará un registro de infractores, 
estableciéndose el tipo de transgresión constatada. Esta escala punitiva va de 
acuerdo a la infracción que se cometa, que sea cerciorada o a la reiteración 
que suceda en caso de instituciones de salud, otros organismos u otras áreas 
en las cuales el Ministerio tenga injerencia en materia de contralor. 


El artículo 373 refiere a ajustes al artículo 8% de la Ley N* 19.869, sobre 
telemedicina. Este artículo establece la sustitución del artículo 8* de dicha ley 
por el siguiente: "Los datos e información personal transmitida y almacenada 
mediante el uso de telemedicina serán tratados de conformidad con lo 
establecido en la Ley N* 18.331, de 11 de agosto de 2008. 


La reglamentación determinará las medidas de seguridad y 
responsabilidad proactiva según el tipo de dato, tratamiento y sujetos 
involucrados". 


Recordamos que la ley de telemedicina fue recientemente votada en 
abril de este año por el Poder Legislativo. 


El artículo 374 también refiere a la ley de telemedicina y establece la 
sustitución del artículo 9* por el siguiente: "Las consultas o intercambios de 
información que se realicen mediante el uso de telemedicina con profesionales 
o instituciones de salud residentes en el extranjero, estarán alcanzados por las 
disposiciones de la presente ley y por las demás normas reglamentarias para la 
prestación del servicio". 
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Luego pasaríamos a analizar los artículos de la Dirección General del 
Sistema Nacional de Salud. 


El artículo 375 refiere a la modificación de la denominación de la Unidad 
Ejecutora 102, "Junta Nacional de Salud", por la de "Dirección General del 
Sistema Nacional de Salud". Como bien lo explicaba el director de la Junta 
Nacional de Salud, es para evitar confusiones y repetición de nombres cuando 
ambas instituciones tienen tareas distintas. 


El artículo 376, respecto a la Junta Nacional de Salud, establece: 
"Declárase que el uso y destino de la cuota salud [...] debe estar directamente 
asociado al cumplimiento de las prestaciones que deben brindar 
obligatoriamente los prestadores públicos y privados que integren el Sistema 
Nacional Integrado de Salud a sus usuarios|...]", como bien lo explicaba el 
director González Machado. 


El articulo 377, refiere a los derechos de crédito por concepto de pago 
de cuotas de salud, que no podrán ser concedidos por los prestadores cuando 
se comprometa la sustentabilidad económica de la institución cedente, de 
forma tal que pueda verse interrumpida o afectada la prestación actual o futura 
de las referidas en el artículo 45 de la Ley N* 18.211. Cuando la cesión sea en 
un porcentaje superior al 60% de los créditos mensuales se requerirá 
autorización expresa y fundada de la Junta Nacional de Salud. 


Como bien fue explicado por el director Machado, el fin es el contralor 
por parte del Ministerio de Salud Pública y de la Junta Nacional de Salud. 


El artículo 378 establece: "Los estados contables anuales de los 
prestadores integrales del Seguro Nacional de Salud deberán ser auditados por 
profesionales o empresas auditoras registradas en el Banco Central, en los 
términos que establezca la reglamentación. Los profesionales o firmas referidas 
no podrán auditar a la misma institución por más de tres períodos anuales 
consecutivos”. 


El artículo 379 tiene que ver con la reasignación en el Grupo O de 
créditos presupuestales por $ 63.485.419 a efectos de financiar la nueva 
estructura de puestos de trabajo de la Unidad Ejecutora 108, Dirección General 
de Fiscalización. Tal como se explicó anteriormente, esto refiere a una 
reasignación y no a un incremento presupuestal. 


Ahora, me voy a referir a los artículos relativos a la Agencia de 
Evaluación de Tecnologías Sanitarias. 


El artículo 380 establece: "La Agencia de Evaluación de Tecnologías 
Sanitarias creada por el artículo 407 de la Ley N* 19.889, de 9 de julio de 2020, 
se denominará 'Agencia de Evaluación, Regulación y Vigilancia de Tecnologías 
Sanitarias', y será una persona jurídica de derecho público no estatal, que 
tendrá su domicilio en la capital de la República y se vinculará con el Poder 
Ejecutivo a través del Ministerio de Salud Pública". Esta norma refiere a un 
artículo de la Ley de Urgente Consideración, que señala que habrá una 
Agencia de Evaluación de Tecnologías Sanitarias. 


El artículo 381 corresponde al glosario. Determina: "Se define las 
Tecnologías Sanitarias como intervenciones desarrolladas para prevenir, 
diagnosticar o tratar afecciones humanas, promover la salud, proporcionar 
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rehabilitación, u organizar la prestación de asistencia sanitaria. La intervención 
puede ser una prueba, dispositivo, medicamento, vacuna, procedimiento, 
programa o sistema. 


El concepto Tecnología incluye entre otros: medicamentos (materias 
primas y envases que los conforman), cosméticos, productos médicos, 
alimentos para fines especiales, domisanitarios y otros productos sanitarios". 


El artículo 382 refiere a Comisión Administradora Honoraria. 


Establece: "La Agencia estará administrada por una Comisión 
Administradora Honoraria integrada por los siguientes miembros: 


——=El Ministro de Salud Pública, que la presidirá, y tendrá doble voto en caso 
de empate. 


———Un representante del Ministerio de Salud Pública. 

——-—Un representante del Ministerio de Economía y Finanzas. 
——-Un representante del Ministerio de Industria, Energía y Minería. 
——-—Un representante de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto". 


En el artículo 383 se determinan las atribuciones que tendrá este 
organismo. Señala: 


"La Comisión Administradora Honoraria tendrá las siguientes 
atribuciones: 


A) Representar a la Agencia ante cualquier persona, física o 
jurídica, pública o privada, nacional o extranjera, conforme determine la 
reglamentación. 


B) Controlar la administración del patrimonio y los recursos 
económicos, materiales y humanos, pudiendo celebrar contrataciones y 
asumir cualquier otro tipo de obligación, con personas públicas o 
privadas, nacionales o extranjeras. 


C) Adquirir, gravar y enajenar toda clase de bienes de acuerdo a 
los presupuestos de las Direcciones debidamente aprobados". 


SEÑORA REPRESENTANTE GALÁN (Lilián).- ¿Me permite, señor 
presidente? 


Pido disculpas a los representantes del Ministerio por interrumpir su 
intervención, pero quiero hacer una sugerencia. 


Tenemos poco tiempo para sesionar porque a la hora 13 se reúne la 
Cámara. Si no terminamos el análisis con el Ministerio, tendríamos que pasar a 
intermedio. Nosotros ya tenemos los artículos en el proyecto que nos remitió el 
Poder Ejecutivo. Entonces, quizá sea mejor obviar su lectura y pasar a la 
discusión. Además, la metodología de trabajo que tenemos siempre es que los 
ministerios hagan su presentación, después, los integrantes de la Comisión 
hacen las valoraciones y preguntas en general y, finalmente, se plantean las 
dudas sobre los artículos. 


Reitero que no es mi intención interrumpir la exposición de nuestros 
invitados, pero solo tenemos una hora para trabajar y me parece que no vamos 
a tener tiempo suficiente para la parte más importante de la reunión, que es 
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intercambiar opiniones con la delegación del Ministerio, que para eso concurrió 
a esta Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La presentación se hará a criterio de la delegación. Si 
entienden necesario referirse a cada uno de los artículos, pueden hacerlo; son 
cuarenta, así que estamos en la mitad. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE SALUD PÚBLICA.- Creemos necesario hacer 
un repaso del articulado, aunque estamos abiertos a lo que la Comisión decida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como dentro de un rato tenemos sesión de Cámara, 
consulto a los integrantes de la Comisión si prefieren omitir la lectura del 
articulado e ingresar directamente a las preguntas. 


(Diálogos) 


SEÑORA REPRESENTANTE LUSTEMBERG (Cristina).- Agradezco la 
presentación realizada por el equipo del Ministerio de Salud Pública. 


Propongo a los integrantes de la Comisión -si el equipo del Ministerio y, 
en particular, el señor ministro están de acuerdo- suprimir la lectura de los 
artículos. Nosotros ya los hemos estudiado. Ahora, quisiéramos tener la 
oportunidad de hacer algunas preguntas y de intercambiar opiniones con el 
equipo del Ministerio de Salud Pública. Creemos que no sería necesario perder 
la mayoría del tiempo leyendo artículo por artículo, a no ser que alguna 
intervención lleve a eso. Digo esto para optimizar el tiempo, porque todos 
sabemos que a la hora 13 sesiona la Cámara, aunque se podrían hacer 
excepciones, como sucedió ayer. 


La presentación de este Inciso es muy profunda y el tema amerita 
análisis. Por eso, propongo suprimir la lectura de los artículos y comenzar a 
intercambiar opiniones, que sería lo más productivo pensando en una política 
sanitaria. 

(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si bien estamos de acuerdo con el procedimiento, 
aclaro a la delegación que si entiende que debe hacer alguna puntualización 
especial sobre algún artículo, está en todo su derecho de realizarla. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE SALUD PÚBLICA.- Entonces, si les parece, 
hacemos un repaso de la finalidad de cada artículo y, luego, pasamos a 
responder las preguntas que nos quieran formular. 


(Apoyados) 
———Continúo, entonces. 
El artículo 384 refiere a la estructura de la Agencia que se crea. 


El artículo 385 tiene que ver con la Gerencia de Gestión y establece las 
tareas que tendrán las dos direcciones y la Comisión Administradora Honoraria. 


El artículo 386 determina los cometidos de la Agencia de Evaluación de 
Tecnologías Sanitarias. Anteriormente, ya fueron relatadas las tareas que 
deberá realizar y cuáles serán sus funciones. 


22 


El artículo 387 tiene que ver con el cometido del gerente técnico y de los 
consejos técnicos en cuanto a lo que deberá hacer la Agencia para poder 
cumplir los fines que tiene planteados y los objetivos propuestos. 


El artículo 388 refiere a los consejos técnicos de decisión que van a ser 
específicos y se van a especializar de acuerdo a la temática, según lo que 
disponga la reglamentación. 


El artículo 389 tiene que ver con la impugnación de dictámenes técnicos. 
Establece que no admitirán recursos y serán vinculantes para el gerente 
técnico. Sin perjuicio de ello, el gerente técnico podrá solicitar las aclaraciones 
pertinentes. 


El artículo 390 establece los cometidos y las atribuciones de la Dirección 
de Regulación y Control de Tecnologías Sanitarias. En este punto, es 
necesario tener en cuenta que hay dos direcciones dentro de esta nueva 
agencia. 


El artículo 391 establece que la Dirección de Regulación y Vigilancia de 
Tecnologías Sanitarias tendrá un gerente técnico, y determina las funciones de 
esa gerencia, que ya fueron detalladas. 


El artículo 392 determina las normas comunes para cada dirección que 
compone esta nueva agencia. Establece el régimen de exclusividad para los 
cargos dispuestos, y esto es muy importante porque este organismo tendrá a 
su cargo funciones muy esenciales y sensibles. También establece que las 
retribuciones serán fijadas por la Comisión Administrativa Honoraria, y la 
duración del gerente técnico en su cargo: cuatro años renovables, en función 
de los resultados obtenidos. 


El artículo 393 refiere a Planificación y Gestión; establece que dentro de 
los ciento ochenta días siguientes a su designación cada gerente formulará su 
plan estratégico para la elaboración de un plan operativo, que deberá 
presentarse ante la Comisión Administradora Honoraria y, luego, se procederá 
a su implementación. 


El artículo 394 es el relativo a asesoramientos y peritajes y establece 
que las Direcciones podrán actuar como peritos cuando se les solicite, de 
conformidad con lo establecido por la reglamentación pertinente. 


El artículo 395 refiere al régimen recursivo de las resoluciones. En 
cuanto a las resoluciones de la Comisión Administradora Honoraria o de las 
Direcciones Técnicas, tendrán un plazo para poder recurrir. 


El artículo 396 entra ya en la órbita del presupuesto y establece que 
cada gerente técnico proyectará anualmente su presupuesto, lo remitirá a la 
gerencia de gestión y será sometido a la aprobación de la Comisión 
Administradora Honoraria. 


El artículo 397 refiere al balance y a la rendición de cuentas, que 
anualmente deberá realizar la agencia; estos pasarán por el dictamen del 
Tribunal de Cuentas; estos dictámenes y rendiciones deben publicarse en la 
página web de la agencia. 


Artículo 398 hace referencia al financiamiento de la agencia y la autoriza 
a cobrar hasta Ul 15.000 para los trámites de registro y autorización de 
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medicamentos que se realicen. En caso de que la tecnología a registrar sea un 
medicamento biotecnológico o biológico, la tasa a cobrar será de hasta Ul 
30.000. La agencia también podrá cobrar otros trámites de acuerdo con las 
tasas que establezca la reglamentación que se dicte. 


El artículo 399 señala que en el caso de las exportaciones partir del 1* 
de enero de 2021 el destino del tributo referido será la Agencia de Evaluación, 
Regulación y Vigilancia de Tecnologías Sanitarias. 


El artículo 400 también hace referencia al financiamiento. Se le asigna 
en el Inciso 21 "Subsidios y Subvenciones", una partida anual de hasta 
$ 20.000.000 con cargo a Rentas Generales, para el financiamiento de la 
agencia. 


El artículo 401 detalla también los recursos que la agencia reciba por 
publicaciones que pueda realizar, por fondos provenientes de convenios, por 
las multas que pueda aplicar dentro de sus cometidos y atribuciones; los 
recargos establecidos por la mora en el pago de las tasas, etcétera; las 
evaluaciones que pueden hacerse a pedido de parte o los estudios clínicos que 
se le encomienden o los cursos de capacitación en sus áreas de conocimiento. 
También puede realizar asesorías, y cualquier otros fondos provenientes de 
cooperación, entre otros. 


El artículo 402 refiere a las autorizaciones y establece que la Dirección 
de Regulación y Vigilancia remitirá los dictámenes técnicos que emita en el 
cumplimiento de sus competencias al Ministerio de Salud Pública, en su 
carácter de rector, como se le asigna en su ley original. Dicho Ministerio 
dispondrá de un plazo perentorio de treinta días para expedirse. Y esto -como 
bien se expresó- cambia la realidad del sistema de habilitaciones o 
evaluaciones en cuanto a tecnologías. 


El artículo 403 señala que la agencia estará exonerada de todo tributo 
nacional, excepto las contribuciones a la seguridad social, "y en lo no previsto 
especialmente por la presente ley, su régimen de funcionamiento será el de la 
actividad privada, especialmente en cuanto al estatuto de su personal y 
contratos que celebre". 


SEÑOR REPRESENTANTE SÁNCHEZ (Alejandro).- Doy la bienvenida a la 
delegación, al señor ministro y a todo su equipo. 


Luego, seguramente se hagan preguntas sobre el conjunto de los 
artículos; solo haré una precisión en este momento. 


El artículo 403 refiere al régimen en que va a funcionar la agencia en 
cuanto al personal y a los contratos que celebre. Me interesa saber si el 
Ministerio tiene previsto que los procedimientos de selección de personal sean 
competitivos. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE SALUD PÚBLICA.- Efectivamente, está 
previsto que la contratación sea mediante régimen de llamados y de acuerdo 
con las garantías del caso. 


El artículo 404 establece que los bienes de la agencia son 
inembargables y sus créditos, cualquiera fuera su origen, gozan del privilegio 
establecido en el numeral 2* del artículo 110 de la Ley N* 18.387. 
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El artículo 405 refiere la reglamentación de la agencia. Se le da al Poder 
Ejecutivo un plazo de 90 días a partir de la fecha de promulgación de la 
presente ley, para reglamentar todos los aspectos que no estén contenidos en 
esta. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa quiere hacer una aclaración. 


Si a la hora 13 no hemos terminado, solicitaremos autorización a la 
Cámara para sesionar simultáneamente -como se hizo ayer-, aunque sabemos 
que será una sesión rápida. 


Lo importante es sacarle el máximo provecho a la delegación del 
Ministerio de Salud Pública por parte de los diputados. No tenemos apuro; si 
INAU tiene que esperar, lo hará. Esta es la metodología de trabajo y no 
tenemos otra opción; la agenda está acordada por toda la Comisión. 


Tratemos de hacer el trabajo que corresponde, teniendo la garantía de 
poder evacuar todas las dudas. 


Agradezco la colaboración a todos los diputados. 


SEÑOR REPRESENTANTE RODRÍGUEZ (Juan Martín).- Capaz que no es el 
momento, porque está la delegación presente, pero convengamos que la 
sesión fue incluida en el día de hoy por concesión de todos los partidos 
políticos. Debió realizarse ayer. 


SEÑORA REPRESENTANTE OLIVERA PESSANO (Ana  María).- 
Simplemente, quería saber si se mantiene a la hora 13 y 30 la convocatoria a 
INAU o es posible correrlos un poquito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa a medida que observa la evolución del 
trabajo de esta delegación, va haciendo los contactos como para que la otra 
delegación no tenga que esperar. 


SEÑOR GALLO CANTERA (Luis).- Bienvenida la delegación, ministro y 
colaboradores. 


Es un gusto haberlos escuchado. 


Obviamente, me surgen dudas y preguntas que espero que en el 
transcurso de la sesión vayamos evacuando. 


Aparece como novedad -y creo que bienvenida- la creación de la 
Agencia de Evaluación y Regulación, en lo que el gobierno anterior venía 
trabajando intensamente con un documento, como bien lo dijo el señor 
ministro. Me surge una duda; vamos a ser unos de los pocos países en el 
mundo en innovar en este sentido. Creo que solo hay dos países, Portugal y no 
recuerdo cuál otro, que en la misma agencia ponen lo que se llama agencia 
Híbrida, una agencia de evaluación y regulación. Será una experiencia nueva, 
a la uruguaya; ojalá resulte. Ahí seguramente la diputada Lustemberg tendrá 
mucho más conocimiento para poder preguntar. 


Otro de los aspectos que uno esperaba encontrar en este Presupuesto 
Nacional en lo que respecta a salud tiene que ver con un reclamo que 
sistemáticamente nos hizo -a veces con justificación y con  razón- 
fundamentalmente el Partido Nacional, a través del diputado Lema, con 
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relación a los medicamentos de alto costo. No soy economista, entiendo poco 
de números, pero vemos que en Gastos de Funcionamiento, por ejemplo, a 
medicamentos, endoprótesis, acciones de amparo y ordenanzas se asignan 
para este año $ 1.323.000.000 y la misma cantidad de dinero, para el año 
2024. Entonces, la pregunta concreta es qué política va a llevar adelante el 
Ministerio de Salud Pública para la incorporación de medicamentos de alto 
costo y tecnologías de alto porte sin aumentar el presupuesto. 


Yendo a la creación de la Dirección General de Fiscalización, lo primero 
que llama la atención es la creación de dos cargos, Director y Subdirector, 
cuando casi todas las unidades ejecutoras que existen en el país tienen cargo 
de Director, hay pocos de Subdirector. Entonces, me gustaría saber por qué 
cuando se crea una oficina, se crea también un cargo de Subdirector. Tampoco 
me queda claro cuál es el salario correspondiente a cada uno de esos cargos, 
porque por ahí me han dicho que va a ganar más el subdirector que el director 
o también que un fiscalizador pasaría a ganar más que el subdirector. Así que 
me gustaría que me lo explicaran porque no lo entendí. Además, me gustaría 
saber cómo articula esta nueva Dirección con la Junta Nacional de Salud, que 
es el órgano que creamos desconcentrado del Ministerio de Salud Pública. 


Asimismo, me gustaría saber con cuánto personal cuenta el Ministerio 
de Salud Pública por unidad ejecutora actualmente y de acuerdo a la 
reestructura prevista. 


En el artículo 371, se establece un tope de salario y un régimen de 
exclusividad e incompatibilidad para los inspectores y supervisores. Las 
preguntas al respecto son cuáles son los fundamentos y lineamientos de este 
nuevo régimen; con qué escala salarial se van a manejar; cuál es el crédito 
necesario para compensar las funciones, sean los que pasan o los nuevos; y 
¿no resulta incongruente que el salario del cargo de Subdirector creado sea 
manifiestamente inferior al del valor tope? Eso es lo que pregunté al principio. 


En cuanto a la Junasa y al Fonasa, en realidad, no comprendemos la 
justificación de la incorporación de este artículo concreto. Si el gobierno está 
preocupado por los gastos fuera de las obligaciones mínimas en atención de la 
salud a todos los niveles, debería especificarlo directamente en el articulado y, 
si no, decir cuáles son, porque -bienvenido sea- siempre fue una preocupación 
que los fondos que salen del Fondo Nacional de Salud sean concretamente 
para el PIAS y no para otros gastos. Entonces, la verdad que me van a tener 
como aliado en tratar de que todos esos fondos vayan directamente a las 
prestaciones y no a otros gastos como, por ejemplo, salas VIP, contratación de 
publicidad. El gobierno en estos quince años hizo dos decretos que fueron 
rechazados por las instituciones de asistencia médica colectiva con respecto al 
tema de la publicidad. Así que este cambio de postura realmente lo vemos con 
satisfacción. 


No entendemos y nos gustaría conocer los mecanismos con los que 
llevarán adelante el control de los prestadores que tengan comprometida la 
sustentabilidad económica. ¿La determinación de las instituciones que tengan 
comprometida dicha sustentabilidad económica será realizada mediante qué 
instrumentos y en la órbita de quién en el Ministerio de Salud Pública? ¿Esto 
significa que si la institución decide ceder los créditos por porcentajes menores 
al 60% podrá hacerlo sin autorización de la Junasa? Con esta potestad ¿no se 


26 


está autorizando la constitución de fideicomisos hechos por un valor inferior al 
tope y que el rector no participe? Actualmente todas las cesiones pasan por la 
Junasa. Lo que dice este artículo es que aquellas cesiones que sean menores 
del 60% no van a estar en la Junasa, es decir, las va a determinar la nueva 
Dirección que se crea de la Junta Nacional de Salud. Entonces, queremos 
saber, porque si hablamos de transparencia, esto, justamente, lo que no hace 
es transparencia; transparencia es que las cesiones de crédito lleguen a la 
Junasa, sean del 2%, del 10%, del 60% o del 80%, y que sea esta la que 
determine si le otorga la cesión del crédito o no. Acá lo que estamos diciendo 
es que solamente aquellas cesiones de crédito mayores del 60% serán 
discutidas en la Junta, las otras, no. Entonces, esto es algo que realmente nos 
preocupa. 


Para terminar esta ronda de preguntas, con respecto al tema de la 
telemedicina, si bien estamos de acuerdo con la telemedicina, en los artículos 
373 y 374, ¿qué garantías se les brinda a los usuarios de telemedicina acerca 
de la calidad de la atención dispensada si no se tiene la certeza de que se trata 
de profesionales titulados en el extranjero? Aquí no se dice nada al respecto; 
seguramente la reglamentación lo dirá, pero realmente es un tema que nos 
preocupa. 


SEÑORA REPRESENTANTE LUSTEMBERG (Cristina).- Muchas gracias, 
presidente, y muchas gracias a la delegación entera del Ministerio de Salud 
Pública, en particular al ministro y al subsecretario, pero en nombre de ellos 
dos, a todo el equipo, que creo que hizo una presentación global con la cual, la 
única discrepancia que tuvimos fue en cuanto a la lectura de los artículos, 
porque uno prepara la presentación cuando viene acá, y la precisión que hice 
fue en función de la optimización. 


El diputado Gallo hizo un análisis de algunas observaciones que 
teníamos en conjunto y antes de continuar quiero decir que valoro mucho que 
particularmente el ministro hizo un encare global y un reconocimiento, porque 
como legisladora y como ciudadana, y por mis funciones anteriores, me gusta 
reconocer. Hoy formo parte de la oposición y, como tal, haremos énfasis en las 
cosas que nos preocupan, pero sí me parece importante, porque pocas veces 
lo escucho, que tengamos claro que el enfrentamiento que se ha podido hacer 
de una pandemia y el análisis pormenorizado que ha realizado este equipo de 
las propuestas presupuestales hacia 2020 tienen que ver con una opción que 
hizo este Parlamento, que hizo la fuerza política que yo represento, al proponer 
la ley de creación del Sistema Nacional Integrado de Salud, que ha permitido 
avances y que hoy tengamos esta respuesta, entre tantas cosas. Me alegra 
que estemos mejorando muchas cosas y que sean la base de las propuestas 
que estamos haciendo. Así se trabaja en políticas de Estado, así se trabaja en 
un país serio y así reconozco el trabajo colectivo, porque a veces nos cuesta 
reconocer las cosas que hace uno u otro partido, y hoy nos permiten estar 
avanzando. 


Coincido con algunas apreciaciones que hizo el diputado Gallo con 
respecto al rol que va a tener la fiscalización. Entendimos bien la presentación 
del licenciado Píriz y cuando hizo los énfasis, leímos los artículos. También 
coincidimos en que es necesario ser más precisos en el artículo 376, que sería 
bueno explicitar que los fondos provenientes de la cuota de salud no podrán 
ser utilizados para financiar prestaciones no incluidas en el PIAS ni gastos de 
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publicidad. Pero me voy a referir a lo que ustedes saben que como fuerza 
política nosotros apoyamos en la ley de urgente consideración, que es la 
creación de la Agencia de Evaluación, Regulación y Vigilancia de Tecnologías 
Sanitarias. Al respecto, quiero hacer una precisión semántica, pero no menor: 
quizás por una cuestión de procesos podría llamarse Agencia de Regulación, 
Vigilancia y Evaluación de Tecnologías Sanitarias -quizás la doctora Jiménez 
está de acuerdo en esto-, porque lo que no se regula, después, no se puede 
evaluar. 


De acuerdo con el articulado que tiene que ver con la Agencia de 
Evaluación, Regulación y Vigilancia de Tecnologías Sanitarias, entendemos 
que se planteó una propuesta innovadora al crear una agencia mixta o híbrida 
que contemple ambas funciones. 


Como dijo el diputado Gallo, sabemos que hay dos países en el mundo 
que tienen esta experiencia, y nosotros, como país chico, sabemos que hay 
que aprovechar los recursos; eso lo hemos hablado con el señor ministro y es 
algo a lo que le daremos seguimiento. 


En cuanto a la Dirección de Evaluación y Vigilancia, nos congratuló que 
se reconociera el trabajo realizado por la Inuvisa, y fuera la base de este otro. 
En 2019 la Inuvisa realizó una propuesta con el apoyo de la OPP y la 
Presidencia de la República, en el marco del proyecto Transforma Uruguay, y 
con las recomendaciones de la OPS y la OMS, que es algo que le da seriedad 
y cristalinidad. 


Entonces, vamos a apoyar la creación de una agencia híbrida -que es 
algo innovador-, ya que eso posibilita ser más eficientes, teniendo en cuenta 
que se utilizará un solo local físico y habrá solo una unidad de servicios 
generales, lo que permitirá contar con menos recursos humanos. 


De todos modos, vamos a realizar algunas preguntas para aclarar 
ciertas cosas, ya que de esa forma podremos trabajar en conjunto, aunque 
ahora formamos parte de la oposición. En ese sentido, quiero decir que 
estuvimos de acuerdo con la participación del senador Abreu -lo digo con total 
independencia-, y nos gustaría hacer aportes. 


Por lo tanto, ¿el ministro está de acuerdo en que ambas funciones son 
diferentes, y que en la mayoría de los países del mundo estas agencias son 
independientes? 


¿Está de acuerdo el ministro en que la Dirección de Regulación y 
Vigilancia es una dirección que debe ser autónoma y técnicamente 
independiente? Hago esta consulta, teniendo en cuenta que sus dictámenes 
son eminentemente técnicos y que, según las pautas internaciones validadas 
por la OPS y la OMS, no deberían ser aprobados por la autoridad política. Sin 
embargo, el artículo 402 contradice todas las reglamentaciones y manuales 
técnicos de las agencias reguladoras, ya que en ninguna agencia es el ministro 
quien autoriza los registros, ya que ello impide la independencia técnica. Hago 
esta consulta porque quizás yo no lo interpreté bien. 


Por otro lado, me gustaría saber si el ministro está de acuerdo con que 
la Dirección de Evaluación de Tecnologías Sanitarias deba contar con personal 
formado específicamente en revisiones sistemáticas, análisis de eficacia y 
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seguridad, evaluaciones económicas, priorización y otras metodologías 
vinculadas, y que sus dictámenes sean preceptivos pero no vinculantes. 


Asimismo, tenemos dudas en cuanto a cuál es el fundamento de la 
inclusión de la OPP en el directorio de la Comisión Administrativa Honoraria. 


Por otra parte, nos gustaría hacer otra consulta con respecto a un tema 
que quizás tienen pensado dejar más claro en la reglamentación. En realidad, 
en el articulado no vemos que se especifique cómo se va a conformar la 
Dirección de Regulación y Vigilancia. En ese sentido, ¿se plantea incorporar el 
Laboratorio de Control de Calidad de Medicamentos, que funciona desde hace 
cincuenta años en la sede de Bulevar Artigas, que está acreditado por la OMS, 
y que es parte fundamental del área de medicamentos de una agencia 
reguladora? 


En realidad, nosotros reconocemos que si bien contamos con un 
Sistema Nacional Integrado de Salud, que tiene una cobertura universal, 
teníamos un debe en cuanto al rol de agencia reguladora, y por eso apoyamos 
mucho esta iniciativa. 


De todos modos, hay una cosa que nos preocupa: ¿por qué no se 
plantea en forma explícita que la función principal de la Dirección de Evaluación 
de Tecnología Sanitarias es recomendar al Poder Ejecutivo la incorporación de 
prestaciones y medicamentos al Programa Integral de Atención a la Salud 
(PIAS), que incluye el formulario terapéutico de medicamentos? Esta es una 
apreciación del diputado Gallo, ya que nuestro país, cada vez más, tiene claro 
lo que cuestan los juicios de amparo. En ese sentido, creo que sería bueno 
incluir una Agencia de Evaluación, pero creo que eso debe estar especificado. 


En realidad, cuando se estaba analizando la LUC, después de la 
discusión profunda y seria, el Frente Amplio apoyó los artículos que tenían que 
ver con la inclusión de algunos medicamentos, pero nosotros consideramos 
-eso nos preocupa- que eso debe estar evaluado seriamente y que deben estar 
incluidos en el FTM (Formulario Terapéutico de Medicamentos) y, por lo tanto, 
en el PIAS. Además, eso debe ser evaluado seriamente por el Fondo Nacional 
de Recursos. 


Por otra parte, en todos los países del mundo que tienen agencias de 
evaluación de tecnologías sanitarias, estas son las que recomiendan la 
incorporación y desincorporación de tecnologías sanitarias a la cobertura 
universal de salud. Un ejemplo clásico de este tipo de agencias lo tuvimos los 
legisladores en la Cámara de Senadores, en ocasión del análisis de la LUC, 
cuando se presentó el Instituto Nacional para la Excelencia en la Atención de 
Salud. 


Asimismo, queremos que se explicite claramente que todos los 
integrantes de la Agencia, y ambas direcciones, deben firmar declaraciones de 
potenciales conflictos de interés. 


Además -esto lo preguntó el diputado Sánchez-, queremos saber si el 
gerente general y los gerentes técnicos de las dos direcciones creadas serán 
seleccionadas por un procedimiento competitivo que asegure la identidad 
técnica. Creemos que parece necesario establecerlo a texto expreso en la 
norma. 
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En relación a la asignación de los $ 20.000.000 para el funcionamiento 
de la Agencia que se establece en el artículo 400, queríamos saber con mayor 
precisión cuál es la estimación de los costos de la Agencia, y cuánto se espera 
recaudar por concepto de aranceles y otros ingresos. También queremos saber 
cuáles son las características del staff que formará parte de la agencia, con 
cuántas personas estará conformado, cuáles serán sus perfiles y cómo será la 
organización interna. 


Seguramente, estos aspectos deberán ser considerados al definir la 
asignación de $ 20.000.000. 


Por otra parte, sobre el artículo 533 también vamos a conversar con 
ASSE, ya que las preguntas pueden ser respuestas. En realidad, escuché con 
mucha atención a la doctora Jiménez y fui sacando apuntes, y si nos permiten, 
más adelante quisiera hacer algunos aportes técnicos. 


El artículo 533 hace referencia al INAU, y establece: " [...] la 
Administración de los Servicios de Salud del Estado (ASSE) será el 
responsable de la atención en aquellos casos de episodios agudos de salud 
mental de niños y adolescentes vinculados al Instituto del Niño y Adolescente 
del Uruguay". En ese sentido, nosotros sabemos que esos niños tienen 
cobertura de salud en una IAMC por el Fonasa. Entonces, ¿se refiere a 
prestaciones no obligatorias? Además, ¿cómo se articulará la atención en 
salud mental con el prestador al que el niño o adolescente está afiliado? Sin 
duda, esto también se lo vamos a preguntar al directorio del INAU, pero nos 
parece importante hacer la consulta, teniendo en cuenta las competencias que 
esto tiene en salud, y que es un tema que está sin resolver desde hace tiempo. 


SEÑORA REPRESENTANTE ETCHEVERRY (Lucía).- En primer lugar, quiero 
dar la bienvenida a la delegación del Ministerio. 


Quisiera hacer algunos comentarios con respecto a la Dirección General 
de Fiscalización, que fue lo primero a lo que se hizo referencia en la 
presentación. 


El artículo 370 plantea la reasignación de recursos, y si bien establece 
claramente el destino, no especifica de qué unidad ejecutora surgirán los 
recursos. Entonces, nos interesaría saber de qué unidad ejecutora se 
generarán esos $ 63.486.419, o de dónde se reasignarán, ya que Servicios 
Personales es muy genérico, si bien está claramente definido el destino a 
través del objeto del gasto. Esta consulta está relacionada con los recursos de 
la Dirección General de Fiscalización. 


Asimismo, queremos verificar si en el artículo 370, que está 
acompañado de un cuadro, hay un error o si no es así. En este artículo se 
asignan recursos para el año 2021, pero no para 2022, 2023, y 2024, y durante 
esos años también se deberán realizar esos gastos. Entonces, queremos saber 
cómo se explica esa situación. 


Con respecto a los artículos relativos a la Dirección Nacional de Salud, 
quiero hacer una pregunta que complementa la preocupación planteada por el 
diputado Gallo y la diputada Lustemberg. 


Seguramente se realice un análisis de la situación actual de alguno de 
los prestadores -más allá de clarificar con qué elementos se va a determinar 
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esa situación de sustentabilidad económica, que no pueden ser solamente los 
balances-, pero como ustedes hablaron de la libre movilidad, queremos saber 
cómo afectará ese hecho la situación actual. En realidad, sabemos que, 
producto de la afectación de la economía, el mercado de trabajo se ha visto 
modificado, y por ello queremos conocer qué proyecciones se están haciendo. 
Desde que comenzó la pandemia hasta el momento tenemos setenta y nueve 
mil nuevos usuarios; este dato surge de los informes públicos, y si bien pueden 
ser más, ese es el último dato publicado. Además, la Federación de 
Funcionarios de Salud Pública informó la semana pasada en esta Comisión 
integrada que estimaba que para fin de año iba a haber cien mil usuarios más, 
y que eso también ¡ba a generar dificultades a los prestadores privados. 


Entonces, si a eso le agregamos la libre movilidad, y no tenemos una 
proyección clara del Fonasa, debemos pensar que los prestadores tendrán 
otras dificultades asociadas, sobre todo, teniendo en cuenta -si estas sesiones 
no son consideradas en un 60% en el todo, pueden ser varias sesiones de la 
misma institución por porcentajes menores- que el 70% se va en salarios. Por 
lo menos, sería bueno tener claro cuál es la proyección o qué escenarios 
maneja hoy la Junasa con respecto a la situación del mercado de trabajo, algo 
que impacta directamente. Además, la libre movilidad podrá ser atendible en 
otros escenarios, pero en este impacta notablemente; ello podría provocar que 
algunas instituciones privadas tuviesen mayores problemas económicos. Lo 
digo para que esto no sea una especie de jungla en la que el más grande 
termine absorbiendo al más chico. 


Con respecto a la Agencia, si bien podría establecerse especialmente en 
el artículo que van a ser procesos competitivos con tribunales adecuados, está 
bueno que conste en la versión taquigráfica que darle rango legal -como ya 
pasa en otras cuestiones que figuran en decretos y en normas- sería muy 
importante. Lo mismo sucede con la exclusividad o la declaración de interés 
para preservar ciertas cuestiones frente a escenarios o a agencias que tienen 
muchísima incidencia en lo económico, tanto en la evaluación como en la 
regulación. 


Por último, volviendo al tema de la Junasa, ¿las representantes hoy 
emitieron opinión respecto de estos artículos? Quiero saber si hubo alguna 
valoración de quienes hoy integran la Junta respecto de esta modificación de 
las cesiones y de los controles que se van a establecer. 


SEÑOR REPRESENTANTE VIVIANO (Álvaro).- Quiero referirme a la Agencia. 
Recuerdo que cuando se analizó el tema en ocasión de considerar la Ley de 
Urgente Consideración encontrábamos acuerdo con los diferentes actores y, a 
partir de ciertas expresiones del Sindicato Médico del Uruguay en la Cámara, el 
Ministerio acordó retirar la formulación para incluirla en esta instancia, de 
manera de resolver algunas cuestiones que merecían mayor discusión. 


Simplemente, quiero preguntar al Ministerio si en esta instancia se pudo 
hacer ese proceso de mayor discusión con los diferentes actores a fin de 
arribar al planteo que se expresa en estas normas. 


SEÑOR REPRESENTANTE GALLO CANTERA (Luis).- Quiero razonar en voz 
alta. Cuando uno ve todos los artículos y la creación de varias cosas es bueno 
hacer este ejercicio 
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Supongamos que se crea una tecnología de alto porte o que ingresa un 
medicamento nuevo al país. ¿Cómo vislumbra el Ministerio toda la cadena de 
acciones para que esto llegue a conformar una prestación en el PIAS o entre el 
FTM y el PIAS, si fuese un medicamento? ¿Primero ingresaría por la agencia 
de regulación, de evaluación? ¿Quién toma la decisión dentro del Ministerio de 
Salud Pública de que esa tecnología que ingresa al país sea incorporada al 
PIAS o de hacerla obligatoria? Lo pregunto porque quizá para quien no está en 
el tema le sea difícil imaginar cuál es la cadena hasta que la prestación llega al 
usuario. 


Con estas creaciones, creo que el corazón del Ministerio de Salud 
Pública, que es la Dirección General de la Salud, se está achicando. Lo señalo 
porque todas estas competencias que hoy están saliendo tienen que ver con la 
Dirección General de la Salud: fiscalización, regulación, etcétera. Entonces, 
aprovechando la visita del director General de la Salud, ¿cuál va a ser la 
prioridad que se va a dar a esta nueva dirección?, y digo "nueva dirección" 
porque va a ser una nueva dirección, en definitiva. Entonces, ¿cuáles van a ser 
las funciones que va a tener la Dirección General de la Salud en el próximo 
quinquenio? 


SEÑOR REPRESENTANTE ALVEAR GONZÁLEZ (Jorge).- Quiero realizar 
algunas apreciaciones y formular algunas consultas. 


Con relación al artículo 382, quiero saber si no se piensa que el hecho 
de que la Comisión Honoraria Administradora esté presidida por el señor 
Ministro de Salud Pública podría dificultar la independencia de la Agencia. 
Además, me gustaría conocer si ello no sería una dificultad para la certificación 
de la OPS. 


En cuanto al artículo 386, entendemos que los literales A) y B) dicen 
esencialmente lo mismo. Si no es así, ¿cuál sería la diferencia? 


Con respecto al artículo 389, si se dispone que los dictámenes de los 
Consejos Técnicos no admitirán recursos, ¿cuál sería el rol del gerente 
técnico? 


En el artículo 390 hay varios literales que refieren a la evaluación. Nos 
parece que podrían corresponder al Departamento de Evaluación de 
Tecnología y no a la Dirección de Regulación y Control de Tecnologías 
Sanitarias, como se cita en la norma. 


El artículo 402 establece que el Ministerio de Salud Pública aprobará los 
dictámenes de la Dirección de Regulación y Vigilancia. La pregunta, entonces, 
es por qué se considera que la autorización debe estar bajo los criterios 
políticos del Ministerio y que no sea una cuestión meramente técnica definida 
por la Agencia. 


SEÑORA REPRESENTANTE ETCHEVERRY LIMA.- (Lucía).- Voy a ir a otros 
documentos vinculados con el mensaje presupuestal del Ministerio. 


En los gastos de funcionamiento -en el cuadro figuran los 
medicamentos, las vacunas, los convenios de asistencia- vemos que aparece 
un desglose. Por lo tanto, me gustaría conocer más datos sobre lo que se va a 
destinar a vacunas en este período debido a la situación de pandemia que 
vivimos. Sabemos que hubo un anuncio por parte del señor presidente en el 
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sentido de adquirir casi dos millones de dosis. En su momento habrá que ver si 
eso se cumple por la capacidad de producción, la verificación, porque, por 
ejemplo, el laboratorio de Oxford paró su producción por cuestiones de 
seguridad. De todas maneras, está claro que hay una gran demanda mundial y 
quiero saber si en los montos que se manejan, esa previsión y ese compromiso 
están presentes o si formarán parte de un adicional. 


En cuanto a los subsidios y las subvenciones -allí aparecen los 
financiamientos y los aportes a los distintos organismos-, dentro del Inciso 21, 
sabemos que hubo una reducción de $ 21.000.000 respecto de lo que se había 
asignado al Cudim. Lo digo porque en el marco de estas agencias, que tienen 
un fuerte énfasis en la incorporación y en la evaluación de tecnologías, que se 
haya logrado esta tecnología de primer nivel, en un prestador público, es muy 
importante. Entonces, ¿por qué se maneja una reducción de recursos? ¿Hay 
alguna previsión de recursos o alguna redistribución de funciones del Cudim 
como para que se pueda cubrir la faltante de dinero que antes era asignado por 
el presupuesto nacional? 


Respecto de lo planteado por el señor diputado Jorge Alvear -que 
comparto-, el informe de la Dirección de regulación es vinculante y en la otra 
no. Suponemos que en la Dirección de evaluación es en pos de mejorar las 
condiciones de la calidad asistencial y de la salud de nuestra gente. De alguna 
manera, ¿no debería ser también vinculante para garantizar la universalidad y 
que todos tengamos acceso, sea del prestador público o privado? Obviamente 
que se necesitan de recursos, por lo que esto también genera un nivel de 
incertidumbre. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa informa que exactamente en trece minutos 
debemos interrumpir la sesión; es tecnicismo legislativo; no tenemos otra 
opción. 

Quizás lo mejor para que se organice la delegación a fin de responder 
las preguntas, sea pasar a intermedio de manera que los legisladores podamos 
trasladarnos al plenario para solicitar autorización a fin de seguir sesionando 
junto con la Cámara. Pensamos que en unos treinta minutos como máximo 
reanudaremos la sesión de esta comisión. Creemos que no es conveniente 
empezar a responder las preguntas pues contamos solo con diez minutos 
hasta la hora en que debamos interrumpir la sesión. Lo más lógico sería, 
entonces, pasar a intermedio ahora hasta que la Cámara nos autorice a 
sesionar conjuntamente. 


Se va a votar. 
(Se vota) 
——_Doce por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


(Se pasa a intermedio hasta tanto el plenario autorice a la Comisión a 
seguir sesionando) 


(Es la hora 13 y 50) 
———Continúa la sesión. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- En referencia a la consulta sobre la 
agencia -que sería una agencia híbrida-, la respuesta es que en un país con 
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escasos recursos, en el contexto de una pandemia que ha endeudado al país, 
el criterio es de racionalización del gasto. O sea que vamos por el camino de 
dar cumplimiento; a su vez, ambas agencias tienen independencia técnica 
entre ellas y con respecto a la Comisión Honoraria, que no tiene ninguna 
función decisoria en este caso. Eso es lo que blinda el proyecto ante los ojos 
de la comunidad internacional. 


El segundo punto refiere a los medicamentos mejor llamados de alto 
precio en vez de alto costo. Al respecto, hará uso de la palabra la contadora 
Daniela Figueroa. 


SEÑORA FIGUEROA (Daniela).- En cuanto a los medicamentos de alto 
precio, en 2019 se abrió con un crédito de apertura de $ 148.000.000 y en 
2020, lo mismo. Nosotros presupuestamos $ 1.322.000.000, igual que lo que 
fue el obligado en 2019. Partimos de esa base ya que no conocemos las 
sentencias judiciales que puedan devenir con el correr de los años. De todos 
modos, este tema fue conversado con el Ministerio de Economía y Finanzas, 
que nos proporcionaría los recursos a través de refuerzos presupuestales en el 
caso de que así sea necesario. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA. - Referente a la consulta sobre por 
qué existen dos cargos de director y de subdirector del escalafón Q, y sobre 
cómo articula la Digese con la Junasa, le cedo la palabra al doctor Víctor Piriz. 


SEÑOR PIRIZ (Víctor).- En la primera parte de la pregunta queda claramente 
descrito en la presentación que estaban absolutamente todos los cargos con 
perfil de puesto. Para los cargos del escalafón Q, específicamente, se hace una 
diferencia de potestades. El subdirector es claramente operativo y el director 
realiza la gestión. 


Por otra parte, las metas 1 y 2 de fiscalización se remiten directamente a 
Junasa para que realice sus funciones. 


SEÑOR REPRESENTANTE GALLO CANTERA (Luis).- ¿Cuál es el salario del 
director y del subdirector? 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Vamos a contestar punto por 
punto, en el orden correspondiente. Las preguntas relativas a la cantidad de 
personas de cada unidad ejecutora, a los salarios de la dirección y subdirección 
de la División Fiscalización y a los inspectores y supervisores, las va a 
responder la contadora Figueroa, pero antes quiero hacer una apreciación de 
carácter político y personal. 


En este momento, en el Ministerio de Salud Pública ¡hay varios 
funcionarios que cobran más que este ministro! O sea que si vamos a hablar de 
coherencia, vamos a hablar de todo. Y eso viene de la Administración anterior. 


Ahora voy a pedir que se le conceda la palabra a la contadora Figueroa, 
quien específicamente va a contestar sobre la parte técnica. 


SEÑORA FIGUEROA (Daniela).- La Unidad Ejecutora 01 -Digese- tiene 255 
cargos; la Unidad Ejecutora 106 -Digecoor- tiene 137; la Unidad Ejecutora 103 
-Digesa- tiene 392; la Unidad Ejecutora 102 -Junasa- tiene 59 y la Unidad 
Ejecutora 104 -INDT- tiene 74. 
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De la Unidad Ejecutora 01, se pasan siete cargos a la División 
Fiscalización; de la Unidad Ejecutora 106, uno y de la Unidad Ejecutora 103, 
veintiséis. Como ven, la mayoría de las vacantes que se toman son de la 
Unidad Ejecutora 103, Digesa. 


Por otra parte, el sueldo del subdirector es igual al sueldo del subdirector 
de la Digesa. Hoy, en la misma División Fiscalización ya existen funcionarios 
que perciben salarios mayores al cargo de un subdirector. Esto es así debido al 
Decreto N?* 590 de 2008, cuando se creó la División Fiscalización, y al Decreto 
N* 221, de 2012, relativo a los profesionales. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Con referencia a la Junasa y a los 
gastos del Fonasa, se propone que vayan directamente a gastos de salud 
incluidos en el PIAS. 


Para contestar la pregunta relativa al control de los prestadores y a la 
sustentabilidad, a la órbita, a los instrumentos, y a qué pasa con los eventuales 
fideicomisos menores al 60 %, voy a pedir que se le conceda la palabra al 
doctor Luis González. 


SEÑOR GONZÁLEZ (Luis).- Voy a hablar de dos o tres aspectos 
complementarios. 


El diputado Gallo hizo referencia en su alocución a algunos gastos que 
podían ser considerados excesivos. El concepto acá es que las instituciones, 
en el marco de su competencia, pueden desarrollar otras actividades, pero 
preservando que los dineros provenientes del Fonasa, a través de la cuenta 
salud, sean exclusivamente para ellas. ¿Cómo se analiza la sustentabilidad? 
Estamos desarrollando, incluso en plena pandemia, un proceso de evaluación 
individualizada e interactiva de todos los prestadores. Ya fue evaluado más del 
40 %. Es un proceso que comienza con una autoevaluación en la que los 
propios prestadores brindan información, sus líneas de trabajo y de mejora 
para optimizar la gestión; y en los casos en los que hay un compromiso 
económico-financiero, sus planes de salida. 


Respecto a la autorización de las cesiones, todas son autorizadas por la 
Junasa y seguirá siendo así. Sucede que en la actualidad hay una delegación 
del órgano colegiado Junasa a su presidente o a su director General, y este es 
quien las autoriza. La norma establece que cuando la cesión supere el 60 % 
debe hacerse una presentación ante la Junasa con una fundamentación, 
explicitación de los montos cedidos y condiciones de ese crédito, lo que podrá 
ser aprobado o no por la Junasa. 


Pero todas las otras cesiones continuarán siendo también autorizadas, 
sino no es posible que el Banco de Previsión Social descuente de las capitas. 


SEÑOR REPRESENTANTE OLMOS (Gustavo).- Sobre este punto, ¿la 
voluntad del Ministerio es que cuando la cesión supere el 60 % vaya por este 
mecanismo o cuando el acumulado supere ese porcentaje? Me refiero a la 
individual, porque si hubiera cuatro, es decir el 25 % no pasaría por acá. 


SEÑOR GONZÁLEZ MACHADO (Luis).- Se refiere a la cesión de créditos 
globales no de la cesión independiente, pero la redacción puede ajustarse, 
señor diputado. 
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SEÑORA REPRESENTANTE GALÁN (Lilián).- Señor ministro, quedé 
pensando que ante la pregunta del señor diputado Gallo de que hay 
funcionarios que ganan más que usted, ¿podría explicarnos esa situación y 
cuánto ganan? 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Con gusto le haremos llegar un 
informe detallando las circunstancias por las que hay funcionarios que ganan 
más. Esto se da porque cobran por dos ventanillas, en División Medicamentos 
y en Comisión Honoraria de Contralor de Medicamentos. Así es que superan el 
sueldo del ministro. Entonces, cuando hablamos de discordancia tenemos que 
ver todas las discordancias. A eso hacía referencia. 


Pero con gusto le haremos llegar un informe sobre los montos que 
corresponden por uno y otro caso; y es más de un funcionario que gana más 
que el ministro. 


En cuanto a la telemedicina planteada por el señor diputado Gallo, va a 
responder el licenciado Satadjian. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE SALUD PÚBLICA.- Respecto a las consultas 
en el exterior, el artículo establece que serán alcanzados por la presente ley, 
por la de telemedicina y demás normas reglamentarias para el servicio. 


Queremos aclarar que las consultas en el extranjero siempre se hacen 
acompañadas por un médico local, por un médico tratante que establece nexo 
y garantías. No se establecen consultas paciente o usuario con médico 
directamente; siempre tiene que ser un médico de una institución, un médico 
tratante del Sistema Nacional Integrado de Salud. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Contestadas todas las preguntas 
del señor diputado Gallo, pasamos a responder las de la señora diputada 
Lustembergo. 


El rol de la fiscalización ya fue analizado cuando le respondimos al señor 
diputado Gallo; usted no se encontraba en sala, pero tiene la versión 
taquigráfica. 


Y respecto al artículo 376, al alcance de la cuota salud para PIAS el 
doctor González puede reiterarlo si fuera necesario, pero ya fue explicado. 


SEÑOR GONZÁLEZ MACHADO (Luis).- Expresamos que este artículo no 
pretende coartar acciones de mejora de las prestaciones y desarrollo de 
actividades que brinden otras prestaciones a los usuarios, pero se establece el 
límite de que dichas actividades asistenciales se deben realizar con un 
financiamiento separado; incluso prevemos la existencia de contabilidades 
separadas en las instituciones para controlar que la cuota salud se afecta 
exclusivamente a la cobertura del PIAS. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- La otra consulta de la señora 
diputada Lustemberg en cuanto a la creación de una agencia mixta, híbrida, 
también le decíamos al señor diputado Gallo que tiene que ver con razones de 
equilibrios económicos en un país que no es rico, que está en vías de 
desarrollo y en el contexto de la pandemia tenemos algunos elementos 
restrictivos económicos por lo que se trataba de racionalizar por el lado de 
tener una columna de administración común, un edificio común, pero con 
decisiones totalmente independientes. 
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Para eso, si se me permite, le cedo el uso de la palabra a la doctora 
Andrea Jiménez para que siga hablando sobre la independencia y exigencias 
de la OPS, OMS que recogimos en este articulado y en el que tenemos para la 
reglamentación; con gusto tenemos interés en que se integre a trabajar con 
nosotros. 


No remitimos antes esta información porque hasta última hora del 
domingo hubo modificaciones y recortes para que quedara para la 
reglamentación porque se consideraba que era muy extenso para plasmarlo en 
un proyecto de presupuesto. Luego la invitaremos para que participe en la 
reglamentación. 


SEÑORA JIMÉNEZ (Andrea).- Tomamos muy en cuenta las recomendaciones 
de la Organización Panamericana de la Salud cuando solicita que haya una 
certificación, que los procesos, las tomas de decisiones sean independientes y 
trasparentes. Una de las condiciones fue que hubiera independencia 
económica, administrativa y técnica y todas estas condiciones se cumplen con 
la creación de esta Agencia. 


Cuando comenzamos a trabajar el proyecto de presupuesto lo hicimos 
manejando más de ochenta artículos. A medida que fuimos trabajando dejamos 
artículos para pasarlos al ámbito de la reglamentación. Por lo tanto, muchas de 
las condiciones que ustedes nos plantean en cuanto a si son o no vinculantes 
las condiciones de toma de decisiones del área directiva, de gerencia y de 
diferentes características, estarán implícitas para la futura reglamentación 
puesto que son fundamentales para cumplir con el objetivo que plantea la 
Organización Panamericana de la Salud. 


Como dijo el ministro, será un placer contar con ustedes en la 
elaboración del proyecto. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- En relación a la consulta del 
artículo 402 sobre la agencia reguladora y creación de la Agencia de 
Evaluación de Tecnologías Sanitarias sobre el personal formado, dictámenes y 
el tipo de consultas sobre si son o no vinculantes, voy a ceder el uso de la 
palabra al doctor Asqueta. 


SEÑOR ASQUETA (Miguel).- No nos queda claro si lo que se manifestó sobre 
el artículo 402 es una duda o una opinión, en cuanto a si hay o no un efecto 
vinculante y qué función va a tener el Ministerio de Salud Pública. Lo dice a 
texto expreso y no es solo la voluntad, sino también la filosofía y la acción de 
trabajo de este equipo y de esta administración, que los dictámenes técnicos 
los emita la Dirección de Regulación y Vigilancia para el cumplimiento de las 
competencias y el Ministerio de Salud Pública, en su función de rectoría, 
dictaminará la aprobación o no. Debemos tener claro que el Ministerio de Salud 
Pública se arroga el rol rector en forma indisoluble de su función; de eso no 
cabe la menor duda. De hecho, hay países como, por ejemplo, Brasil, México o 
Colombia -por nombrar algunos- en los cuales el ministerio del ramo es el que 
tiene la rectoría final; eso nunca estuvo en duda para nosotros. 


Por otra parte, se consultó si la Dirección General de la Salud no 
quedaba disminuida a una mínima expresión, qué funciones va a cumplir 
cuando la Dirección General de Fiscalización esté conformada -si la ley lo 
dictamina- y si la Agencia de Evaluación de Tecnologías Sanitarias va a ser 
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una persona de derecho público no estatal, tal como se está planteando. 
Nosotros aspiramos a que la Dirección General de la Salud pueda cumplir 
todos los roles que debería estar cumpliendo y que no puede porque no tiene 
capacidad. Nosotros tomamos una Dirección General de la Salud con un 
departamento de normas e investigación inexistente y sin personal -con la 
importancia que tienen estos dos elementos-, con un departamento de control 
de infecciones hospitalarias sin funcionarios, y con un departamento de calidad 
y seguridad del paciente que solo tiene una funcionaria. Estoy hablando de 
temas que fueron expuestos en plena pandemia, porque era virtualmente 
imposible trabajar sin personal y multiplicamos los esfuerzos. 


La División de Fiscalización llegó a tener más de sesenta funcionarios y 
hoy tiene veintitrés, y pese a todo hemos podido cumplir las funciones, aunque 
a veces los funcionarios tuvieron que trabajar más de dieciocho horas. Es 
imposible seguir realizando las tareas si no se da la jerarquización, tal como fue 
explicado, y no voy a ahondar en eso. Para fiscalizar algunas tareas esenciales 
que hacen a políticas de Estado, hubo que contratar cooperativas, algunas de 
las cuales funcionan bien y aspiramos a que ese número de funcionarios esté 
incluido en la nueva Dirección General de Fiscalización. Es imposible cumplir 
determinadas políticas de Estado, por ejemplo, en el caso del control de la ley 
de regulación y control del tabaco, estando aprobado el rotulado frontal, que va 
a haber que salir a fiscalizar si se cumple o no -una de las principales políticas-, 
porque no tenemos capacidad para hacerlo. 


Los atrasos han sido muy importantes. En marzo, cuando comenzamos, 
había atrasos en habilitaciones y demás, y casi todos devienen de la carencia 
de funcionarios para inspeccionar los establecimientos y logar las habilitaciones 
correspondientes. Asimismo, carecemos de técnicos en algunas áreas. 


Es casi imposible que la Digesa cumpla con los programas prioritarios 
para la salud, que son su cometido esencial para proteger y promover la salud 
de la población, generar políticas, anticipar situaciones de riesgo, realizar 
diagnósticos actualizados en situaciones de salud, realizar la vigilancia 
epidemiológica, tener el sistema nacional de información y vigilancia en salud 
actualizado y podríamos seguir con una larga lista. 


Por último, no deja de tener rectoría el Ministerio por el hecho de que la 
fiscalización se realice a través de una dirección general, sino que va a 
mejorar. No deja de tener rectoría el Ministerio por el hecho de que la 
acreditación y evaluación de tecnología sanitaria, los medicamentos y demás, 
lo realice una agencia independiente, tal como está planteado. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- En relación a la pregunta sobre si 
la Agencia de Evaluación de Tecnologías Sanitarias tiene las formas y va a 
recomendar al Poder Ejecutivo las presentaciones para el PIAS, el FTM y el rol 
de los juicios de amparo, la interrogante sobre las declaraciones de conflicto de 
interés -desde ya aprobamos que se tengan que hacer declaraciones de 
conflictos de interés en todos los casos, aunque está dicho para algunos pero 
lo vamos a hacer en todo lo que sea necesario- y el rol de las gerencias 
técnicas, le voy a ceder el uso de la palabra a la doctora Andrea Jiménez. 


SEÑORA JIMÉNEZ (Andrea).- Los informes de la Agencia de Evaluación de 
Tecnologías Sanitarias no son vinculantes. A nivel mundial, la Agencia de 
Evaluación de Tecnologías Sanitarias es una agencia asesora. Los que regulan 
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y toman la decisión son los que deciden tomar esa información. En este caso 
pasa lo mismo. La Agencia de Evaluación de Tecnologías Sanitarias es 
asesora, ofrece una información transparente de forma tal que pueda ser 
utilizada, no solo por el Ministerio o por el área de regulación y control, sino 
también por el Poder Judicial para poder presentarse como perito, ofrecer 
información que sea complementaria a sus necesidades en los casos de juicios 
de amparo, con suficiente información y que, además, sea lo suficientemente 
transparente para que no haya duda o se plantee la existencia de algún sesgo 
en cuanto a esos informes. 


También se planteó una consulta sobre los conflictos de interés. Una de 
las condiciones que planteamos es que se firmen las declaraciones por parte 
de todos los integrantes de la Agencia. 


Una de las preguntas tiene que ver con la forma en que se van a elegir 
los gerentes o directores y el resto. La elección de los directores y el gerente va 
a ser decisión de la Comisión Honoraria; sin embargo, tienen que cumplir una 
serie de condiciones como, por ejemplo, la capacitación. En cambio, los 
técnicos, que van a generar los informes y no necesitan la aprobación de 
ninguna de los directivos, van a ser electos mediante concurso. En el área de 
evaluación y tecnología va a haber consejos técnicos que van a hacer los 
informes finales y no van a necesitar ser aprobados por el director, sino que 
van a pasar para evaluar si el proceso es el correcto. 


SEÑORA REPRESENTANTE GALÁN (Lilián).- Me quedé pensando en lo que 
dijo el doctor Asqueta respecto a la falta de funcionarios para cubrir áreas 
indispensables. Entonces, la pregunta que me surge es si no sería mejor cubrir 
las áreas que son indispensables antes de pensar en una nueva dirección 
general. 


Por otra parte, quisiera saber dónde funcionaría la agencia. Me refiero al 
lugar físico, por si hay costos para refaccionar algún edificio o instalación, y 
cuándo empezaría a funcionar. 


SEÑOR REPRESENTANTE GALLO CANTERA (Luis).- Si entendí bien, las 
dos gerencias son nombradas por cuestiones políticas, porque la Comisión 
Honoraria está formada por representantes políticos de distintos ministerios. O 
sea que directamente no está vinculado con la idoneidad técnica ni con el 
concurso, sino que es una designación directa. A partir de eso, va a haber 
concurso. Es para que quede claro. 


SEÑORA REPRESENTANTE ETCHEVERRY LIMA (Lucía).- Mi consulta va 
en el mismo sentido que la del diputado Gallo. Fue lo que especialmente 
preguntó el diputado Sánchez -leeremos la versión taquigráfica- y cuando 
contestó el subsecretario habíamos entendido que iban a ser cargos 
concursados con todas las garantías de la norma y los tribunales, pero ahora la 
doctora Jiménez informa otra situación. Lo vamos a chequear, porque para 
nosotros es importante. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Quiero que quede claro que son 
potestades de la Comisión Honoraria Administradora, que tiene una integración 
múltiple, pero va a existir un llamado. O sea que no va a ser una designación 
directa, sino que habrá un llamado en el que se van a anotar los interesados y 
la Comisión va a elegir y definir. No va a ser una designación caída del cielo, 
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sino que dentro de un grupo de postulantes se va a elegir a quien la Comisión 
Honoraria considere más idóneo y cuente con un respaldo técnico. 


SEÑORA REPRESENTANTE ETCHEVERRY LIMA (Lucía).- Agradecemos la 
aclaración, porque, si no, se genera confusión. Si en esta instancia, en la que 
hemos tenido la oportunidad de leer los mensajes presupuestales y de 
intercambiar con las autoridades se genera esta confusión, imaginamos que 
también puede generarse confusión en otros ámbitos. Al respecto, en el 
entendido de que es una competencia de este Consejo, preguntamos si es 
posible dejar establecido el procedimiento del llamado a concurso, indicando 
pautas claras, de manera de asegurar igualdad de condiciones para todos los 
profesionales. Digo esto porque lo que no está aquí no tiene rango de ley; es 
decir, si no se establece en la ley, no hay obligación de hacer un llamado a 
concurso; queda en el registro, es el espíritu, pero nada más. Como decía el 
ministro más temprano, a veces, lo que abunda no daña. 


SEÑOR REPRESENTANTE GALLO CANTERA (Luis).- Quisiera saber si en 
el caso de la Comisión Honoraria pensaron en vincular a alguien de la 
academia o de la Universidad de la República. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Todo lo referente al llamado 
quedará dentro de la reglamentación. 


En cuanto a integrar a la Universidad de la República, no solo pensamos 
en la integración de la Udelar, sino de una multiplicidad de actores que, de 
alguna manera, la constituían prácticamente en una asamblea. Habíamos 
pensado en una integración más plural, pero se acordó esta integración. El 
argumento que se esgrimió fue que no se quería que se volviera algo 
corporativo. Concretamente, ese es el argumento que se me dio. Habíamos 
manejado la integración de la Asociación de Química y Farmacia, la Udelar, la 
Facultad de Medicina, la Facultad de Química, en fin, una integración plural; iba 
a ser enorme. En definitiva, el argumento fue que no se convirtiera en una 
integración corporativa repetida. 


En lo que respecta al lugar -como preguntaba la diputada Galán- puedo 
decir que originalmente habíamos pensado en un lugar específico, en tanto y 
en cuanto nos hubieran dado la inversión que pretendíamos para otra cosa. 
Pero la pretensión de generar ese lugar quedó por el camino; así que vamos a 
tener que pensar en otro. 


De todas maneras, estamos hablando con otros ministerios que tienen 
propiedades vacías y que podrían darlas en comodato, sin costo para el 
Ministerio de Salud Pública. La idea es que esto sea lo más liviano posible en 
ese sentido. 


Tenemos algún lugar físico más, algún apartamento que en este 
momento no está ocupado, próximo al Ministerio, pero es pequeño. Así que 
estamos considerando el ofrecimiento de algún otro ministerio que daría en 
comodato algún bien inmueble que pudiera servir a los fines de la agencia. 


Habrá un período de transición previamente a la puesta en marcha de la 
agencia. Antes de la fecha de inicio prevista hay una etapa de organización 
inicial y de llamado a concurso, de organización y reglamentación. Pensamos 
que la agencia estará en funcionamiento en el año 2022, no en 2021; me 
refiero que recién para entonces podrá desplegar sus funciones. 
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SEÑORA REPRESENTANTE LUSTEMBERG (Cristina).- Quiero preguntar al 
ministro -reafirmando lo que decía la diputada Lucía Etcheverry- si está en 
consideración la posibilidad de incluir en la ley las condiciones y garantías del 
llamado, de manera de dar al procedimiento mayor  cristalinidad y 
transparencia, y no solamente dejarlo librado al decreto reglamentario. 
Nosotros entendemos que incluirlo en la ley, y no solo en el decreto 
reglamentario, le daría mayor cristalinidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es de recibo la consulta reiterada, pero la Mesa aclara 
que las bancadas pueden presentar aditivos y sustitutivos a los artículos 
propuestos por el Poder Ejecutivo. Digo esto sin ánimo de discusión. Está bien 
que haga la consulta, y el ministro puede responderle. 


SEÑORA REPRESENTANTE LUSTEMBERG  (Cristina).- Queríamos 
preguntar al ministro al respecto. Sabemos que podemos seguir ese 
procedimiento. Muchas gracias por su ayuda, señor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solo lo aclaraba por la dinámica de la Comisión, dado 
que esa pregunta ha sido reiterada varias veces, a fin de que no se transforme 
en un debate más que en una consulta. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- La pregunta ya fue respondida. El 
tema queda a consideración de los señores legisladores; lo dejo en esa área. 


Con respecto a la siguiente pregunta de la diputada Lustemberg, relativa 
a los $ 20.400.000, voy a ceder la palabra a la contadora Figueroa. 


SEÑORA FIGUEROA (Daniela).- En el artículo 370 se establece la 
reasignación de los créditos presupuestales. Tomamos los créditos de la 
unidad ejecutora Digesa y los traspasamos a la nueva unidad ejecutora que 
comenzaría a regir a partir del 1? de enero, si se esto aprueba. 


Para el año 2021 se reasignaría un crédito de $ 20.630.315, y en los 
años subsiguientes -como se observa en el cuadro- hay una baja en la 
reasignación. Esto es así debido a que para el año 2021 se prevé que mientras 
se realizan los llamados vamos a continuar con el convenio con la Facultad de 
Química y Fundaciba, que es la gente que hoy en día está colaborando en la 
dirección de fiscalización. Por lo tanto, mientras se hacen los llamados vamos a 
continuar con ese gasto; además, ese convenio estará vigente hasta el año 
2021. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Voy a pasar a las preguntas que 
hizo la diputada Lucía Etcheverry, referidas a la Digefi, a la reasignación de 
recursos y a la unidad ejecutora de la que surgen los $ 63.485.000, así como al 
cuadro de las asignaciones 2021, 2022, 2023 y 2024, sobre el que se acaba de 
responder. Si me permiten, la contadora Figueroa va a responder la pregunta 
sobre la Digefi. 


SEÑORA FIGUEROA (Daniela).- En el artículo 379 se establece la 
reasignación de créditos dentro del Grupo O por la cantidad de $ 63.485.419. 
La consulta es de qué unidades ejecutoras se trata. Son varias: la Digese, la 
Digesa y la Digecor, pero muy especialmente de la Digesa. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- En cuanto a las preguntas de la 
diputada Etcheverry sobre la Junasa, los análisis de los prestadores que se 
realizan actualmente, las proyecciones que realizó la Federación de 
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Funcionarios de Salud Pública y la cantidad de personas que presuntamente 
han pasado a ASSE, que según un informe público se sitúa en 79.000. Con 
respecto a cómo se ve desde la Junasa el monitoreo de esta situación, la libre 
movilidad y el mercado de trabajo va a dar respuesta el doctor Luis González 
Machado. 


SEÑOR GONZÁLEZ MACHADO (Luis).- Compartimos la preocupación de la 
diputada por la situación de las instituciones de salud, por los prestadores. 


Una de las cuestiones que nos preocupa y que esta ley de presupuesto 
pretende corregir es que la normativa que actualmente permite a la Junta 
Nacional de Salud introducir elementos correctivos cuando hay desvíos de las 
instituciones habilita actuar en situaciones extremas, cuando ya se han 
concretado desequilibrios. Lo que se busca, a través del monitoreo que ya 
comenzó a hacerse -como decíamos, se ha realizado en más de un 40 %-, es ir 
detectando tempranamente esos desvíos. También estamos preocupados por 
la posible pérdida de cobertura de los usuarios ante la situación generada por 
la pandemia. 


Acá hay un hecho: la Junta Nacional de Salud solicitó al ministro -y este 
accedió y lo promovió ante el Poder Ejecutivo, lo que permitió la aprobación de 
un hecho inédito- la extensión de la cobertura Fonasa a los trabajadores por un 
período de tres meses, lo que está transcurriendo en estos momentos; 
inclusive, se visualiza la posibilidad de prorrogarlo. El primer destinatario de 
esto es el usuario al ver asegurada la continuidad de la cobertura hasta que 
resuelva su situación laboral. 


En segundo lugar, la propia capacidad laboral de los trabajadores de la 
salud para evitar la generación de mayor desempleo provocado por este hecho 
en cadena y, en tercer término, la salud de las instituciones. 


En cuanto a la libre movilidad podemos decir que estamos trabajando 
activamente. En este momento hay una comisión específica, constituida en el 
ámbito de la Junasa, presidida por el presidente del Banco de Previsión Social, 
que está estudiando mecanismos. Somos muy auspiciosos en el sentido de 
que, a corto plazo, podría arribarse a un acuerdo entre los miembros de la 
Junta Nacional de Salud y los prestadores para generar una opción que 
contemple la posibilidad de la movilidad, teniendo en cuenta la estabilidad de 
las instituciones y preservando el derecho de los usuarios a elegir su prestador. 
Probablemente, esto ya estaría operativo en los primeros meses del año 
próximo. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- En relación a las expresiones de 
deseo del doctor González Machado, quiero decir que el tema está a estudio. 
Está en proceso; no está definido. 


En relación a las consultas del señor diputado Viviano sobre la agencia 
de la LUC, y si se había hecho un mayor proceso de discusión, le cedo la 
palabra al señor subsecretario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE SALUD PÚBLICA.- En el Ministerio de Salud 
Pública se realizó un proceso de consulta a organizaciones y a representantes 
que tengan injerencia o vinculación con todo el tema de la Agencia de 
Evaluación. 
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Como bien decía la doctora Jiménez, se consultó a la universidad 
pública y a la privada, al Poder Judicial, a las organizaciones de gremiales, a la 
Asociación de Química y Farmacia del Uruguay, al Fondo Nacional de 
Recursos, al Consultorio Jurídico de la Facultad de Derecho, a las gremiales 
médicas, al Sindicato Médico del Uruguay y a FEMI y, en definitiva, tratamos de 
elaborar un proyecto que es muy distinto al que fue presentado en la ley de 
urgente consideración. 


Obviamente, este proceso de discusión tenía una fecha final, que era la 
presentación del presupuesto, porque el Poder Legislativo nos encomendó que 
tenía que haber una agencia de evaluación. 


La idea es que este proceso continúe durante el tratamiento del 
presupuesto y, eventualmente, será la agencia final que salga con la 
aprobación del proyecto, pero dentro del Ministerio de Salud Pública se hicieron 
las consideraciones y estudios y se arribó al proyecto que hoy estamos 
poniendo a consideración de los señores diputados. 


SEÑORA REPRESENTANTE ETCHEVERRY LIMA (Lucía).-En relación a lo 
que recién informaba el doctor González Machado, en un momento planteó su 
preocupación por la cobertura. En realidad, la cobertura de los que pierdan el 
empleo pasaría a corresponder a ASSE. 


Por otro lado, quisiera saber si la extensión del seguro no había sido 
cubierta por el Fondo Covid. 


Asimismo, no sé si hay margen como para profundizar un poquito 
respecto de cómo se va a trabajar o cómo se está planteando esta posibilidad 
de sostener la libre movilidad sin generar dificultades a los prestadores 
privados, porque no me quedó claro. Tal vez, como se dijo, haya sido una 
expresión y se esté trabajando en eso, pero lo digo para que no se me pierda. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- No creo que se le pierda nada; por 
el contrario. 


Lo que tenemos que ver es el bosque y no el árbol. No vamos a entrar 
en una discusión de detalles, cuando lo que tenemos que ver es la situación en 
la que está el mundo. 


Con la estructura previa que se tenía, que viene desde la creación del 
Sistema Nacional Integrado de Salud y desde mucho antes, desde el siglo XIX, 
con la creación de la Asociación Española, del Círculo Católico, del Círculo 
Napolitano de curso mutuo, de la Asociación de Empleados Civiles de la 
Nación, de la ya fundida Mutualista Israelita del Uruguay, del Sanatorio España 
Mutualista, de la Mutualista Uruguay-España y de una cantidad de mutualistas 
que existieron previamente, surgió este sistema nacional que tuvo la bondad de 
integrarlas y generar una forma de financiación que antes era paga al bolsillo y 
que después pasó a ser una resta de los ingresos salariales, porque tampoco 
es que sea gratis. 


Es bueno reconocer que también el Uruguay se caracterizó, desde 
siempre, por un estado de bienestar, que se remonta a antes del batllismo. Fue 
una especie de welfare state gaucho. Eso estuvo siempre. Acá no hay blancos, 
frenteamplistas, colorados, cabildantes ni nadie que piense que el estado de 
bienestar no debe estar. 
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Esta ley tuvo la virtud de ordenar el sistema y de hacerlo sistémico y, a 
su vez -¿por qué no decirlo?- de crearlo con alguna deficiencia, como fue que 
se crearon las cápitas y luego no se dio la financiación a las mutualistas. 
Entonces, es el huevo o la gallina, porque parte de la desfinanciación del 
sistema -no quiero entrar en polémica, porque estamos en el presupuesto- fue 
porque las cápitas fueron progresivas para los mayores de 20 %, 40 %, 60 %, 
80% y 100 % para llegar al 100 % de la cápita. Eso generó una bolsa de 
desfinanciación en el mutualismo que se fue arrastrando penosamente hasta el 
presente. 


No obstante ello, eso significa que hay empresas que gestionaron mejor 
y otras peor, pero, sin lugar a dudas, eso depende de las habilidades de los 
directores y de los gerentes. 


Volvamos al tema que nos convoca, que es esta circunstancia particular 
de estado de pandemia del mundo, con la excepción de Uruguay, por el 
momento, porque tenemos una gran movilidad debido a los actos políticos. 
Digo esto no para culpar a los actos políticos ni a las elecciones; ya está 
marchando, pero es necesario que la totalidad del esquema político del cual me 
siento parte -al igual que todos quienes estamos aquí-, en defensa de las 
libertades de expresión, de votación y de reunión, coincidamos en que entre 
todos nos concedimos este lujo de venir a votar en un momento que no era el 
mejor desde el punto de vista epidemiológico, con una Argentina incendiada 
con quinientos ochenta mil casos y con un Brasil incendiado con cinco millones 
de casos. Nosotros la estamos parando con el pecho. 


Recordemos que Uruguay, junto a Paraguay y Costa Rica eran los 
países que estaban mejor caracterizados hasta hace un mes. Se les dio vuelta 
la taba de un día para el otro en Paraguay y en Costa Rica y la situación es 
muy complicada. Entonces, tenemos un verdadero desafío colectivo de todas 
las fuerzas políticas que hoy están aquí representadas de hacer lo mejor 
posible en los actos que quedan por delante, de utilizar tapabocas en el 
momento de confeccionar las listas, de que en los locales estén con tapabocas, 
de que los usen en el momento de ir a votar y en los lugares de votación y de 
que haya distanciamiento físico. Inclusive, pedimos a la Corte Electoral que 
hubiera un auxiliar que marcara la distancia en la fila. Asimismo, habrá 
dispensación gratis de tapabocas en todo lo que se pueda -la Corte Electoral 
ha comprado unos cuantos- a los efectos de que, en definitiva, todo eso 
minimice el impacto que va a existir, porque tenemos que saber que aquí va a 
haber un impacto. No podemos mirar para el costado y decir que no pasará 
nada. Va a pasar algo. No sé cuantificarlo, pero algo va a pasar. 


Entonces, si nosotros nos protegemos mejor, vamos a estar mejor. 
Vuelvo al tema para decir que en este contexto de la pandemia lo que 
procuramos es darle una cierta estabilidad, no por no traspasar los pacientes a 
ASSE, sino porque entendemos que las instituciones de asistencia médica 
profesionales sin fines de lucro tienen un valor agregado, que es la 
infraestructura ya armada, que son los gastos fijos que ya tienen, que es el 
personal especializado que ya tienen y que darle continuidad laboral a esa 
gente, en el contexto de la pandemia, es de singular importancia. Es por eso 
que pedimos que se prorrogara. 
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No es que no podamos atender en ASSE, pero no queremos generarle 
dificultades a ASSE, que bastante se fortaleció con las donaciones de 
respiradores, de camas y CTI armados. Fuimos a casi todo el interior y lo 
vamos a seguir recorriendo, y estuvimos viendo los CTI comunes y los 
especializados para covid-19, que están totalmente libres y a disposición de 
que caiga alguien -esperemos que no-, o sea que están puestos y armados. 
Tuvimos el gusto de recorrer los de ASSE y los de los prestadores privados y 
es un lujo la infraestructura que tiene el país instalada y el esfuerzo que han 
hecho todos los prestadores públicos y privados para estar a la altura. 


Entonces, en este momento y en estas condiciones es que decimos que 
ese traspaso no sería ideal y que lo mejor sería la permanencia de ese 
personal especializado, altamente capacitado, dentro de su institución y hacer 
todo lo posible para mantener la guardia alta en esta pandemia, que va para 
largo, que no sabemos cuándo va a terminar, que no sabemos cuándo va a 
estar la vacuna, la cual no sabemos si es segura, si es eficaz ni qué costo 
tiene. 


En ese sentido, quiero decir que estamos muy alertas a este tema y 
luego, porque se preguntó, voy a hacer mención a las vacunas, subsidios y 
subvenciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el diputado Gallo. 


SEÑOR REPRESENTANTE GALLO CANTERA (Luis).- Simplemente, quería 
rectificar algunas cosas. 


Estoy absolutamente de acuerdo con prácticamente todos los conceptos 
vertidos últimamente sobre el tema de la pandemia. Creo que el Ministerio y el 
gobierno se han manejado muy bien. 


También es bueno reconocer cuando las cosas se hacen bien y estamos 
ante un ministro que ha dicho que se encontró con un Ministerio y con Sistema 
Nacional Integrado de Salud potente, con el cual pudimos enfrentar la 
situación; esto no vino del cielo. Entonces, también hay que reconocer cuando 
se dicen estas cosas. 


También es verdad que algunas instituciones durante los últimos diez 
años estuvieron más o menos inestables, tal vez por deficiencia nuestra de no 
poner la lupa y ver bien, pero también por malas administraciones que tuvieron 
las Instituciones de Asistencia Médica Colectiva que mientras tenían 
dificultades hacían monumentos de mármol, por ejemplo, con plata del Fonasa. 
Me parece bueno la manera como que se están gestando en el presupuesto 
algunos artículos que hacen a la transparencia y a la fiscalización. Eso me 
parece bien. 


No quiero dejar de decir una cosa, porque es personal. Me refiero a la 
Comisión Honoraria Para la Lucha Antituberculosa. Señor ministro: hay que 
ponerle mucha atención a esta enfermedad. Estamos hablando mucho del 
covid-19, mucho de otras enfermedades y, en el mundo, la tuberculosis viene 
creciendo en forma exponencial. Es más: en el periodo pasado el 70% de los 
legisladores uruguayos, senadores y diputados, pensaban que la tuberculosis 
estaba erradicada de este país, y la realidad es que por tuberculosis se muere 
una persona cada tres días en el Uruguay: mil personas por año. Es un tema 
que con el doctor Asqueta hemos conversado mucho y estoy seguro de la 
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sensibilidad del ministro, especialmente en tratar el tema de la tuberculosis, 
dotar los recursos necesarios, porque no veo el aumento de recursos -y 
termino con esto- y, fundamentalmente a la tuberculosis infantil, que es un 
problema que tiene el mundo en el diagnóstico a edades tempranas de esta 
enfermedad. 


Me gustaría saber la opinión del ministro sobre esta enfermedad y 
pedirle que no se olvide de ella, porque es muy importante para nosotros. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Con referencia al tema del bacilo 
de Koch, estuvimos cuatro veces con la CHLAEP. Acá tengo todos los números 
y los elementos; he hecho un seguimiento e hice un planteo de inversión, que 
fracasó parcialmente. Pero como somos un poco tozudos estamos tratando de 
hacer algo mediante algún mecanismo de donación, eventualmente, a fin de 
llegar al diagnóstico por biología molecular y dejar el cultivo de lado. Esto lo 
hemos estado hablando con la nueva directora técnica de la Comisión. 


Destaco que hemos tenido una especial preocupación por el BK, porque 
cuando se generó el brote de covid-19 y cuando tuvimos que llevar a personas 
en situación de calle a determinamos lugares y recogerlos, el mismo día que 
los estábamos llevando nos percatamos de que podía haber alguno que tuviera 
BK. Entonces, salvaguardando la identidad pedimos a la Comisión Honoraria 
un listado de aquellas personas que estaban recibiendo tratamiento del 
cuádruple plan de tuberculosis y de seguimiento. Le pedimos que nos hiciera 
llegar la lista y la cruzamos con los datos del Mides, con su ministro, y 
rápidamente detectamos todos los que estaban en distintos lugares, los 
agrupamos en un solo lugar y les hicimos llegar la medicación a todos ellos. 


Así que lejos de dejar de ser una preocupación nos ocupamos 
especialmente de que no contaminaran al resto, de que estuvieran bajo 
cuidado y que recibieran la medicación. Ahora, sin lugar a dudas, vamos a dar 
pasos más adelante con la biología molecular y los cultivos, que son 
antediluvianos y la resistencia a algunos tipos de tratamiento, que es un tema 
que se está dando ahora. 


Por eso es importante comentar que estamos integrando, en este 
momento el Ministerio de Salud Pública, el Ministerio de Medio Ambiente y el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, un nuevo centro de 
investigaciones de vigilancia epidemiológica moderno, con sede en el Instituto 
Pasteur. Con gusto lo integramos por considerar que la salud es un todo, un 
todo de salud animal, ambiental y humana, y no solamente una fracción de eso. 


Por supuesto que el BK es una enfermedad prevalente. Tenemos datos 
de que ya había aumentado en el año 2019 la prevalencia en la población. 
También sabemos que eso está vinculado a los sectores más vulnerables: a las 
personas privadas de libertad, a las personas que tienen algún tipo de 
patología que deprime su sistema inmune y a las personas que tienen 
carencias alimenticias. O sea que es una enfermedad vinculada, de alguna 
manera, a la pobreza, a la enfermedad preexistente y a situaciones sociales. 
Quiere decir que estamos muy atentos a eso. 


Aprovecho para decir que todas las actividades de la salud, hoy por hoy, 
están todas abiertas, como usted sabe y la doctora Lustemberg también: están 
todas abiertas. Nosotros estamos recorriendo todo el país. Cuando vamos al 
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interior, vamos a trabajar y visitamos a los prestadores, al Cecoed, al hospital, 
a la Dirección Departamental de Salud para recoger una impresión personal, a 
ver las instalaciones, las necesidades y cómo se está trabajando. En ese 
sentido, hay que reafirmar que todo el sistema de salud está trabajando 
normalmente; no hay actividades restrictivas. Hace dos semanas, a nuestra 
solicitud, visitamos la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría 
del Pueblo porque ellos tenían algunas preocupaciones, que fueron 
solucionadas; me refiero a la asistencia en partos, a la asistencia en 
ecografías, y demás. 


Quedamos en coordinar líneas de acción en forma preventiva, y en tratar 
otros temas de interés para que no se estuviera vulnerando derechos por los 
temas de la pandemia. 


O sea, se ha trabajado mucho en ese sentido. Este ha sido un Ministerio 
muy abierto a trabajar con todos los actores. 


El BK no es una enfermedad menor, la tuberculosis es una enfermedad 
prevalente. 


A su vez, debo decir que todos los servicios están abiertos. Pasadas las 
elecciones, evaluado el impacto que tendrá todo y sabiendo que después 
tendremos nuevos desafíos -por ejemplo, el 31 de diciembre o las vacaciones:, 
tendremos que ir paso a paso, seguros, evitando las actividades más 
riesgosas. 


Recuerden que a mí me criticaron porque salir a la rambla era todo un 
fabuloso problema, pero después fue lo primero que se recomendó en los 
países del primer mundo, es decir, hacer ejercicios y caminar al aire libre; no se 
puede correr la 10K de Nike, con diez mil personas, pero sí caminar por la 
rambla o por un parque, pues es una actividad saludable. 


Hicimos hincapié en el cuidado de la salud mental y para eso se habilitó 
una línea 0800, gratis, para la atención psicológica, que ha recibido miles de 
miles de llamadas. Se ha atendido la pandemia psicológica; afortunadamente 
no hemos tenido incrementos de suicidios, pero no quiere decir que eso no 
genere otros problemas. 


Por convicción de asistencia en el centro, estamos muy atentos para que 
se recupere la normalidad asistencial. Este es el paso siguiente sobre el que 
estamos trabajando con la Junasa, la Digesa y la Digecor a efectos de volver a 
esa consulta rutinaria y normal, dentro de los parámetros de distanciamiento 
físico social y con el uso de las mascarillas. 


Por eso es que estamos trabajando para hacer el testeado serológico a 
los trabajadores de la salud, sobre todo en las áreas más críticas; ya hemos 
definido cuáles serían los puntos críticos para valorar el testeado serológico, 
saber quién está seguro y quién lo tuvo y, a su vez, para ver el estado de 
prevalencia en esa población objetivo y dar más seguridades. 


Y por eso también hemos hecho una catarata de decretos y ordenanzas 
-ha sido muy proactivo el ministerio-, y hasta el momento la situación no se ha 
disparado. Como se dice, hay que estar siempre alerta porque todos nos 
hemos dado cuenta de que cada vez que hay un afloje, surge algún que otro 


47 


brote. Afortunadamente, hasta el día de hoy, todavía son formatos de brotes 
intrafamiliares. 


A veces uno se ofusca un poco porque se ven aglomeraciones y se junta 
gente. Tengo fotos de gente de todos los partidos con y sin tapabocas; no voy 
a ir a por eso, pero es una exhortación, nada más. No es una limitación, se 
trata de una exhortación a cuidarnos entre todos. 


Reitero que el BK, la tuberculosis, es una enfermedad importante, 
prevalente, y que este ministro se ha reunido cuatro veces con la Comisión 
Honoraria y ha solicitado numerosos informes sobre la cantidad del personal. 


La Comisión Honoraria de Lucha Antituberculosa y Enfermedades 
Prevalentes ha tenido un rol fundamental -esto también hay que decirlo- en 
todo el tema de la pandemia cuando, en forma histórica, salió a inmunizar 
estratificadamente por grupos de riesgo. Es decir, primero inmunizó a quienes 
tenían más riesgos: personal de la salud, personas privadas de libertad, 
personas mayores de setenta y cinco años de edad; luego a los mayores de 
sesenta y cinco años, y finalmente a los mayores de cincuenta y cinco años. 


Esto significó una logística y una forma de proceder diferente. De 
seiscientas mil dosis de vacunas pasamos a dar un millón de dosis. Este es un 
éxito rotundo, como rotunda fue la respuesta de la gente y de la Comisión 
Honoraria de Lucha Antituberculosa y Enfermedades Prevalentes, que se puso 
al hombro todo esto. Es importante destacar esto. 


¡Vaya si será ¡importante la Comisión Honoraria de Lucha 
Antituberculosa y Enfermedades Prevalentes! 


Reitero que hemos estado con su directiva, con su directora técnica, y 
con el contador que lleva las finanzas para saber cómo y de qué forman se 
usan los recursos, que son ingentes. Estamos muy alertas en este tema y con 
la compra de medicamentos; ya firmamos varias compras de medicamentos 
que hacen al tratamiento y seguimiento. 


Como el señor diputado sabe, la propia Comisión Honoraria de Lucha 
Antituberculosa y Enfermedades Prevalentes hace el seguimiento de los 
pacientes, y también hace el seguimiento del hilo epidemiológico, como lo hace 
la Chola. 


(Interrupción del señor representante Gallo Cantera.- Respuesta del 
orador) 


——SÍ le estamos dando importancia a este tema. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Discúlpeme, señor ministro. 


Lo que pasó recién no fue una correcaminata, sino la delegación del 

INAU. Estamos con problemas con el horario. Lo aclaro a los diputados de la 
Comisión. 
SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- El señor diputado Gallo, después 
del señor diputado Viviano, preguntó sobre la tecnología de alto porte, la 
cadena de acciones y demás, y la regulación. Me gustaría que el doctor 
Asqueta responda sobre la tecnología de alto porte, el rol regulador, sobre 
cómo sigue siendo la Digesa y su rol de rectoría en el marco de este diseño 
presupuestal. 
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SEÑORA REPRESENTANTE GALÁN (Lilián).- Ya que va a responder el 
doctor Asqueta, quiero recordar lo que pregunté sobre los funcionarios. 


Se habló de los funcionarios indispensables y esenciales que trabajaban 
hasta dieciocho horas. Yo pregunté si no era más importante llenar esas 
vacantes antes que pensar en una nueva dirección general. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- ¡De ninguna manera vamos a bajar 
la Dirección General de Fiscalización! Y explico el porqué: ¡porque no se 
estaba fiscalizando nada! Se estaban fiscalizando las colillas de cigarrillos, y 
poca cosa más. 


Por eso en el diagnóstico de situación se determinó que al momento de 
nuestra asunción habían quedado para atrás cuatrocientas setenta 
inspecciones. 


Entonces, frente a este diagnóstico de situación nos obligamos a reciclar 
y educar a esos funcionarios para ser incorporados como presupuestados. 
Pero más allá de esto, ellos estaban en una situación precaria y nosotros los 
vamos a presupuestar pero antes, reitero, los vamos a reciclar para que hagan 
las tareas específicas que deban realizar porque tienen idoneidad y 
competencia. 


Además, vamos a fiscalizar una cantidad de actividades más, porque es 
absolutamente imprescindible hacerlo. 


A su vez, cuando vimos que era muy importante el hilo epidemiológico, 
lo captamos en forma inmediata, y que a seis meses del comienzo de la 
pandemia hay países que están diciendo que hay que seguir el hilo 
epidemiológico, a través del subsecretario Satdjian le pedimos a la ministra 
Arbeleche un refuerzo presupuestal para añadir gente a la vigilancia 
epidemiológica. En tal sentido, incluimos a cincuenta personas en 
epidemiología. 


Entonces, cuando la señora diputada me pregunta si estamos dedicando 
recursos, yo le digo: ¡Vaya si estamos dedicando recursos! Lógicamente, no 
serán presupuestados porque tiene que ser gente acorde con la evolución de la 
pandemia. 


Nosotros hicimos todo un despliegue y dijimos que íbamos a reforzar 
con diez personas en Montevideo, doce en Canelones, doce en Maldonado, 
por la cantidad de gente; dos en cada departamento fronterizo -Rocha, Treinta 
y Tres, Cerro Largo, Rivera y Artigas-, uno en cada departamento del litoral 
-Salto, Paysandú, Río Negro, Soriano, Colonia y San José- y dejamos por 
definir el centro -Tacuarembó, Flores, Florida y Durazno- porque teníamos muy 
pocos casos acumulados, aunque en algún momento fue de cero caso en 
aquellos departamentos. 


Excepto cuatro departamentos, todos los demás tienen refuerzos. 


Esta misma semana hablamos con la directora de Epidemiología, ex 
directora de la Salud, doctora Raquel Rosa, y le dije: "Raquel, tenemos las 
elecciones; terminame de reforzar los cincuenta cupos porque esta semana 
comienzan su instrucción para ver la repercusión pos eleccionaria y las 
repercusiones eventuales". Dios quiera que no ocurra nada, que es lo que 
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todos deseamos; todos, como buenos uruguayos, deseamos que no pase 
nada. 


Reitero que hemos reforzado y que los cargos que nos quedaban por 
llenar, doce, los completamos esta semana; son a término por tres meses, 
renovables, en virtud de la situación epidemiológica. 


Esto significó una erogación del Fondo Solidario covid-19 de 
$ 10.000.000, por tres meses, para cincuenta personas. Algunos los habíamos 
guardado porque dijimos: "Retaceamos un poquito y aguardamos". Y la 
largamos ahora. Cuando sea el momento de volver a pedir, volveremos a pedir 
de acuerdo a esta situación. Hemos tenido apoyo y sensibilidad de parte del 
Ministerio de Economía y Finanzas para tratar este tema. Es importante saber 
que ninguna de las cooperativas queda fuera del sistema; por el contrario, 
quedan presupuestadas y en mejor situación, no precaria. Es bueno saber que 
no vamos a ceder un tranco de pollo en lo que tiene que ver con la 
fiscalización, porque no se fiscalizaban las farmacias ni la industria; se 
fiscalizaba poco a las mutualistas o se fiscalizaban números. Nosotros hicimos 
fiscalización real, ín situ, con inspectores. Por el covid-19 fuimos mutualista por 
mutualista. En Montevideo no quedó mutualista ni hospital sin recorrer, y todas 
las direcciones departamentales hicieron lo suyo con una planilla de chequeado 
de cumplimiento de las normas. Se hicieron correctivos; a los que estaban mal, 
se los llamó para que concurrieran al Ministerio para persuadirlos de seguir por 
el buen camino de las normas ya establecidas. Hubo una corrección de esas 
actitudes y una mejora en las respuestas de la Dirección General de 
Fiscalización. Tuvimos que reconvertir a esta gente para que fiscalizara otras 
cosas: si usaban tapabocas o no, cuánta gente había, si estaban bloqueados 
los asientos o no, la agenda, la cantidad de pacientes por hora, las dotaciones. 
Los tuvimos que reformatear en virtud de la capacidad de flexibilización que 
debe tener este Ministerio para una situación distinta. Si hemos salido adelante, 
es porque hemos reaccionado frente a problemas diferentes con soluciones 
diferentes, y porque hemos tenido un sistema político unido, que no se saca los 
tajos como en otros países, para un lado y para el otro, aprovechando la 
pandemia según les venga bien. Si nos ha ido bien es porque hemos tenido 
una ciudadanía responsable que ha acompañado a todo el sistema. No nos ha 
ido bien por casualidad, sino por las condiciones preexistentes, por la rapidez 
de reflejos, por la integración de la academia, por el buen nivel de saneamiento 
y de agua potable -que viene del tiempo en que los británicos hicieron la OSE, 
que después expropiamos por la carne-, por el Sistema Nacional Integrado de 
Salud, por la telemedicina y la educación a distancia, por las condiciones 
informáticas y el Plan Ceibal. Nos ha ido bien porque nos tuvimos que esforzar 
en que nos fuera bien; tomamos medidas adecuadas y en tiempo y forma nos 
fuimos adaptando, y con lo que teníamos dimos pelea. Si teníamos que pelear 
con perros cimarrones, peleábamos con perros cimarrones. Nos fuimos 
adaptando, y esa es la capacidad de reacción que tuvo todo el pueblo 
uruguayo, no exclusivamente un Ministerio de Salud Pública ni un grupo 
excelente de expertos, que sigue colaborando. La respuesta ín totum fue 
buena. 


SEÑORA REPRESENTANTE ETCHEVERRY LIMA (Lucía).- Entendí que 
había un acuerdo en el método de trabajo con respecto a las valoraciones 
políticas, que serán puestas en el debate a la hora de la votación en la 
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Comisión -como se hizo con la ley de urgente consideración- y después en el 
plenario. El señor ministro hace unos cuantos minutos viene haciendo 
valoraciones de carácter político, algunas compartibles y otras por supuesto 
que no. No las voy a contestar pero quiero dejar la constancia. Está bien, es su 
carácter, pero me parece importante dejarlo dicho. 


Hay algunas cosas que son compartibles. El señor ministro habló de la 
coordinación y me parece muy bueno, porque va a constar en la versión 
taquigráfica, que vaya si es importante -para la gente que hace trabajo social 
es un verdadero instrumento de poder-, y se refirió a la complementación del 
sector público y privado para la sostenibilidad de la calidad de atención, pero 
también a los pequeños prestadores privados del interior. Más allá de otras 
cosas que tendremos que valorar al momento de la votación, lo que el señor 
ministro ha dicho en nombre del Ministerio de Salud Pública es muy importante 
y va a servir, porque a veces se hacen reclamos. En virtud de eso, me parece 
importante subrayar que a lo largo de la intervención del señor ministro y de las 
presentaciones de las demás autoridades se habló, por lo menos diecinueve 
veces, de lo integral, de lo integrado, de la necesidad de articular. Esos 
términos los podrán verificar después, pero quiero preguntar en ese marco y, 
sobre todo en virtud de la jerarquización que se le va a dar al sector público, si 
consideran que el mensaje presupuestal está efectivamente alineado con la 
ejecución de las políticas, los objetivos y las metas que aquí se han planteado. 


Por otro lado, se verifica que hay recursos económicos muy importantes 
y competencias que antes tenía la Dirección General de Salud que pasan a la 
Dirección General de Fiscalización. Nos sigue quedando la incertidumbre de 
cuánto se jerarquiza o va a aumentar competencias en la medida en que pierde 
recursos humanos y presupuestales. 


SEÑORA REPRESENTANTE GALÁN (Lilián).- El Decreto N* 90/2020 
establece el recorte de las vacantes para los Incisos 12 al 15, y recién se 
mencionaba a funcionarios que trabajan hasta dieciocho horas. Esa es mi 
primera inquietud. 


Sumo a esta preocupación lo relativo a las licencias médicas, porque un 
artículo del presupuesto dice que los funcionarios públicos hasta el tercer día 
de enfermedad van a cobrar $ 0 y recién al tercer día empezarían a percibir un 
porcentaje de su sueldo. Esto nos preocupa por la afectación de derechos a la 
carrera funcional y a los funcionarios, y porque no se empareja hacia arriba. 


(Interrupciones) 


——También me preocupa lo que mencionó el señor ministro sobre los 
funcionarios que, por no perder días de trabajo, concurren enfermos, ya que 
estamos en medio de una situación muy especial que, según sus propias 
palabras, va para largo. Quiero saber cómo afectaría al Ministerio este artículo 
del presupuesto nacional. 


SEÑOR ASQUETA (Miguel).- Si se me permite, voy a unificar las inquietudes 
de las señoras diputadas Etcheverry y Galán. Eso ya casi fue dicho, así que 
solamente se trata de clarificar. No voy a hablar de lo último que dijo la señora 
diputada Galán, porque no refiere a mi Inciso; veamos qué apreciación hace el 
señor ministro. Al Inciso 12 no corresponde lo que mencionó sobre 
certificaciones médicas, así que yo no lo voy a mencionar. 
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Las competencias de la Digesa no aumentan ni disminuyen; se crea la 
Dirección General de Fiscalización. Hoy, en la División Fiscalización, hay 
veintitrés funcionarios. Cuando hace muchos años, por medio de un decreto, se 
creó esta división, había más de sesenta. Lo que dijimos fue que ese número 
ha ido decreciendo por diferentes motivos, y que no se le ha dado el rol que 
debió haber tenido la fiscalización. Yo enumeré una serie de tareas que hoy no 
cumple bien el Ministerio de Salud Pública. Esa es la razón por la cual estamos 
creando la Dirección General de Fiscalización. Estamos rejerarquizando esta 
sección, pasando de división a dirección general una repartición muy 
importante en la vida de todos los uruguayos. 


Hoy, enumeramos los atrasos importantes que existen en habilitaciones 
e inspecciones que se deben realizar por diferentes motivos. Durante la 
pandemia quedó en evidencia la necesidad de que el Ministerio de Salud 
Pública tenga un rol fiscalizador, además de las competencias en este sentido 
que ya tienen el Ministerio del Interior, las intendencias departamentales, el 
INAU y demás organismos. 


Por lo tanto, este es el rol -que ya se explicó- que va a tener una 
Dirección General de Fiscalización. Debemos tener en cuenta que va a cumplir 
una función que es indelegable y que debe cumplir el Estado, particularmente, 
el Ministerio de Salud Pública. 


Como bien explicó la contadora Figueroa, la Dirección General de 
Fiscalización va a cubrir sus necesidades con créditos que provienen de otras 
unidades ejecutoras del Inciso, lo que no lo debilita; creo que fue 
meridianamente clara su explicación en este sentido. 


En segundo lugar, me voy a referir a la Agencia de Evaluación, 
Regulación y Vigilancia de Tecnologías Sanitarias. 


Esta Agencia va a cumplir un rol que no es imprescindible que lo 
desempeñe un ministerio de salud; puede cumplir o no las tareas de 
evaluación, calificaciones técnicas, que muy bien fueron explicadas tanto por la 
doctora Jiménez como por las demás autoridades que se han referido a este 
asunto. 


Hoy, el Ministerio tiene funcionarios que cumplen menos de lo que 
quisiéramos, en condiciones más deficientes o de una forma que no es acorde 
al mundo moderno. Como bien se dijo en esta Casa cuando concurrimos para 
analizar la LUC y en diferentes instancias mientras se pensaba y se diseñaba 
la creación de la Agencia, sería bueno que cumpliera su rol de la forma en la 
que se votó en esa norma. Ahora, eso se está profundizando y se le asigna una 
tarea que, repito, es delegable, como la evaluación. Esa tarea se va a cumplir 
sin detrimento de las funciones básicas que realiza la Dirección General de la 
Salud. Me refiero a las tareas de evaluación, de estudios técnicos y demás -es 
larguísima lista en este sentido; la doctora Jiménez solo enumeró algunas, pero 
se podrían hacer los encuentros que ustedes quisieran para analizar las tareas 
que realiza una agencia de evaluación- que, repito por tercera vez, no son roles 
fundamentales e indelegables del Estado. Esas tareas las puede cumplir una 
agencia. Lo que es fundamental e indelegable es el rol rector; ese sí lo va a 
seguir cumpliendo el Ministerio. Para ello, es necesario fortalecer a la Digesa, 
que hizo varias solicitudes; los directores generales siempre pedimos y 
pedimos. Específicamente, aquí se pide el llenado de veinticinco vacantes para 
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cumplir -esto tiene que ver con lo que se preguntaba- algunas funciones 
fundamentales, para cubrir algunos departamentos que están carentes de 
personal y para fortalecer algunos roles. Por ejemplo, vamos a tener que 
fortalecer el rol regulador. Nosotros no tenemos una evaluación de la normativa 
ni un compendio de la normativa sanitaria. Muchas veces, en esta Casa se 
discuten proyectos relacionados con esta área. Si el Ministerio de Salud 
Pública tuviera todo compendiado, actualizado y agiornado, el trámite sería 
mucho más fluido y sencillo. Nosotros damos una especial importancia a la 
interacción con esta Casa para poder agiornar toda la normativa sanitaria y 
hacerla acorde al siglo XXI. Esta es una de las razones por las cuales creemos 
que esto no se debilita, sino que se va a fortalecer con el ingreso de estas 
vacantes. 


Por otra parte, quiero poner énfasis en lo que dijo el ministro: nos parece 
raro que la División Fiscalización, que tuvo más de sesenta funcionarios, tenga 
veintitrés y que, por ejemplo, hubiera que contratar cooperativas. No sabemos 
muy bien por qué se hizo eso. Ahora: la experiencia fue excelente. Por ejemplo, 
la Cooperativa 21 de Octubre, que hoy trabaja y se dedicó exclusivamente a 
educar, informar, persuadir y, en caso de ser necesario, a elevar y sancionar 
según la normativa de control de tabaco, tiene una capacidad de instalada que 
sería muy bueno incorporar a la Dirección General de Fiscalización. Estamos 
hablando de dinero que hoy el Ministerio ya está invirtiendo en pagarle a esa 
cooperativa; o sea que no son nuevos dineros. 


Por otra parte, no se ha hablado una palabra sobre cooperación 
internacional. Nosotros queremos fortalecer esa área. En plena pandemia, ya 
establecimos canales de diálogo, por ejemplo, con la Agencia Uruguaya de 
Cooperación Internacional, AUCI, que no tenía conocimiento de algunos 
proyectos de cooperación internacional; es más: en nuestro despacho nos 
dijeron que no sabían por qué no se había profundizado su rol importantísimo 
de ser la agencia de cooperación internacional del Estado. En definitiva, 
tenemos proyectos antiguos, que están vigentes, y proyectos nuevos, que 
vamos a profundizar para fortalecer una cooperación beneficiosa para el 
Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito tanto a los diputados como a los integrantes 
de la delegación que sean escuetos en sus intervenciones porque estamos 
muy pasados de tiempo. De lo contrario, vamos a tener que dar por culminada 
esta parte de la sesión y van a quedar sin contestar muchas dudas, que 
deberán ser respondidas por escrito. 


SEÑORA REPRESENTANTE GALÁN (Lilián).- Entiendo que el artículo 28 del 
proyecto de presupuesto le compete al Ministerio de Salud Pública porque las 
licencias médicas hacen a todos los Incisos. Digo esto porque el doctor 
Asqueta manifestó que iba a ceder el uso de la palabra al señor ministro para 
que diera su opinión sobre este asunto porque no le competía a este Inciso. 


SEÑOR REPRESENTANTE RODRÍGUEZ (Conrado).- Quiero hacer una 
aclaración sobre la metodología de trabajo. 


La Comisión considera el articulado proyectado por cada uno de los 
Incisos. El artículo sobre el que preguntaba la señora diputada Galán tiene que 
ver con la Oficina Nacional del Servicio Civil y, en todo caso, con Presidencia 
de la República. 
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Me parece que sería conveniente que nos atuviéramos a lo que ha 
proyectado cada uno de los Incisos para poder dar la discusión con las 
autoridades de los artículos que ellos han presentado. 


SEÑORA REPRESENTANTE OLIVERA PESSANO (Ana María).- La verdad 
es que nunca había dialogado con las autoridades que nos visitan. Además, 
como no integro la Comisión de Salud Pública y Asistencia no conocía la 
vehemencia de esta delegación. Pero acá nadie se asusta de eso; no hay 
problema en ese sentido. 


(Diálogos.- Hilaridad) 


———Con el mayor de los respetos quiero señalar que en todos estos días hay 
muchas cosas que parece que no le competen a determinados organismos, 
pero que hacen a su tarea esencial. Yo creo que el tema que la diputada Galán 
planteó hace a la rectoría en los temas de salud que tiene este Ministerio. Por 
lo tanto, requerimos su opinión. Me parece que ese era el sentido de la 
pregunta que se formuló. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE SALUD PÚBLICA.- Con respecto al artículo 
consultado, debo decir que el Ministerio de Salud Pública lo va a estudiar. 
Tiene que ver con una decisión de la Oficina Nacional del Servicio Civil, en 
conjunto con el resto del Poder Ejecutivo, que alcanza a todos los Incisos. 


Sin ánimo de entrar en una discusión, digo a título personal que no 
podemos presuponer que una norma de este tipo determine que una persona 
va a concurrir a trabajar con síntomas o enferma. Esta norma rige en el sector 
privado desde hace mucho tiempo. Además, no es algo nuevo extender lo que 
rige en el sector privado, al público. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Yo creo que podemos desglosar 
este aspecto para tenerlo en cuenta. Esto es como El amor en los tiempos del 
cólera: si en el futuro se modifican las circunstancias actuales, todo volvería a 
punto cero. Esto puede ser como el Juego de la oca, donde se puede avanzar 
cuatro casilleros y, luego, retroceder dos: quizás haya que tener flexibilidad en 
tiempo de pandemia y, después, retomar lo que indique la Oficina Nacional del 
Servicio Civil. Diría que esta es una "opinada" -ni siquiera una opinión- sobre 
este asunto, porque yo soy novato en esto y no sé mucho. 


Por otra parte, el señor diputado Gallo consultó sobre la Agencia y el rol 
de rectoría. Hay que imaginar esto como un bucle: existe independencia en la 
Agencia y el Ministerio de Salud Pública no pierde sus elementos humanos de 
evaluación -no está previsto que así sea-, pero esto le va a dar mucho más 
agilidad a la Agencia. Esa es la idealización que se hace: que le va a dar 
mucha más velocidad a la toma de decisiones; y luego el Ministerio va a 
evaluar, a la luz del bucle de hacerle la consulta a la Agencia: "¿Usted qué 
opina en relación a la tecnología de alto porte para tal localidad? ¿Es necesario 
un angiógrafo o un resonador de alta resolución?", bueno, de acuerdo a los 
valores, a la población, a la población estimada que va a llegar, a la población 
objetivo, a la demografía y a los aspectos sociales, se considerará. Se evaluará 
en base a un preestudio y después a una validación por parte de la Agencia, 
que no será vinculante, pero se va a tener en cuenta, sin lugar a dudas, porque 
va a tener todos los elementos para hacerlo y en forma más ágil. O sea que lo 
que va a haber es un bucle de consulta. Lo mismo con los medicamentos de 
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alto precio. La Agencia tiene que evaluar en forma independiente y 
transparente, que es lo que importa; y luego nosotros le consultaremos a la 
Agencia, aunque no sea vinculante, si proporcionar tal o cual medicamento 
para extender la vida equis tiempo, en tales condiciones de calidad de vida, 
medido en QALY, es pertinente. Porque acá lo que importa es cuánto estamos 
usando de los dineros públicos para atender casos puntuales; nosotros 
tenemos que tener, virtuosamente, la visión de la salud pública; ¡yo con 
US$ 12.000.000 pago todas las vacunas y los anticonceptivos de todo el país, y 
a mí los juicios de alto costo me cuestan US$ 36.000.000! ¡Me duelen! Porque 
¿cuánto le prolongamos la vida a la gente? Y con simplemente la receta del 
médico, que es un cheque en blanco, se drenan millones que podrían ir a 
viviendas de gente que está en condiciones infrahumanas o lo que sea que 
digan los legisladores. Por eso está la Agencia, que tiene esa virtud: evalúa 
cuánto va a ser la sobrevida, con qué calidad y en qué condiciones, porque 
para estar en un hospital o en la casa totalmente postrado y sufriendo, capaz 
que de lo que hay que hablar es de cuidados paliativos y otras cosas, y de 
humanismo en la atención médica. Entonces, va por ahí la cosa. Y el Ministerio 
le hará la consulta que corresponda, a ver si esto vale realmente la pena o no 
lo vale. Entonces, ese va a ser el rol, y va a poder actuar como perito para que 
el juez no diga: "A mí no me interesa ningún argumento del Fondo Nacional de 
Recursos ni del Ministerio de Salud Pública, yo se lo voy a dar porque se lo 
tengo que dar". Por lo menos, va a haber alguien independiente, con una 
cabeza independiente, que no dependa de la Comisión Administradora ni de 
nadie, que diga: "Che, te vamos a aumentar cuarenta y cinco días la vida, y le 
va a costar al país US$ 250.000". 


SEÑOR REPRESENTANTE GALLO CANTERA (Luis E.).- ¿Usted está de 
acuerdo con eso? 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- ¡Obvio que estoy de acuerdo con 
eso! Y es por eso, en parte, que tiene que existir la Agencia, porque tiene que 
haber cantidad, calidad de vida, humanismo, eso tiene que haber cuando 
tengamos a la persona en el centro y cuando digamos que con los dineros 
públicos vamos a atender políticas públicas, para que cuando gastemos 
millones de dólares en vacunas, no estemos retaceando la vacuna por estar 
gastando por otro lado, lamentablemente, en extender un poco más la vida de 
alguien. ¡Que todos sabemos el valor que tiene la vida! A mí me ha tocado 
estar al borde de la muerte más de una vez y sé cómo uno se aferra a la vida 
cuando le toca la fea, pero también hay que ver cuál es la expectativa y cuál es 
la calidad, y en ese balance difícil que se hace entre el contrapeso del Poder 
Ejecutivo, el Poder Legislativo y el Poder Judicial, buscamos el punto medio 
para un mejor uso de esos recursos, y eso es lo que importa. 


(Diálogos) 


——La diputada Lucía Etcheverry preguntó sobre las vacunas. La vacuna 
contra el covid-19 por supuesto que está en una comisión de altísimo nivel, 
paralela, bicéfala, que después las vamos a juntar; una es del sector de 
Inmunizaciones, del Departamento de Epidemiología, donde estamos 
analizando absolutamente todas las alternativas: la GAVI, la OPS, la OMS, la 
de Oxford, la de Cambridge, cuáles son las bondades, por qué tipo se hace, si 
es una replicación de RNA mensajero, si es un adenovirus de mono o un 
adenovirus humano. Y hay que esperar; infelizmente, hay que esperar un 
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tiempo hasta que haya una vacuna que sea segura para los uruguayos, que no 
genere más daño del que pretendemos solucionar, que sea eficaz y que tenga 
un costo adecuado, porque acá volvemos al tema del lucro y de quién está 
atrás de diferentes intereses, lo que ahora no viene al caso. Pero con el "señor 
Digesa" -como le digo yo-, Epidemiología e Inmunizaciones vamos a analizar 
todas las alternativas que tenemos sobre la mesa sobre la vacuna. Por 
supuesto que esta vacuna no va a ser obligatoria -como nunca sucedió-, lo 
quiero decir acá. O sea, en primer lugar, tiene que ser una vacuna que sea 
segura, eficaz y accesible, y para definir eso nuestros científicos van a estar a 
la altura; el grupo GACH y nuestros asesores van a estar a la altura, van a 
asesorar bien, no va a ser una cuestión de remate de precios ni nos van a venir 
a apurar, tiene que ser algo seguro, porque si después terminamos generando 
efectos secundarios peores de los que estamos pretendiendo mejorar, va a ser 
un problema. 


Respecto a Subsidios y Subvenciones, la diputada preguntó qué pasó 
con el Cudim, por qué le sacaron $ 20.000.000. Porque yo estoy en la directiva 
del Cudim, como me sobra el tiempo, estoy en el Cudim. Entonces, ¿qué le 
dijimos al Cudim? Le dijimos: "Tienen que salir a vender", y el gerente salió a 
vender y le vendió $ 13.000.000 en resonancias al Maciel -al nuevo resonador, 
que es propiedad del Cudim-, a ASSE; le vendió $ 3.000.000 a Blue Cross en 
PET y $ 3.000.000 a MP, con lo cual se cubren los $ 20.000.000. Por lo tanto, 
tenemos mayor eficiencia, con la misma cantidad de gente y personal, con el 
mismo equipamiento y con la puesta a punto de un equipo que está parado: el 
nuevo director del Hospital Maciel heredó que todavía no se haya puesto en 
funcionamiento semejante resonador que tiene ese Hospital, al que le falta la 
jaula de Faraday, que es la parte de aislamiento, que se va a hacer en breve, 
como para que en 2021 tengamos ese resonador en el Maciel de primer nivel, 
cuyos estudios se van a interpretar en forma diferida, como es el teletrabajo 
actualmente, desde el Cudim, con el personal del Cudim y sin gastar un mango 
en eso. Y por eso se va a ahorrar una cantidad de plata. 


SEÑOR REPRESENTANTE OLMOS (Gustavo).- Quiero volver al tema del 
alto precio, porque la contadora Figueroa dijo que las cifras incluidas en el 
Presupuesto no reflejan la estimación, pero que hay un compromiso del 
Ministerio de Economía y Finanzas de cubrir los costos que hubiera en ese 
sentido, y es relevante en la discusión presupuestal tener una idea de cuál es 
la estimación que tenemos en eso, porque en el mundo esto crece, las nuevas 
tecnologías implican nuevas prestaciones, medicamentos y tratamientos que 
aparecen, y que son reclamados por parte de los ciudadanos, y si no se 
incorporan al FTM, aumentan las demandas, y si se incorporan, aumenta lo 
que hay que transferirle al BPS en términos de déficit por el Fonasa. 


Entonces, quería saber cuál es la política de incorporación de 
medicamentos y de tratamientos que piensa tener el Ministerio, y cómo se 
reflejarán los supuestos que hayan tenido en el presupuesto, tanto en el 
Fonasa como en lo que está previsto para juicios de amparo. 


SEÑORA REPRESENTANTE ETCHEVERRY (Lucía).- Me gustaría -lo reitero- 
que el Ministerio hiciera una valoración del mensaje presupuestal de ASSE, en 
aras de la concreción de objetivos y metas informadas al principio de la 
presentación. 
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SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- En cuanto a los medicamentos de 
alto costo -de alto precio-, cabe realizar varias reflexiones, porque se trata de 
un monstruo insaciable. Nunca se va a satisfacer la industria farmacéutica. El 
gobierno de la coalición del Frente Amplio ingresó, faltando dos días para el 
término de su mandato, seis medicamentos de alto costo al Fondo Nacional de 
Recursos, lo que tuvo un impacto brutal en sus finanzas, que le hace consumir 
su patrimonio. Para la gente que lo precisa está muy bien, ¿pero ustedes creen 
que por eso van a bajar las demandas? No van a bajar las demandas, porque 
van a usarlos para otros usos. Si determinado medicamento se utilizaba para 
cáncer de colon -como el Sorafenil-, lo van a pedir para cáncer de riñón, y 
después para otro cáncer. Entonces, los incorporamos, ocasionamos una 
desfinanciación -porque de algún lugar hay que sacar la plata-, y después 
surgen nuevos usos y aplicaciones, porque la ciencia y la industria 
farmacéutica tienen ese círculo reiterativo. Claro, en medio de esto está la 
persona que necesita el medicamento, pero hablamos de un círculo casi 
indetenible, salvo que tengamos una Agencia que pueda realizar valoraciones 
independientes, ser consultada por el Ministerio y tomada como perito por los 
jueces. Entonces, cuando eso ocurra, vamos a tener un poquito más de 
sensatez y sentimiento, como la película. 


En realidad, no hay una estimación en ese sentido, porque es 
inestimable lo que puede insumir un juicio. 


En este momento tenemos juicios en curso por la compra de un 
medicamento para la atrofia de médula espinal que se llama Spinraza. Somos 
condenados por dos pacientes; el medicamento sale US$ 1.200.000, y es para 
una enfermedad que es hereditaria, que tendrá el fin que va a tener al final del 
camino. Sin duda, es doloroso para la familia -los casos no son tantos-, pero 
los recursos del Estado son finitos, y hay que saber dónde ubicarlos para que 
tengan el mayor impacto en las políticas sociales. ¿Y dónde el mayor impacto 
social? En la inmunización de los niños, en el control del embarazo, en el 
control de los recién nacidos. 


Bien me dijo la diputada Lustemberg: "No le pierdas el ojo a la 
mortalidad materno-infantil en el primer año". Y no solamente no le perdí el ojo 
a la mortalidad materno-infantil, sino que a los programas de niñez de la Digesa 
-el director habló muy bien- le incorporamos nutricionistas especializadas en 
lactancia materna. ¿Por qué? Porque le estamos dando mucha importancia a 
ese tema, y porque ha generado un clúster de direcciones que dependen de las 
enfermedades no trasmisibles, para ordenar los programas en dos 
subprogramas grandes y potentes. Entonces, ¡vaya si se le ha dado 
importancia! 


Puedo hablar de ochocientos temas, pero a veces parece que soy el 
ministro covid; basta abrir la biblioteca para que ver que tengo más de setenta 
u ochenta temas en cartera. En realidad, estamos haciendo multicortes y 
trabajando, en forma paralela, en una cantidad de cosas, como el Registro 
Nacional de Personas Diabéticas. Precisamente, el día de ayer estuvimos 
reunidos con la Asociación de Diabetes del Uruguay, porque anteriormente 
existía una Comisión Honoraria de Diabetes pero se disolvió. Entonces, como 
no existe un registro nacional de diabetes, lo vamos a impulsar, porque un 8 % 
de la población padece esta enfermedad, que es invalidante. Además, se cobra 
a las víctimas con covid, y tiene mucho que ver con la vida saludable y las 
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enfermedades no trasmisibles, ya que está vinculada, entre otras cosas -en 
una cadena de sucesos-, con el sobrepeso y la obesidad, y con el sobrepeso y 
la obesidad que sufren los niños por la falta de control de las ingestas y el tipo 
de alimento que consumen. 


Por eso defendimos el rotulado frontal de los alimentos cuando tuvimos 
que hacerlo; queremos que se mantenga ese rotulado para que no haya 
sobrepeso, hiperinsulinismo, prediabetes y diabetes en los niños, y no haya 
hipertensión arterial. En realidad, lo hicimos porque estábamos convencidos de 
que ese era el camino. 


Entonces, lo que está bien, está bien, y lo que está mal, está mal, 
aunque en medio están los grises. 


Con respecto al presupuesto de ASSE, diría que no solo debemos tener 
en cuenta este presupuesto, sino el presupuesto global, el que está invertido en 
la salud en todos los sentidos. Por eso queremos conformar la mesa de 
públicos, obtener más datos y saber cuánto gasta, por ejemplo, el Inciso 03 
-Ministerio de Defensa Nacional- en salud. Este Ministerio tiene el hospital 
central de las Fuerzas Armadas, una cantidad de centros de salud en sus 
distintas unidades, y los Centros de Atención Pediátrica (CAP), en donde se 
brinda atención de primer nivel en salud bucal, ginecológica, pediátrica y de 
medicina general 


En realidad, este Ministerio tiene una buena distribución territorial y una 
buena asistencia porque, además, tiene los centros de retirados, que tienen 
laboratorios y ecógrafos. 


Asimismo, debemos tener en cuenta a la sanidad policial, que en el 
interior tienen convenios con las mutualistas para la atención de sus familiares; 
esto hay que decirlo. 


Además, existe el BPS y el Banco de Seguros del Estado, y hay que 
darle buen uso a las buenas obras. Por ejemplo, el Banco de Seguros del 
Estado tiene un edificio precioso, de última generación, y hay que darle el 
máximo uso posible como centro de rehabilitación. 


Entonces, hay que tener en cuenta esa integración, no solo preguntar 
por qué ASSE sí, o ASSE no. 


En realidad, numerosas veces hemos estado reunidos con Martín 
Pereira, con la Federación de Funcionarios de Salud Pública, con todo el 
Comité y con gente que integra la Comisión Nacional de Enfermería. 


Por lo tanto, hay que ver el bosque, no solamente a ASSE. Hay que ver 
al Ministerio de Defensa Nacional, al Hospital Policial del Ministerio del Interior, 
y hay que tener en cuenta lo que se gasta en acuerdos con prestadores 
privados, lo que gasta el Banco de Previsión Social en el Hospital Canzani y en 
los centros de alta complejidad y lo que gasta el Banco de Seguros del Estado. 
Entonces, el gasto que se hace en salud es todo eso, y más. Además, 
debemos considerar la racionalización de los gastos en salud y la 
superposición de servicios. En ese sentido, realizamos más de 394 contratos 
de complementación a nivel de la Digecor, y estamos viendo como se 
maximizan los resultados. 
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Asimismo, estamos tratando de evitar que haya una cartelización de los 
precios. Esto ya lo hemos hablado; no es ningún misterio, ni hay que sacar 
pechera con esto, pero lo hemos hablado, francamente, con la gente de 
Fepremi, y hemos dicho: "Escuchame: ¿por qué pasan las cosas que pasan, 
que terminan triangulando y haciendo las cosas a través de otros? ¿Por qué no 
nos sensateamos con los precios? ¿Por qué no son comparables lo precios de 
Treinta y Tres con los de Paysandú, Salto, Rivera o Canelones?" 


En realidad, a eso hay que ir: a tener sensatez en los precios que se 
cobran para no desfinanciar la salud, porque las necesidades son infinitas y los 
recursos finitos. 


Por supuesto, esto no va a empezar ahora, porque hay mucha gente que 
puso mucha cabeza antes, y hay mucha gente que va a seguir poniendo 
cabeza en el futuro, pero tenemos que tener como norte que la salud es un 
bien mayor que está consagrado en la Constitución de la República, que debe 
constituir una política de Estado, y que tiene que trascender lo partidario para 
tratarse como una política de Estado. Eso es lo que nos ha diferenciado hasta 
ahora y lo que nos tiene que seguir diferenciando. 


SEÑOR REPRESENTANTE PERRONE CABRERA (Álvaro).- Agradezco a la 
delegación: al señor ministro, al señor subsecretario y a todo el equipo por la 
clara exposición que se hizo del presupuesto y por la buena disposición para 
tratar varios temas que no estaban dentro de la temática que nos convoca. Hay 
que destacar la gran amplitud de criterio del señor ministro para abordar todos 
los asuntos. 


Aprovecho para felicitar a todas las autoridades del Ministerio de Salud 
Pública por el trabajo que están llevando adelante en el manejo de la 
pandemia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la delegación del Ministerio de Salud 
Pública por la información que nos ha brindado y por la disposición que ha 
tenido para evacuar las dudas de todos los señores legisladores. 


(Se retira de sala una delegación del Ministerio de Salud Pública.- 
Ingresa a sala el INAU) 


——La comisión tiene el honor de recibir una delegación de autoridades y 
funcionarios del Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay, integrada por su 
presidente, doctor Pablo Abdala; por el director, asistente social Aldo 
Velázquez, por la directora, licenciada Natalia Argenzio; por la directora 
general, doctora Dinora Gallo; por la magíster Andrea Tejera, de la Dirección 
de Área Plan y Presupuesto; por la contadora Paula Gorozurreta, de la 
Dirección de Area Plan y Presupuesto, y por la doctora Valeria Caraballo del 
Area Jurídica Notarial. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Muchas gracias a la Comisión de Presupuestos 
integrada con la de Hacienda por recibir al directorio y funcionarios del INAU 
que acompañan a los miembros del directorio en esta instancia de tanta 
importancia que es la definición del presupuesto nacional. En ese sentido, nos 
proponemos realizar algunas consideraciones generales en cuanto a la 
propuesta presupuestal del organismo y, obviamente, con posterioridad de 
responder a las preguntas que los señores legisladores tengan para formular, 
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pasaremos al análisis de los once artículos del articulado que componen el 
Inciso 27, que corresponde al Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay. 


En ese sentido, empiezo por decir que la propuesta presupuestal del 
INAU es la expresión presupuestal de las líneas estratégicas y del plan 
estratégico que el directorio ha definido para el presente quinquenio que, 
básicamente, se compone de cuatro líneas estratégicas, a las que me referiré 
más adelante que, al mismo tiempo, son funcionales -como corresponde- al 
cumplimiento de nuestros cometidos, que son los que se desprenden del 
Código de la Niñez y de la Adolescencia que básicamente podrían resumirse 
en términos de dar protección y promoción a los derechos de niños, niñas y 
adolescentes. 


El directorio que tengo el honor de encabezar está en funciones en su 
actual integración, pues a mí me tocó asumir un poco antes que mis 
compañeros de directorio desde hace prácticamente 90 días, desde el pasado 
18 de junio. Han sido tres meses de trabajo muy intenso con relación a la 
elaboración de la propuesta presupuestal, a la planificación estratégica que el 
organismo ha definido a ese respecto y en cuanto a la construcción de distintos 
consensos que a esos efectos es menester articular y construir, y me refiero a 
consensos internos entre los propios directores, que somos quienes tenemos la 
responsabilidad de la conducción de este servicio descentralizado tan 
importante de la vida nacional porque tiene a su cargo ni más ni menos que las 
políticas de infancia y adolescencia, entre otras cosas, en lo que tiene que ver 
con el involucramiento de toda la estructura que compone este organismo tan 
particular e importante, con tanta extensión en el territorio nacional en función 
de la envergadura de sus cometidos y de sus competencias. 


Precisamente, lo primero que quiero transmitir es que hemos alcanzado 
algunos acuerdos que me generan una gran satisfacción, entre otras cosas, 
porque confirman aquello que nosotros ya habíamos constatado en cuanto a la 
saludable continuidad con que el país ha venido recorriendo lo que tiene que 
ver con la atención de la infancia, de los niños y adolescentes en el Uruguay. Si 
uno analiza lo que ha sido el devenir y el transcurso de este organismo que 
tiene más de 80 años, que comenzó como el Consejo del Niño y que hoy es el 
Instituto Nacional del Niño y Adolescente, advertirá una saludable continuidad. 
El Plan CAIF es un magnífico ejemplo de cuanto estoy diciendo; todos 
sabemos que empezó hace 32 años, en 1988, y siguió a lo largo de los 
sucesivos gobiernos. Y, desde ese entonces, una vez recuperada la 
democracia, los gobiernos se sucedieron en el ejercicio del poder y el país ha 
venido transitando una línea de apoyo y de apuntalamiento a la primera 
infancia a partir del Plan CAIF, muy saludable, por cierto, que en algún sentido 
confirma esto que yo estoy afirmando. En estos tres meses también nos 
dedicamos -o, por lo menos, lo intentamos- a construir consensos hacia afuera 
de INAU con los demás Poderes del Estado y con la sociedad civil, con la que 
tenemos un diálogo y una interacción continua. Voy a dar un dato para ilustrar 
lo que estoy diciendo. 


INAU lleva adelante sus actividades por gestión directa, con relación a 
muchos proyectos. Al mismo tiempo, lleva a cabo el cumplimiento de sus 
competencias y de sus cometidos a través de los convenios con la sociedad 
civil que son más de novecientos en este momento y con unas setecientas 
organizaciones sociales. Eso da una idea de la importancia del diálogo, del 
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entendimiento y de la interacción permanente que con la sociedad civil 
debemos mantener. Por supuesto, esos consensos hacia afuera del INAU 
también los hemos venido procurando con los demás Poderes del Estado con 
los que interactuamos. 


Si bien INAU es el órgano rector en materia de infancia y de 
adolescencia, no puede llevar adelante sus cometidos en solitario, requiere de 
la interinstitucionalidad, del apoyo y de la complementariedad de los demás 
organismos del Estado que, directa o indirectamente, inciden en la realidad de 
niños, niñas y adolescentes. 


En esa lógica, concurrimos al Parlamento, a la Cámara de Diputados y a 
la Cámara de Senadores; comparecimos a iniciativa del Directorio ante las 
comisiones de población y desarrollo social de ambas Cámaras. Además, 
vinimos, en reiteradas oportunidades, a la Comisión de Derechos Humanos; 
hemos conversado y estamos conversando mucho con el Poder Judicial. 
También nos reunimos con la Suprema Corte de Justicia y con los jueces de 
familia especializada, con los que interactuamos todos los días en lo que tiene 
que ver con el sistema de protección que INAU administra y con los 
permanentes ingresos de niños y adolescentes que precisan del amparo del 
Estado debido a la situación de vulnerabilidad de sus derechos. En esa línea 
hemos venido actuando. 


Por supuesto que en la construcción de los consensos ha sido 
fundamental el intercambio que con el Poder Ejecutivo hemos venido 
manteniendo. 


Represento al Poder Ejecutivo en el Directorio de INAU y por eso lo 
presido, pero desde el punto de vista institucional ha sido menester que con el 
Ejecutivo construyéramos una relación y un intercambio que ha sido 
absolutamente fructífero y provechoso con centro en los aspectos de carácter 
presupuestal. 


Esto explica que INAU no haya ejercido la potestad constitucional que 
tiene en cuanto a presentar su propia propuesta. No lo hicimos por la sencilla 
razón de que, obviamente, en el contexto que el país enfrenta llegamos a 
entendimientos con el Poder Ejecutivo en relación a las líneas estratégicas y al 
correlato presupuestal que corresponde. 


Los señores legisladores podrán advertir que en la exposición de 
motivos, en el Capítulo 7.1, aparecen desarrolladas las cuatro líneas 
estratégicas a las que me voy a referir después y que el Poder Ejecutivo, 
incluyéndolas en la exposición de motivos que acompaña la prepuesta 
presupuestal, hizo suyas; ellas son, textualmente, las líneas estratégicas que 
componen la orientación general del actual Directorio del INAU. 


Este proceso que estoy describiendo se desarrolló en un contexto muy 
particular: el que ha atravesado y atraviesa el país en este 2020 tan especial, 
en el marco de la emergencia sanitaria que, obviamente, ha generado 
situaciones de estrés por doquier. Particularmente, esto ha ocurrido en nuestro 
organismo por las características que INAU tiene en relación a algunas de las 
modalidades de atención que lleva adelante. Eso nos obligó a realizar un 
enorme esfuerzo para desarrollar planes de contingencia y protocolos de 
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actuación previendo la aparición del covid-19 en alguna de nuestras 
instalaciones. 


Además, esto implicó, desde el punto de vista presupuestal, asumir 
gastos extraordinarios -que asumimos y fueron importantes- que estoy en 
condiciones de cuantificar. Por concepto de emergencia sanitaria, INAU lleva 
gastados hasta ahora, en el transcurso de 2020, $ 34.000.000 por las más 
diversas razones. Hemos acordado con el Poder Ejecutivo imputarlos al Fondo 
Coronavirus y que, por lo tanto, no se financien con recursos presupuestales 
asignados a nuestro Inciso. 


Hecho este paréntesis, quiero decir que toda la experiencia vivida me 
lleva, como presidente del organismo, a destacar el enorme profesionalismo y 
compromiso que los trabajadores de la institución pusieron en términos del 
empeño y el sentido de la responsabilidad con el que actuaron ante situaciones 
verdaderamente desafiantes. En los centros de tiempo parcial, que detuvieron 
su actividad, sobre todo en la primera fase de la pandemia, los equipos de 
INAU debieron mantener -a pesar de que los chicos estaban en sus casas- el 
servicio de alimentación vigente, el contacto permanente con los chicos y con 
sus familias a los efectos del apuntalamiento emocional, el acompañamiento 
personal, familiar y psicológico. Los centros de 24 horas -donde no había 
alterativa más que tomar las medidas preventivas que objetivamente se 
pudieran adoptar- son hogares donde los niños, niñas y adolescentes viven. 
Todo lo que concierne al encerramiento forzoso durante tanto tiempo, sin duda, 
generó una dosis adicional de estrés y de presión sobre los trabajadores de la 
institución, que tenemos el deber de destacar y de homenajear. 


La propuesta presupuestal del INAU llega al Parlamento con un 
incremento global, en relación al presupuesto vigente, de $ 642.000.000; eso 
es si comparamos lo que está propuesto para 2021 y los años subsiguientes 
con relación al presupuesto vigente para el año 2020. A eso deberían 
agregarse unos $ 70.000.000 más que no están previstos específicamente en 
el Inciso 27, pero sí en el Inciso 24. Estos son créditos que el Poder Ejecutivo 
ha dispuesto para atender las obligaciones emergentes de la construcción de 
los CAIF que, por el régimen de las PPP, estarán culminándose y poniéndose 
en funcionamiento entre este año y el próximo. A los efectos de atender esas 
obligaciones y el repago de esa inversión, hay $ 70.000.000 más previstos en 
ese capítulo del presupuesto. 


Es importante descomponer o desagregar ese incremento global de 
$ 642.000.000 al que acabo de referirme. No es un mero aumento presupuestal 
que se da simplemente agregando algo más a lo que ya estaba vigente en el 
presupuesto anterior: hubo un trabajo -como lo ha planteado el Poder Ejecutivo 
como pauta general de elaboración del presupuesto- de apertura, de 
reasignación de recursos y de reestructura presupuestal. Si consideramos los 
rubros específicamente referidos a la gestión del organismo, a las prestaciones 
y a las modalidades de atención que lleva adelante -básicamente, al rubro cero 
y a los rubros vinculados con funcionamiento y con transferencias que son los 
recursos que se transfieren a la sociedad civil para financiar esos convenios a 
los que hice referencia-, el incremento presupuestal es sensiblemente mayor, 
del orden de los $ 1.000.000.000 para el año 2021. Los señores legisladores se 
preguntarán por qué, entonces, el incremento global es menor. Lo es porque 
hay una reducción en el rubro de inversiones -alcanza con comparar los 
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números del presupuesto actual 2020 con los proyectados para 2021- de 
aproximadamente $ 300.000.000. Eso tiene una explicación muy concreta y es 
que con relación a los centros de primera infancia, los CAIF que se están 
construyendo -cuya construcción estará culminando entre este año y el 
próximo- a través del fideicomiso que tenemos vigente con la Corporación 
Nacional para el Desarrollo y, por lo tanto, con recursos presupuestales, se ha 
tomado la decisión de cancelar esas obligaciones y su financiación con el rubro 
vigente en el año 2020, tanto la de los que van a abrir o se van a entregar y van 
a empezar a funcionar este año, como la de los que empezarán a funcionar en 
el año 2021. 


Advertirán también los señores legisladores, porque surge del planillado 
que se ha hecho llegar al Parlamento, que en principio también hay una 
reducción en el rubro salud. 


SEÑORA REPRESENTANTE OLIVERA PESSANO (Ana María).- ¿Me 
permite una interrupción, doctor Abdala? 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Estoy a la orden del Parlamento; por supuesto. 


Mi intención inicial era hacer una exposición general y después 
responder todas las preguntas, pero con mucho gusto concedo la interrupción. 


SEÑORA REPRESENTANTE OLIVERA PESSANO (Ana María).- Muchas 
gracias. 


Quisiera que se realizara una precisión acerca de qué quiere decir en 
este caso "cancelar". El presidente del INAU se refirió a "cancelar" y querría 
que desarrollara el concepto para que quede completa la idea. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Correcto; con mucho gusto. 


Me refería a quince CAIF que se construyen con recursos 
presupuestales de INAU a través del fideicomiso que lleva adelante la 
Corporación Nacional para el Desarrollo, y que esos recursos presupuestales 
que han sido destinados para financiar y pagar esas obras -es decir la 
construcción de esos CAIF que se estarán concluyendo entre este año y el 
próximo- se habrán de cancelar, se pagarán esas obligaciones y esos 
contratos, con los recursos previstos actualmente -ya aprobados por este 
Parlamento- para el presupuesto del año 2020. 


Advertirán los señores legisladores que hay una reducción de 
$ 100.000.000 en el rubro salud, particularmente, en lo que respecta a las 
clínicas psiquiátricas. Esto tiene que ver con algo que seguramente 
desarrollaremos después, cuando analicemos el articulado. Adelanto que 
hemos logrado algo que es solo el inicio de un camino: la transferencia de la 
atención de los servicios de salud mental para niños, niñas y adolescentes a 
los organismos especializados que el Estado tiene en materia de salud mental, 
que son el Ministerio de Salud Pública y ASSE. Este es un anhelo o un 
planteamiento que INAU ha intentado llevar adelante desde hace mucho 
tiempo, pero que hasta ahora no había sido posible concretar. Por lo tanto, lo 
que estamos proponiendo en esta instancia presupuestal es solo un primer 
paso que tiene que ver con la atención en las clínicas psiquiátricas de aquellos 
niños y adolescentes que presentan patologías agudas, que son solo una 
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parte; quedan por fuera todos los demás tratamientos vinculados con la salud 
mental, lo que se conoce como medio camino. 


Tenemos el propósito de que esta sea una primera etapa y en otras 
sucesivas -que podrán coincidir con las instancias presupuestales futuras, o 
que eventualmente podremos impulsar o preparar para la próxima rendición de 
cuentas, si fuera necesaria una norma presupuestal- nos proponemos 
profundizar, porque eso va a redundar en una mejor atención de los niños y 
adolescentes que padecen esas patologías y dificultades, en una mejor 
atención del INAU de sus propias competencias o cometidos, y también de los 
demás niños cuya protección y promoción de derechos tenemos a cargo. 


En cuanto al tema de las inversiones, quiero decir que tenemos prevista, 
a través de un nuevo llamado por el mecanismo de participación 
público-privada, la construcción de veintisiete nuevos CAIF. Eso aún no 
aparece en la propuesta presupuestal de INAU porque -repito- lo que hemos 
programado o proyectado es concluir los veinticuatro que por los dos 
mecanismos a los que me referí antes estarán terminando su construcción 
entre 2020 y 2021; pero para el año 2022 está en marcha un nuevo llamado a 
través de PPP para construir otros veintisiete centros CAIF en distintos puntos 
del territorio nacional. Seguramente, con respecto a los recursos 
correspondientes para atender las obligaciones emergentes de esa operación 
que recién se habrá que prever para los ejercicios 2022 y 2023 en las próximas 
instancias presupuestales -probablemente en la rendición de cuentas del año 
próximo-, habrá una previsión presupuestal. Me interesa mucho señalar que en 
términos del desarrollo de la atención de la primera infancia el Directorio ha 
adoptado una decisión -que ha sido concertada con el Poder Ejecutivo- en el 
sentido de que, cumplida esta etapa que está en marcha, inmediatamente, se 
pase a una segunda instancia compartida con ANEP; porque -como saben bien 
los señores legisladores- la construcción de centros educativos y 
socioeducativos por la modalidad PPP se ha llevado adelante en forma 
compartida con la Administración de Educación Pública, y compartiremos con 
ella un nuevo llamado para la construcción de distintos servicios 
correspondientes a los dos organismos. 


En líneas generales, este es el esquema presupuestal básico que 
nosotros estamos presentando. 


¿Qué vamos a hacer con esos recursos adicionales y con los ya 
existentes? ¿Qué resultados concretos y qué objetivos específicos estamos 
persiguiendo en el marco de las cuatro líneas estratégicas que mencioné 
antes? Con este presupuesto, según lo que hemos estimado y calculado, no 
solo mantendremos en pleno funcionamiento todas las modalidades de 
atención que lleva adelante el organismo, tanto en tiempo parcial como en 
tiempo completo, así como las prestaciones y el financiamiento de los 
convenios que hoy están vigentes y los que se agreguen en función de los 
nuevos centros de primera infancia que se van a ir construyendo e 
incorporando, sino que además tenemos prevista una fuerte inversión en 
familia, es decir en los distintos dispositivos o procedimientos que tienen que 
ver con la vinculación y revinculación de los niños con sus familias de origen y 
con las familias extensas o amigas. Esto implicará reforzar el régimen de las 
adopciones, en lo que el Directorio está muy comprometido, así como reforzar 
el sistema de acogimiento familiar, para lo que vamos a aplicar recursos. 
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También vamos a ampliar la capacidad del sistema de veinticuatro horas 
y del sistema de protección e internación de niñas, niños y adolescentes; por 
supuesto, será sobre la base de que la internación no es el objetivo final, pero 
mientras no avancemos en el proceso de desinternación que nos hemos 
propuesto, obviamente, tenemos que dar respuesta a la demanda de niños y 
adolescentes que por las más diversas causas deben ser ingresados al 
sistema. 


Asimismo, vamos a fortalecer la supervisión y los controles en el 
organismo, considerablemente debilitados. No tengo la menor duda de que hay 
necesidad de reforzar con recursos humanos el control de los distintos 
programas y líneas de actuación que lleva adelante el organismo, tanto con 
respecto a las prestaciones socioeducativas como en lo que tiene que ver con 
el control de espectáculos públicos y las situaciones de violencia en general, o 
lo que se vincula con el trabajo infantil, solo por mencionar algunos ejemplos al 
azar. En ese sentido, y en función de lo que vengo diciendo, entendemos que 
el presupuesto que estamos proyectando es satisfactorio para iniciar este 
camino que nos hemos trazado. Las cuatro líneas estratégicas mencionadas, 
señor presidente, son las que componen la orientación general del INAU en el 
presente período. Las voy a leer, porque son cuatro titulares nada más. A 
medida que las vaya leyendo, voy a ir agregando algunos elementos o datos, 
que creo que pueden ser útiles para los señores legisladores, a fin de que el 
Parlamento sepa hacia dónde estamos encaminando nuestra actuación, y con 
eso terminaré mi intervención. 


La línea estratégica número uno -leo textualmente- habla de profundizar 
la adecuación del sistema de protección especial hacia modelos de base 
familiar y comunitaria. Este es un objetivo que el directorio ha definido con 
particular énfasis -en el que hemos coincidido todos- y que tiene que ver con 
transitar del actual modelo de protección, basado en la internación de los niños 
y adolescentes en instituciones del estado y del INAU, hacia uno, como dice el 
título, de base familiar y comunitaria. 


Esto tiene que ver, señor presidente, con una cuestión de derechos 
humanos; tiene que ver con el derecho a vivir en familia, que todos tenemos, 
que está consagrado por el Código de la Niñez y por las normas 
internacionales. Sin embargo, el país enfrenta una situación, que nos debe 
preocupar, en términos del propio prestigio internacional, porque hemos 
recibido señalamientos muy concretos que están vigentes, tanto de Unicef 
como del Comité de los Derechos del Niño de Naciones Unidades, en cuanto a 
los muy altos niveles de internación de niños y adolescentes que tenemos en el 
Uruguay. 


Sin duda, creo que esta es la línea estratégica principal. Pienso que, al 
respecto, tenemos que trabajar con mucho compromiso, y estamos 
absolutamente comprometidos con impulsar este aspecto como medular. 
¿Cómo lo vamos a hacer? Hace algunos minutos di algunas puntas cuando 
hablaba, en términos generales, de cuáles son los objetivos que estamos 
persiguiendo. Hablé de reforzar el régimen de las adopciones. El directorio, a 
partir de una propuesta del señor director Aldo Velázquez, creó 
específicamente un programa de adopciones que antes no existía, porque nos 
encontramos con un atraso muy severo en cuanto a todos los procesos que 
tienen que ver con la valoración de las familias que se presentan, manifestando 
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su voluntad de adoptar, es decir las entrevistas que el organismo tiene que 
llevar adelante a partir del esfuerzo profesional, de psicólogos, de asistentes 
sociales. Ese proceso de descentralización y regionalización de la atención ya 
ha empezado; no vamos a esperar el presupuesto para eso. Todo ha estado y 
está demasiado concentrado en el departamento de Montevideo. 


Estamos definiendo un modelo que implicará mantener la entrevista 
inicial y la inscripción en el sistema en cada uno de los departamentos, y la 
creación de equipos regionales de atención y de valoración de las familias en el 
interior de la República, a los efectos de que, precisamente, esa 
descentralización permita mejorar los resultados de la tarea que al INAU le 
corresponde, y que es previa a la inscripción de esas familias en el Registro 
Unico de Adoptantes. 


Señor presidente, también vamos a mejorar -lo dije antes- los sistemas 
de acogimiento familiar o, por lo menos, vamos a intentarlo. ¿Cómo nos 
proponemos hacerlo? Entre otras cosas -esa propuesta, obviamente, tiene 
connotación presupuestal-, mejorando las asistencias, incrementando el valor 
de lo que hoy, por concepto de asistencia, le pagamos a cada familia de 
acogida por cada niño del que se hace cargo en el marco de la vinculación con 
INAU. Estamos pensando y trabajando en esa dirección para extender esas 
asistencias con relación a algunas modalidades que hoy no existen, pero que sí 
en otros países se han desarrollado con mucho suceso, y que tienen que ver 
con la asistencia a las familias de origen, a las familias biológicas. Las causas 
del ingreso de un niño o de un adolescente al sistema de protección son muy 
diversas. No hay una causa única. Muchas veces es una combinación de 
causas o de concausas. El factor económico muchas veces incide. No se trata, 
necesariamente, de niños o adolescentes que se encuentran en una situación 
de desprotección porque han sido abandonados por sus padres, como muchas 
veces se razona en términos simplistas. Naturalmente, hay cuadros vinculados 
con la violencia familiar, con las adicciones, pero también razones de carácter 
económico de padres y madres o referentes afectivos de un niño o un 
adolescente, que no pueden sostenerlo, que no pueden mantenerlo, y por eso 
terminan ingresando al sistema de veinticuatro horas. Estamos pensando 
específicamente en esos casos, que es muy fácil detectar y, por lo tanto, 
enfrentar, a fin de buscarles una salida, una solución; que exista una forma de 
asistencia económica para esas familias que enfrentan situaciones de esas 
características, con consecuencias negativas para el hijo adolescente que 
tienen a su cargo. 


En cuanto a desarrollar los modelos de acogimiento familiar y de rápida 
vinculación o revinculación de los niños con un núcleo familiar, en primer lugar, 
como dice el Código, agotaremos las instancias de vinculación con la familia 
biológica y, en segundo término, buscaremos una alternativa familiar diferente 
en proyectos que se han llevado adelante con mucho suceso, aunque a 
pequeña escala, en el organismo, como el llamado proyecto MIR. Se trata de 
un proyecto previsto para la primera infancia y, fundamentalmente, para el 
primer año de vida, etapa tan sensible, tan particular de la vida, cuando tantas 
cosas se definen desde el punto de vista neurológico de la composición 
cerebral, desde el punto de vista del desarrollo humano. Se han obtenido 
resultados realmente relevantes, sin embargo han sido de pequeña escala. La 
directora Argenzio ha insistido con mucho énfasis y nosotros, sin ninguna duda, 
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compartimos su inquietud, en ampliar estas experiencias, en crear proyectos 
similares o, eventualmente, ampliar los cupos de este que, en realidad, empezó 
como una experiencia piloto, pero ha tenido resultados magníficos. Sin duda, la 
desinternación y la contención de cualquier riesgo de internación de la primera 
infancia, particularmente de los recién nacidos, está entre las preocupaciones y 
los planes que el directorio tiene; queremos lograrlo lo más rápidamente 
posible. 


Mientras tanto, señor presidente, obviamente hay que atender la 
emergencia, porque los procesos de desinternación son lentos, de acuerdo con 
los países que los han transitado. Nos hemos trazado metas ambiciosas; son 
las que están incorporadas a la propuesta de presupuesto nacional, pero esto 
no se hace de un momento para el otro. Obviamente, si tenemos éxito, nos va 
a llevar tiempo. Por eso, hemos hecho una planificación que implica el 
desarrollo de los próximos cuatro años. Entre tanto, tenemos que responder 
con las órdenes judiciales, que permanentemente llegan al organismo, en 
cuanto a la necesidad de internar a niños y adolescentes e ingresarlos a un 
centro de veinticuatro horas. Todos los días nos encontramos con carencias en 
cuanto a los cupos disponibles. Este es un tema que viene desde hace muchos 
años. La capacidad del sistema es limitada y permanentemente, o 
cotidianamente, enfrentamos la realidad de que, frente a una orden judicial -lo 
digo franca y claramente, porque es como debo expresarlo aquí-, no estamos 
en condiciones de cumplir en tiempo y forma. Por lo tanto, eso genera enormes 
dificultades para la gestión, que se traducen en la afectación de los derechos 
de niños y adolescentes que deben ser protegidos por el Estado, porque están 
enfrentando o padeciendo una situación de vulneración de derechos, y sin 
embargo no estamos siendo capaces de responder a esa realidad. En la 
actualidad, estas situaciones implican más de sesenta casos como el que estoy 
mencionando. Por lo tanto, más allá de que tenemos 2.700 niños y 
adolescentes incorporados a los centros de veinticuatro horas, creo que no 
podemos perder la perspectiva de que, permanentemente, tenemos decenas 
de situaciones de niños que deberían estar recibiendo el amparo del Estado y 
no lo hacen, porque la capacidad del sistema no es suficiente. Por eso mismo 
es que en la propuesta presupuestal estamos planteando una ampliación de los 
cupos actualmente vigentes, es decir, invertir en ampliar cincuenta o sesenta 
cupos. Tendremos que analizarlo y definirlo, una vez que la propuesta 
presupuestal esté pronta, para ampliar, por lo tanto esa capacidad de 
respuesta. La segunda línea estratégica -y prometo que las tres líneas que 
quedan las analizaré mucho más rápidamente, porque la primera era la más 
importante, y no en vano la pusimos en primer lugar; todas son importantes y, 
por supuesto, complementarias, pero sí me pareció muy importante detenerme 
en la primera línea estratégica, porque diría que es lo que nos proponemos que 
caracterice o singularice la gestión de este Directorio- habla de fortalecer el 
sistema de atención en centros de tiempo parcial. 


Esto no es novedoso, y tiene que ver con lo que ya hablamos antes, es 
decir, con todo el apoyo socioeducativo que decenas de miles de niños y 
adolescentes uruguayos reciben a lo largo y ancho del país en los más 
diversos proyectos de tiempo parcial, en los más de quinientos centros de 
primera infancia, CAIF, y demás centros de primera infancia, los clubes de 
niños, los centros juveniles y en todas las propuestas que se desarrollan en 
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acuerdo, fundamentalmente, con la sociedad civil, y también en muchos de 
estos proyectos que se llevan adelante por gestión directa 


Cuando digo que todo está relacionado con todo y todo es 
complementario, obviamente, no podemos establecer un divorcio, una ajenidad 
absoluta entre el tiempo parcial y el completo, porque no lo hay. Para prevenir 
la internación, para avanzar en el camino de la desinternación, que haya 
menos niños y adolescentes condenados -y utilizo deliberadamente el término- 
a vivir en una institución pública, en un centro de veinticuatro horas, entre otras 
cosas, es muy importante que haya centros de tiempo parcial que funcionen 
eficazmente y, por lo tanto, brinden una adecuada cobertura y un servicio 
eficaz, en términos de ese apoyo socioeducativo, porque desde luego eso 
ayudará a apuntalar a ese niño y, por extensión, a su familia, a efectos de que 
no sea necesario, ahora ni después, incorporarlo o internarlo en el sistema de 
veinticuatro horas. 


¿Cómo vamos a hacer para fortalecer este sistema de atención en 
tiempo parcial? Obviamente, tenemos que ser más eficientes. Hay normas a 
las que nos referiremos cuando analicemos el articulado, particularmente los 
cuatro primeros artículos del Inciso 27, que tienen que ver con un ordenamiento 
que aspiramos a dar a la gestión de los convenios con carácter general y, por 
lo tanto, ser mucho más eficientes en la administración de los recursos públicos 
que la sociedad invierte, que son del Estado, a través de las organizaciones 
sociales. En ese sentido, hemos creado, por acuerdo de los tres directores, una 
unidad de contralor financiero y contable, dedicada específicamente a ese 
aspecto, es decir, a la ejecución de los convenios. Encontramos -y lo dijo la 
Auditoría Interna de Gestión de nuestro organismo- debilidades importantes en 
cuanto -lo dije antes- al control, al cumplimiento de los convenios, al 
cumplimiento del Reglamento General de Convenios, en lo que tiene que ver 
con las rendiciones de cuentas y con la acumulación de partidas innecesarias, 
muchas veces explicada por la circunstancia de las distintas escalas de pago y 
las distintas formas de definir económicamente el valor de un convenio, en 
función de que las necesidades de atención están distorsionadas y se hace 
necesario unificarlas e uniformizarlas, y hay, repito, propuestas concretas en el 
presupuesto del INAU a esos efectos. 


Y, desde luego, con esta línea estratégica tiene que ver -y de manera 
directa y muy concreta- el incremento en los controles y la supervisión; hay una 
gran debilidad en los distintos programas -en Primera Infancia, Infancia y en 
Adolescencia-, que vamos a intentar mitigar -y creo que lo vamos a lograr- por 
la vía de incorporar más personal y de contratar más supervisores, para lo cual, 
como dije antes, los recursos a esos efectos están previstos en el Rubro 0 de la 
propuesta presupuestal. 


La tercera línea estratégica dice textualmente: "Fortalecer el sistema de 
respuestas a toda forma de violencia hacia niños, niñas y adolescentes". Este 
es un aspecto que a todos nos preocupa, y mucho. Creo que en Uruguay 
asistimos -lo he dicho reiteradamente, y lo repito ahora- a una verdadera 
epidemia en cuanto al crecimiento de las formas de violencia familiar, a todas 
las formas de maltrato, de abuso y de vulneración de derechos por la vía de la 
violencia y de la explotación de niños, niñas y adolescentes; me parece que 
ese es un dato absolutamente incontrastable. Creo que el Estado reacciona 
razonablemente bien, pero frente al daño consumado, frente al hecho 
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concretado, una vez que se conoce y que, eventualmente, se judicializa. Los 
mecanismos interinstitucionales que se han generado con el curso del tiempo 
-el Conapees, en 2004, con relación a la explotación sexual, comercial y no 
comercial; el Sipiav, en 2007, e incorporado al Código de la Niñez en 2014, con 
relación a las demás violencias, de todas las violencias, no específicamente de 
los casos de explotación- creo que son buenos ejemplos de la necesidad de 
actuar de manera coordinada e interinstitucional a efectos de optimizar la 
actuación, la protección de las víctimas y la identificación de los culpables. En 
ese sentido, creo que podemos anotar un aspecto positivo. 


Sin embargo, es evidente que estamos fallando como sociedad en todo 
lo que es anterior, en la anticipación a estos problemas y, por lo tanto, su 
prevención. Por supuesto, esta no es tarea exclusivamente del INAU, pero en 
el marco de la interinstitucionalidad será necesario actuar -y esta línea 
estratégica se vincula mucho con la cuarta- para complementarnos en el 
esfuerzo con los demás actores públicos y privados, y reforzar la intervención 
del Estado en la fiscalización, por ejemplo, en todo lo que concierne a la 
explotación sexual, a la actividad nocturna y al trabajo del Departamento de 
Espectáculos Públicos del INAU, que tiene un cuerpo inspectivo muy débil, de 
apenas veintidós inspectores para cubrir todo el Uruguay. Esto se vincula 
directamente con la prevención de las situaciones de explotación sexual y, por 
lo tanto, es una necesidad imperiosa reforzar ese cuerpo inspectivo, y lo vamos 
a hacer a partir de los recursos que se han previsto en esta propuesta 
presupuestal. 


Por supuesto, también en esta línea está lo que nos hemos trazado 
como objetivo que es reforzar el funcionamiento de la Línea Azul, que es la 
que, como se sabe, recibe las denuncias de presuntos casos de violencia 
contra niños, niñas y adolescentes. 


Finalmente, la cuarta línea estratégica tiene que ver con la rectoría y los 
aspectos institucionales. La hemos denominado, textualmente: "Fortalecer la 
rectoría y el vínculo con la sociedad". Creo que, a esta altura, a este respecto, 
ya he hecho varias referencias a lo largo de mi exposición. Agregaría, en todo 
caso, que con relación a este asunto hay un artículo específico -que veremos 
después- que tiene que ver con la creación de los Consejos Consultivos 
Departamentales, cuya aprobación estamos proponiendo al Parlamento, a 
efectos de generar un ámbito interinstitucional en cada territorio, presidido por 
el director departamental del INAU -y ahí está el sentido del liderazgo, en el 
sentido de la rectoría, no con otra connotación más que esa-, y lograr esa 
interacción entre lo público y lo privado, entre lo nacional y lo departamental, y 
todo lo que concierne al esfuerzo compartido que en esta materia hay que 
hacer para obtener los mejores resultados. 


Esquemáticamente, esta es la propuesta presupuestal del INAU para el 
actual período de gobierno. Quiero agregar simplemente un dato que, si se 
quiere, es de contexto. A los efectos de aprovechar el tiempo de la mejor 
manera -sabiendo, por supuesto, que el Parlamento está en la primera etapa 
del análisis presupuestal y que los plazos constitucionales, en cuanto al análisis 
en la primera Cámara y en la segunda, y eventualmente en la Asamblea 
General o en la primera Cámara con las modificaciones que vuelvan del 
Senado, irán prácticamente hasta fin de año y que el presupuesto estará 
vigente a partir del 1* de enero-, nos ha parecido necesario no perder el tiempo 
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y empezar a avanzar en algunas de estas cosas. Por ejemplo, con relación al 
régimen de adopciones, lo dije antes, con el presupuesto vigente ya estamos 
tomando medidas que van en el camino de lo que anuncié como objetivo del 
organismo. Y a partir de una propuesta muy oportuna de la señora directora 
Natalia Argenzio, hemos creado un ámbito en INAU conformado por ocho 
áreas que, sin duda, tienen vinculación directa con lo presupuestal y con la 
definición de las líneas estratégicas. Allí están las tres subdirecciones 
generales, la subdirección programática, la de administración y la territorial, 
APEP -aquí está presente su directora y el equipo que, precisamente, es el 
área de planeamiento estratégico- y la representación del directorio para 
empezar a trabajar en definir los distintos dispositivos, propuestas y alternativas 
para bajar a tierra o para darle forma jurídica y, al mismo tiempo, hacer los 
costeos correspondientes en todos los aspectos que ya mencioné. Es decir, si 
el Parlamento finalmente aprueba lo que le estamos proponiendo en cuanto a 
reforzar determinados rubros para invertir más en las asistencias a las familias 
y los recursos necesarios para la contratación de nuevos supervisores, no 
vamos a esperar a ocuparnos de ese análisis y esas definiciones cuando 
jurídica y formalmente el presupuesto esté vigente, sino que vamos aprovechar 
el tiempo y a trabajar desde ahora y en ese ámbito, como fue sugerido con 
mucho sentido de la oportunidad por la señora directora Natalia Argenzio y que 
los tres directores compartimos y ya estamos trabajando a ese respecto. Nos 
proponemos que se avance en cuanto al aprovechamiento de los tiempos y la 
optimización de las oportunidades. 


SEÑORA REPRESENTANTE OLIVERA PESSANO (Ana María).- Antes que 
nada, doy la bienvenida a la delegación. 


Quiero hacer una acotación. Me quedé pensando en una frase del 
presidente Pablo Abdala, que supongo que la dijo sin querer. Cuando estaba 
hablando de los cupos, él dijo "una vez que la propuesta presupuestal esté 
pronta". Quiere decir que todavía los recursos no están asignados. Eso fue la 
interpretación que yo hice. Ese es un paréntesis que abro de la intervención 
que realizó el presidente del INAU. 


Por otra parte, quiero decir que leí atentamente la exposición de motivos 
en la que se establecen las líneas estratégicas que acaba de desarrollar el 
presidente del INAU. En relación a eso, la verdad es que tengo una gran 
preocupación, que ya fue planteada cuando compareció INAU a la Comisión 
Especial de Población y Desarrollo, y queda plasmada en el mensaje. Me 
refiero a la inexistencia del Sistema Nacional Integrado de Cuidados. Por lo 
tanto, queda claro que me voy a referir a un tema que es de carácter general, 
más allá del articulado. En uno de los párrafos se dice que se ha priorizado 
poner en el centro de la estrategia para el quinquenio un enfoque de 
desinternación asociado a los niños y adolescentes que se encuentran 
atendidos en el sistema. Además, que se está promoviendo una transformación 
en la matriz de protección. Estoy convencida de que la transformación en la 
matriz de protección social con el cuarto componente se debe al Sistema 
Nacional Integrado de Cuidados, que implica una mala palabra -que, por 
suerte, el presidente expresó-: la interinstitucionalidad. En realidad, el tema de 
la atención a la primera infancia era uno de los ejes sustantivos. Todos 
sabemos -lo hemos conversado en la Comisión Especial de Población y 
Desarrollo- que la atención a la primera infancia es un eje sustantivo de la 
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acción del INAU. Se mencionan algunos de los componentes de atención a la 
primera infancia, fundamentalmente, vinculados con el Plan CAIF -al que me 
voy a referir- en relación a lo que planteó el presidente del Directorio, pero no 
otros componentes del Sistema Nacional Integrado de Cuidados, y tampoco de 
un sistema de una orientación para atender la primera infancia y cómo 
vincularnos con ANEP en los temas de la educación inicial. 


Este tema lo planteamos en oportunidad del análisis de la Ley de 
Urgente Consideración cuando compareció INAU y el Ministerio de Desarrollo 
Social. También, se lo manifestamos al ministro de Educación y Cultura en 
relación a las niñas y los niños de tres años, fundamentalmente. 


Por lo expuesto, nos gustaría saber hacia dónde va el Sistema Nacional 
Integrado de Cuidados, porque cuando veo la propuesta del Mides, se 
transforma en un programa. ¿Qué pasó con ese sistema? Señalo que en ese 
sistema continúan, según se expresa aquí, sesenta y un CAIF, que se 
culminaban en este período. De acuerdo con mis cuentas, cuarenta y dos son 
mediante la modalidad de participación público-privada. El señor presidente 
Pablo Abdala señalaba dónde estaba ubicado presupuestalmente este tema, 
según interpreté. Pero, hay una parte que no encuentro y que está vinculada 
con lo que se corresponde con los gastos de funcionamiento de estos CAIF. 
Todos sabemos que después de que se corta la cinta de algo, el problema es 
el gasto permanente que se genera a posteriori de la construcción. Quienes 
hemos estado en la gestión sabemos que este es el desafío más grande que 
tenemos. Desde este lugar, no vemos reflejado cómo y de qué manera esto 
está contenido en el presupuesto. 


Además, de los sesenta CAIF que quedaron en proceso de apertura, hay 
otros que estaban pendientes porque aún faltaban los terrenos y las obras. En 
este sentido, creí interpretar de lo que dijo el presidente que esto estaría 
incluido en las rendiciones de cuentas que se harían pensando en 2022 o 
2023. En este caso, vuelvo a insistir: no se trata de lugares menores donde se 
van a construir, pues lo que quedaron pendientes son de Rincón del Cerro, de 
Peñarol, de Pinar Norte, de Corfrisa, de Puntas de Sayago, de Colonia. Como 
bien lo conversamos cuando se estaba tratando la LUC, cada una de esas 
definiciones implicó estudios de dónde debían ser ubicados y, además, se tuvo 
en cuenta el vínculo con la comunidad. 


Por otro lado, tampoco se habla de otros aspectos que se articularon, 
como son las casas comunitarias de cuidados, que refieren a pequeñas 
localidades de todo el país, que seguramente no ameritan un CAIF con ciento 
ocho cupos. Por eso se habilitaron en esas localidades casas con nueve, once, 
quince y veinte cupos, que dan respuesta a una situación real y, además, como 
siempre decimos, generan -estoy pensando en Cufré, por ejemplo- puestos de 
trabajo donde no existen tantas posibilidades 


En ese sentido, están planteados los centros Siempre con sindicatos y 
empresas como otra área; es decir, se busca cubrir en los temas de la atención 
a la primera infancia a la mayor cantidad posible de niños. Aquí se había 
tenido una flexibilidad muy grande entre sindicato y empresa, pero creo que lo 
paradigmático era el centro de Colonia, que de alguna manera dio respuesta a 
las necesidades del batallón de ese departamento y de los alrededores como 
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un elemento sustantivo. Destaco que las empresas eran las que aportaban lo 
locativo y desde el Estado se hacían aportes. 


Por otra parte, estaba previsto un centro CAPI, que tampoco lo encontré. 


Estas son las preguntas relativas a uno de los aspectos sustantivos de 
atención a la primera infancia. 


Conceptualmente, vinculado con el tema de la atención a la primera 
infancia, insisto -pido disculpas al presidente del INAU- en la atención de niños 
y niñas de tres años. Queda difuso si la intención del INAU es retomar con la 
atención de niñas y niños de tres años, cuando en el sistema, de alguna 
manera, se había definido la especialización de cero a dos años y a partir de 
los tres años ya se los incluía en los jardines de la ANEP. Esa discusión la 
tuvimos previendo la construcción de jardines que incluyeran a las niñas y a los 
niños de tres años. 


Estos aspectos que están vinculados a los cuidados no están 
contrapuestos con los cuidados familiares, en los que se hace un especial 
hincapié en el mensaje, sino que tienen que ver realmente con una atención de 
calidad, respondiendo a necesidades de padres y madres en cuanto a la 
atención de sus niñas, niños y a las necesidades de inclusión en el mundo del 
trabajo. 


Otra pregunta que quiero hacer está vinculada con la desinternación, 
que es, sin lugar a dudas, un lineamiento estratégico sustantivo -comparto la 
presentación que se hacía al respecto-, que está al mismo nivel que la atención 
a la primera infancia. Sin embargo, no veo a la primera infancia tan resaltada, 
sobre la cual se hace mención en la exposición de motivos básicamente con la 
integración de los Centros de Atención a la Primera Infancia que dependen del 
Ministerio de Educación y Cultura. En la exposición de motivos es donde se 
ubica a este tema. Me gustaría saber cuáles son las medidas que se están 
tomando -esta es una pregunta que hicimos en oportunidad de la Ley de 
Urgente Consideración- en cuanto a la supervisión de los jardines y de los 
Centros de Educación Inicial privados, que pasan a la supervisión del INAU. 


Con relación al tema de la desinternación -ya lo había expresado el 
señor presidente Abdala en la comparecencia a la Comisión Especial de 
Población y Desarrollo-, entendí que el abordaje del acompañamiento a las 
familias sería de manera descentralizada. Creo que siempre estuvo planteado 
el acompañamiento a las familias de una manera descentralizada, porque el 
Programa Cercanías se había estado transformando, precisamente, para 
promover la desinternación acompañando a la familia. Se comenzó con esa 
nueva modalidad en el interior del país, no precisamente en Montevideo. 


Al respecto, me gustaría saber cuáles son las medidas que se están 
pensando en este momento, dado que se discontinúa el trabajo de cercanía. 


Por último -el presidente del INAU sabe que es una preocupación de 
siempre-, quiero mencionar el tema relativo a la salud mental. 


Entre las líneas estratégicas propuestas en la exposición de motivos 
está la de fortalecer los abordajes al daño psicoemocional y la salud mental de 
niños, niñas y adolescentes en el proceso de desinternación. Yo creo que no 
solo es en el proceso de desinternación. Nosotros tenemos -y cuando digo 
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"nosotros" me refiero a la sociedad uruguaya- un gran tema vinculado con la 
salud mental de niños y niñas que están internados, más allá del proceso de 
desinternación. 


Según la exposición de motivos, esto exige una reconfiguración y mayor 
integración en los servicios y proyectos que hoy existen en la Institución, 
además de la coordinación a través del Estado para que la atención de salud 
mental de carácter agudo pueda realizarse a través de prestadores del sistema 
de salud. 


Creo interpretar -eso es lo que deseo- que cuando se habla de 
prestadores del sistema de salud se refiere a prestadores públicos y privados. 


SEÑORA REPRESENTANTE LUSTEMBERG (Cristina).- En líneas generales 
y como bancada del Frente Amplio, teniendo en cuenta las precisiones que ya 
hizo la diputada Ana Olivera, agradecemos esta presentación. 


Hemos dicho públicamente que la gran preocupación, no solamente 
desde el punto de vista ético, sino político, tiene que ver con el fortalecimiento 
de la política pública que garantice derechos a los niños, las niñas y los 
adolescentes. Este es un problema histórico en el Uruguay, sobre el cual se 
viene avanzando. Sin embargo, en el marco de esta pandemia, vemos con 
gran preocupación este tema. 


Según los datos del Instituto de Economía de la Universidad de la 
República, en esta situación de pandemia las repercusiones no son solo 
sanitarias, sino sociales y económicas, que es lo más preocupante. En todas 
las crisis sociales y económicas de la historia del Uruguay, los hogares con 
niños, niñas y adolescentes han sido los más perjudicados. Esto requiere que 
esto sea una política pública. 


Reitero: agradecemos mucho la presentación, las líneas estratégicas y el 
compromiso que tiene este directorio. A mí, al igual que a la diputada Ana 
Olivera, me cuesta decirle señor presidente del INAU al exdiputado Abdala; lo 
vemos más como un compañero nuestro, que analiza desde este otro lado. 
Pero bueno, hoy le tocó asumir esta responsabilidad. 


Cuando uno analiza la página 7 del Tomo | del presupuesto, ve lo que le 
otorga el Ministerio de Economía y Finanzas al INAU. En el Cuadro | vemos 
$ 14.000.000.000 con respecto al año 2020 y se muestra un aumento corriente 
de un 3%. Este aumento corriente de un 3 % no contempla la inflación que 
está proyectada para el cierre del año 2020 en el entorno del 9 %. Por tanto, 
podemos llegar a deducir que el presupuesto presentado en este proyecto de 
ley para el INAU podría llegar a tener un abatimiento del 6 %. 


Queremos saber bien con precisión si nuestra lectura es la adecuada. 
Ese abatimiento nos preocupa, por lo que pueda significar en los servicios de 
calidad de atención y también con respecto a las transferencias que pueden ser 
realizadas a las organizaciones de la sociedad civil con respecto al cambio de 
la forma de pago de UR a pesos, según el artículo 531. 


A medida que uno va analizando las cuatro líneas estratégicas, se nos 
generan algunas dudas. Nosotros leímos la versión taquigráfica de la Comisión 
Especial de Población y Desarrollo del 6 de agosto, la cual integramos, donde 
se habla de disminución presupuestal y se propone la reducción de cuatro 
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proyectos de atención a niños, niñas y adolescentes en situación de calle y de 
seis equipos territoriales de atención a la familias en extrema pobreza. 


Queremos saber si nuestra percepción es adecuada respecto al recorte 
de estos proyectos o cuáles son las herramientas que prevé el INAU para 
fortalecer todo lo que tiene que ver con los procesos de adopción y 
desinternación, sobre todo en los niños menores de tres años; vemos que se 
ha puesto un gran énfasis y lo tomamos con muy buena disposición. 


También queremos saber cuáles son las propuestas concretas para 
fortalecer todo lo que tiene que ver con las familias de origen. Cuando se 
fortalece y se hacen planes de fortalecimiento a las familias de origen se 
incorporan dos dimensiones: una, la transferencia monetaria para revertir las 
condiciones materiales que tiene esa familia para que pueda criar y, otra, el 
apoyo psicoemocional al grupo familiar mediante equipos de apoyo a las 
capacidades de cuidado a la familia. 


En ese sentido, tenemos una duda puntual respecto a cuáles son esos 
énfasis. 


Antes de comenzar con el análisis del articulado, mi gran preocupación 
-muy a mi pesar porque es el tema que más me importa; los diputados me han 
permitido participar de esta Comisión integrada-, doctor Abdala, tiene que ver 
con el abordaje concreto ante situaciones de violencia, de abuso y explotación 
sexual que sé es una de las líneas estratégicas porque lo conversamos. No veo 
en las metas un cambio de diseño, de modelo hacia 2021 si no sé la cantidad 
de comités de recepción local que hay hoy. No vemos qué meta puede ser 
significativa para abordar este problema desde el punto de vista presupuestal. 


Y podríamos seguir porque estudiamos todo el presupuesto, pero por 
ahora manifiesto en general gran preocupación de comprometer a todo el 
sistema político, de apoyar al Directorio del INAU en políticas sociales, porque 
en este contexto no es solo decir que nos importan los niños y las políticas 
sociales, sino que la asignación presupuestal debe verse en el diseño y cuánto 
realmente fortalece este sistema político a los hogares con niños, niñas y 
adolescentes en una situación de pandemia y de crisis. 


SEÑOR REPRESENTANTE SÁNCHEZ (Alejandro).- Nos sumamos a la 
bienvenida del presidente del INAU y su Directorio. 


Voy a hacer una pregunta muy concreta, porque algunos otros aspectos 
de carácter programático ya fueron consultados por mis compañeras de 
bancada. Es una doble pregunta por si entendí mal. 


En un momento el presidente del INAU, Pablo Abdala, nos decía que 
además de concretar los proyectos PPP algunos en ejecución y otros por 
ejecutarse -cuarenta y dos-, dentro de las previsiones estaba la generación de 
un tercer proyecto PPP -si fue lo que entendí- con veintisiete más. Quizás estos 
veintisiete a los que hacía referencia son los que restaban de las PPP ya 
aprobadas. 


Esto es relevante por dos consideraciones. Me pareció entenderle que 
además de estos cuarenta y dos se planteaban, dentro de la programación, 
hacer veintisiete más, que serían nuevos; una tercera PPP. El presidente 
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Abdala me asiente con la cabeza que es así, que sería una nueva PPP con 
veintisiete más. Evidentemente, por lo que nos ha dicho el INAU -que en sus 
lineamientos estratégicos está seguir fortaleciendo este programa y la 
necesidad de construir esta infraestructura-, esto no está en el presupuesto 
quinquenal. Me parece relevante porque el Directorio del INAU decidió no 
hacer uso de su facultad de enviar su mensaje al Parlamento; el INAU podría 
haber decidido enviar su mensaje planteando que necesitaba construir 
veintisiete CAIF más y el Poder Ejecutivo, como ocurre muchas veces, 
presupuesta para el quinquenio esos recursos que no estaban, y luego habría 
que ver si el Parlamento daba esos recursos o si el INAU los conseguía en 
sucesivas rendiciones de cuentas. 


Se nos anuncia la posibilidad de que esos recursos estarán en próximas 
rendiciones de cuentas. Me interesa saber si esa es la intención del Directorio o 
es un compromiso del Ministerio de Economía y Finanzas con respecto a que 
exista el financiamiento para la construcción de esos veintisiete CAIF. Porque 
si ese fuera el caso debería estar en el presupuesto quinquenal; esos recursos 
deberían cargarse en el Inciso "Diversos Créditos" a partir de 2022 o 2023 
cuando se decida iniciar esos procesos. De lo contrario, esos veintisiete nuevos 
CAIF que se está planteando, que el INAU necesitaría o quiera construir, hoy 
no tienen presupuesto. 


Esto es relevante porque como saben el presidente y varios legisladores, 
la posibilidad de ejecución por la herramienta PPP desde su creación tiene 
topes a las posibilidades de incluir proyectos. Tiene un tope global de 
endeudamiento del país y tiene un tope de pago anual. En este presupuesto 
quinquenal el Poder Ejecutivo solicitó elevar los dos topes, el tope uno y el tope 
dos, el de endeudamiento global y el de endeudamiento por pago anual a 
quienes lo lleven adelante. ¿Por qué? Porque si estos topes no se elevan estas 
PPP que se habrían de concretar no se podrían realizar. Hoy, con las PPP que 
venimos pagando estamos en el límite de los topes establecidos legalmente. 


Entonces, veintisiete nuevos CAIF tendrían que estar primero en la 
programación financiera, y segundo, serían relevantes porque, según nuestros 
cálculos, en la discusión que mantuvimos con el ministro de Transporte y Obras 
Públicas, aun con lo que está estipulado en el artículo 633, de concretarse 
todas las PPP que ya estaban programadas, estaremos en el límite del tope. Al 
respecto, el ministro nos decía que habían pensado, diseñado distintas 
herramientas de financiamiento de infraestructura porque no se podían utilizar 
nuevas PPP debido a que aun con el incremento del tope que solicita el Poder 
Ejecutivo ya no se pueden crear nuevos proyectos PPP. 


Es relevante si lo que se está planteando es la construcción de 
veintisiete nuevos CAIF, pero si es por la modalidad PPP tenemos el problema 
de que ya estamos en el tope, en el límite. 


De todas maneras, fuera por PPP o no, dentro de la programación 
financiera del Poder Ejecutivo, en este caso en el Inciso "Diversos Créditos", 
esos recursos deberían estar para ejecutarse dentro de la programación en 
2022, 2023 o cuando fuera. De lo contrario, va a ser difícil la construcción. 


Por eso me parece importante saber si estamos hablando de la 
construcción de veintisiete a través de una nueva PPP o corresponden a los 
proyectos ya aprobados y que todavía no están en ejecución, sino pendientes. 
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Me parece importante saberlo para entender a cabalidad. 


SEÑORA REPRESENTANTE MATO (Verónica).- Saludo la presencia de la 
delegación; también la recibimos en la Comisión de Derechos Humanos en 
ocasión del análisis del proyecto de ley de urgente consideración. 


Las palabras del presidente del INAU trasmiten, de forma muy sincera, 
su interés en el proyecto INAU, su compromiso con los niños, niñas y 
adolescentes de Uruguay y por los que están en el INAU. 


(Ocupa la presidencia la señora representante Lilián Galán) 


En aquel momento, cuando el INAU compareció ante la Comisión de 
Derechos Humanos desde nuestro lugar también nos comprometimos a 
apoyarlo. Entonces, el presupuesto estaba en proceso de elaboración y 
decidimos apoyar el presupuesto del INAU por las situaciones por todos 
conocidas: la crisis económica que deviene por la pandemia, que afecta a los 
niños, niñas y adolescentes más pobres. Por otro lado, también la clase media, 
que en algún momento podía acceder a determinados centros privados, ahora 
va a tener que hacer uso de los CAIF. O sea que hay algo que se derrama 
desde el punto de vista económico y genera más apoyo y contención por parte 
de INAU en estos momentos. 


Analizando el presupuesto y leyendo versiones taquigráficas de la 
presentación del directorio de INAU ante la Comisión Especial de Población y 
Desarrollo, vemos que el presupuesto de la institución no refleja un crecimiento 
para las necesidades que existen. No quiero ser mala con la palabra, pero no 
está a la altura de las dificultades que va a tener la sociedad. 


Quiero dejar constancia de que esto me preocupa y de que conozco el 
compromiso del directorio. A su vez, en esa Comisión, el vicepresidente de 
INAU dijo que a través de un proceso de gestión se podía mejorar la forma de 
gestionar los recursos, que no se hace solamente con dinero. Es tanta la 
diferencia -lo preguntó la diputada Cairo en ese momento- que esos cambios 
que se pueden hacer a nivel de gestión parecen mínimos para poder generar 
los recursos. 


Quizás la pregunta es un poco atrevida, pero consulto al presidente de 
INAU si está conforme con este presupuesto y si siente que puede lograr las 
metas que estableció. 


En cuanto a la desinternación, pienso que la cara que tienen esos 
lugares es la de los adolescentes, porque hay muchos en proceso de 
internación y es muy difícil llevarlos a casas, a familias de acogida o que sean 
adoptados. Entonces, me gustaría saber cómo se va a trabajar con esos 
adolescentes y cuál es el proceso, porque no lo vemos reflejado en el 
presupuesto. Es una población que nos preocupa, tanto las mujeres como los 
varones 


Quisiera saber cuál es el proceso de INAU luego de que cumplen 
dieciocho años. Hay un trabajo que no vemos reflejado en el presupuesto. 


SEÑORA REPRESENTANTE DÍAZ REY (Bettiana).- Doy la bienvenida a la 
delegación y, en especial, al ex diputado Abdala 
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Es un gusto estar recibiendo a esta delegación y poder tener esta 
instancia de intercambio, que es muy necesaria para el análisis del proyecto de 
presupuesto nacional. 


Voy a ser bastante concreta. Compartimos la preocupación y los énfasis 
que se plantean en materia de dar prioridad a la desinternación. Algo de esto 
mencionaron las diputadas preopinantes. 


Quiero preguntar específicamente por las metas que se plantean, porque 
en la página 7 del Tomo ll, en la parte de Planificación Estratégica del Inciso, 
encuentro que la meta que está planteada habla de alrededor de quinientos 
niños, niñas y adolescentes. Me refiero a la totalidad de niños que se van a 
acoger al Programa de Acogimiento Familiar o que están siendo atendidos en 
las diferentes residencias, en el proceso de desinternación que INAU plantea 
como una prioridad, que compartimos. 


Me gustaría saber con qué recursos se va a contar para eso. Revisando 
algunos cuadros comparativos del crédito vigente, para el año 2020 figura cero 
pesos para el Programa de Acogimiento Familiar y quiero saber cuál es el 
motivo, porque luego hay un incremento en el gasto. También quisiera saber 
cuál es el motivo de que quede congelado y no refleje algunos incrementos 
presupuestales que quizás son necesarios. 


Son dudas bien concretas. El presidente de INAU nos adelantó algunas 
dudas que teníamos, porque es evidente que mira el articulado con ojos de 
diputado. 


SEÑOR REPRESENTANTE RODRÍGUEZ (Juan Martín).- Voy a hacer una 
aclaración ante la intervención del diputado Sánchez en referencia a lo que dijo 
el ministro Heber cuando compareció ante la Comisión, en cuanto a que no se 
iban a poder cumplir más PPP porque estaba comprometido. El ministro Heber, 
ante preguntas de los diputados Sánchez y Olmos, dijo: "La gran preocupación 
que tenía en los primeros meses de gestión del Ministerio era el 7,7 %, porque 
eso me llevaba a tener que decir a alguno de estos circuitos que no había plata 
porque nos pasábamos del porcentaje. Yo solicité al Ministerio de Economía y 
Finanzas levantar el tope, porque eso nos asegura poder cumplir con las PPP 
que vienen de la Administración anterior. El no tener el 9,9 % implicaba que 
alguna pudiera quedar por el camino [...]". Aclaro, porque eso fue lo que dijo el 
ministro y no que no se iba a poder cumplir con el 9 %. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- He tomado nota de las consultas que han ido 
desgranando los señores y las señoras legisladoras, y voy a tratar de ordenar 
las respuestas. Obviamente, algunas preguntas están vinculadas entre sí y eso 
formará parte del ordenamiento que voy a intentar hacer. 


La señora diputada Olivera preguntó por el estilo de nuestra estrategia o 
de nuestra actitud ante los problemas y ante las previsiones presupuestales, y 
se preocupó legítimamente por una afirmación nuestra en el sentido de que 
íbamos a tratar de ganar tiempo hasta tanto el presupuesto estuviera vigente, 
pero recién entonces, en tal caso con los recursos disponibles, estaríamos en 
condiciones de atender determinadas emergencias. Hice esa afirmación, no 
con relación a las emergencias -obviamente las emergencias como, por 
ejemplo, los ingresos no satisfechos al sistema de veinticuatro horas hay que 
atenderlos con ese sentido-, sino con referencia a las líneas estratégicas con 
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las que estamos planificando determinadas políticas y acciones con sentido de 
mediano y largo plazo. Por ejemplo, el refuerzo presupuestal y la inversión 
adicional con relación a la que hasta ahora se ha venido llevando a cabo en 
cuanto al acogimiento familiar y, en ese sentido, capaz que voy al encuentro de 
lo que preguntó la señora diputada Bettiana Díaz. Con el refuerzo presupuestal 
de $ 246.000.000 para el año 2021 -es un refuerzo presupuestal, es decir, un 
incremento de recursos presupuestales que esta administración va a invertir 
adicionalmente a lo que se ha invertido hasta ahora por parte de la 
administración anterior-, nos proponemos, precisamente, mejorar las 
asistencias y aumentar su valor. Esto tiene que ver con algunas de las otras 
consultas vinculadas con el acogimiento familiar y con las distintas medidas en 
las que estamos pensando para proyectar o para ampliar el sistema de 
acogida. Hoy las familias de acogida reciben entre 2 BPC y 3 BPC por cada 
niño o adolescente que tienen a su cargo. En realidad, la generalidad recibe 2 
BPC por niño o adolescente y aquellas familias que tienen a su cargo niños 
menores de dos años o con algún tipo de dificultad reciben 3 BPC. El propósito 
de la actual administración, con ese refuerzo presupuestal al que me estoy 
refiriendo, es llevar esas asistencias a un mínimo de 3 PBC por niño o por 
adolescente acogido en el seno familiar. 


También nos estamos proponiendo -y entendemos que con ese rubro, 
con ese incremento presupuestal, será viable financiar esta mejora- la 
extensión de esas asistencias hacia modalidades nuevas, hacia modalidades 
que hoy no se practican. Allí es donde incluyo a las familias de origen y a las 
familias biológicas. Lo dije en mi exposición inicial. Hoy las asistencias están 
dirigidas a las familias amigas en el sentido amplio, es decir, a las familias 
extensas, aquellas que tienen algún vínculo familiar, de consanguinidad o de 
parentesco con el niño o el adolescente, y a las familias amigas o por afinidad 
en el sentido estricto, que son las que antiguamente llamaban familia ajena, 
pero no a las familias de origen o biológicas, es decir, aquello que el Código 
manda en términos de agotar como primera posibilidad y como primera 
instancia, que es mantener el vínculo, o regenerarlo, entre ese niño o ese 
adolescente que está sufriendo una situación de desprotección o de 
vulneración de sus derechos y su padre, su madre, su familia original. 


Y cuando la causa es económica -quiero recordar lo que expresé en mi 
intervención inicial: no siempre es económica, pero sí lo es con relativa 
frecuencia-, la idea es que el Estado, a través del INAU, del programa Familia y 
del sistema de acogida pueda asistir a esas familias que en esa situación se 
encuentran para que se pueda prevenir y resolver, solucionar, evitar o contener 
el ingreso al sistema de veinticuatro horas. 


Eso es lo que nos hemos propuesto con relación a este asunto. 


Desde luego, en aquellos aspectos que nos preocupan mucho, 
vinculados con situaciones emergentes, situaciones urgentes, situaciones que 
implican una vulneración de derechos actual, que implican el incumplimiento en 
tiempo y forma de una orden judicial, obviamente, con relación a eso, no 
esperamos al 2021. 


En este sentido, quiero destacar la preocupación de los tres directores 
-es una preocupación compartida- y el enorme esfuerzo que se realiza desde 
los territorios, particularmente, desde la Dirección Departamental de 
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Montevideo -este es un fenómeno muy montevideano, aunque, por supuesto, 
también ocurre en distintos lugares del país- y desde la Unidad de Derivaciones 
y Urgencia, a los efectos de lograr para esas situaciones, que debieran recibir 
una respuesta diferente y mucho más inmediata de parte del Estado -y esto no 
es un tema que comenzara con la actual administración; tiene muchos años en 
el organismo y yo vine a conocerlo a partir del 1? de abril, cuando asumí la 
Presidencia del INAU-, salidas y soluciones que debieran ser inmediatas y no lo 
son. Esto tampoco implica que esas órdenes judiciales se cumplan tarde, mal y 
nunca. Seguramente, se cumplen tarde, pero se terminan cumpliendo, muchas 
veces, en coordinación con la sociedad civil, aumentando cupos en 
determinados convenios con organizaciones sociales que tienen centros de 
veinticuatro horas, que llevan adelante por el sistema de convenios. Por lo 
tanto, todas las semanas estamos aprobando la inversión o el "gasto", si se me 
permite, entre comillas bien grandes, de la ampliación de la capacidad para 
atender este tipo de situaciones. Sin embargo, hay un problema estructural 
que no podemos desconocer: actualmente, la realidad indica que necesitamos 
una ampliación bastante más importante. Es por eso que en el marco del plan 
estratégico en el que estamos trabajando estamos previendo que 
independientemente de esa atención cotidiana -tema de angustia y de 
preocupación permanente para todos los que trabajamos en el INAU- podamos 
dar una respuesta más apropiada desde el punto de vista estructural a partir de 
la aplicación del actual presupuesto, con esos cincuenta cupos, por lo menos. 
Esto no será una solución definitiva del problema, pero implicará adecuar de 
mejor manera la capacidad vigente con relación a la realidad que tenemos que 
atender. 


La señora diputada Olivera preguntó con relación a la inexistencia -dijo 
ella- del Sistema Nacional Integrado de Cuidados. Yo creo que no hay 
inexistencia ninguna del Sistema Nacional Integrado de Cuidados, sino que 
está vigente y se administra desde el Ministerio de Desarrollo Social. INAU lo 
integra en lo que concierne a la atención a la primera infancia. En ese sentido 
nada ha cambiado ni está previsto que cambie, por lo menos en lo que a INAU 
respecta. Y no me consta que el Poder Ejecutivo o el Ministerio de Desarrollo 
Social estén pensando en una modificación definitoria con relación a esto, 
relevante o cualitativa; por lo menos a nosotros nada de eso nos ha sido 
notificado. Cuando venga el ministro de Desarrollo Social se le podrá preguntar 
al respecto. 


Creo que interpreta mal la señora diputada Olivera cuando en los 
lineamientos estratégicos que aprobó por unanimidad el directorio que yo 
presido se afirma o se expresa que las líneas requieren una revisión profunda 
del quehacer institucional, promoviendo una transformación en la matriz de 
protección. No hay ninguna vía indirecta ni cosa oculta en esta afirmación. 
Cuando se habla del quehacer institucional no estamos haciendo referencia a 
una modificación de las estructuras institucionales actualmente vigentes. El 
quehacer institucional, en todo caso, tiene que ver con lo que hacen las 
instituciones; tenemos que ver de qué manera logramos que las instituciones 
vigentes alcancen mejores respuestas con relación a este aspecto que 
conduce directamente a la línea estratégica número uno. Cuando hablamos de 
la modificación de la matriz de protección nos referimos a lo que después 
desarrollamos en la línea estratégica número uno que -como dije- es transitar 
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del sistema de protección actual, basado en la internación o donde, sin duda, la 
internación ocupa una centralidad, a nuestro juicio, negativa y perniciosa, a un 
sistema de protección de base familiar y comunitaria, como también lo dice 
nuestro mensaje a texto expreso. 


En cuanto a los centros de primera infancia y al desarrollo de los 
programas de primera infancia -aquí capaz que vinculo las consultas de la 
señora diputada Olivera con la pregunta que hacía el señor diputado Sánchez-, 
sin duda, está claro que desde 1988 el país viene transitando un camino 
absolutamente saludable de una ampliación progresiva de la cobertura a nivel 
de primera infancia. En el INAU administramos más de quinientos cincuenta 
centros de primera infancia, entre las distintas modalidades que mencionó la 
diputada Olivera. Por supuesto, hay una participación mayoritaria de los CAIF, 
que son alrededor de cuatrocientos cincuenta -en números muy redondos; me 
puedo estar equivocando por algunas unidades o decenas-, pero también está 
la modalidad de los centros comunitarios de cuidados que se dan en el marco 
del Sistema Nacional Integrado de Cuidados y los centros Siempre, que han 
sido una modalidad que he elogiado y que nos proponemos mantener y, 
eventualmente, desarrollar, porque implica una solución inteligente en términos 
de combinar lo público con lo privado, lo municipal con lo nacional, como 
también dije antes. Desde ese punto de vista, no se han planteado cambios, 
sino todo lo contrario. 


Vamos sí, por supuesto, a desarrollar en dos fases sucesivas -esto tiene 
que ver con la consulta que hacía el diputado Sánchez- el Plan CAIF, en 
términos de ampliar la cobertura para varios miles de niños en los próximos 
tres años, a partir de los centros CAIF que se están incorporando -como 
también dije antes- o que se están terminando de construir, que se estarán 
entregando y abriendo entre este año y el año que viene, y el próximo llamado 
para la construcción de veintisiete nuevos CAIF en el marco de la economía 
mixta y del modelo de participación pública privada. 


Quiero ser muy claro en cuanto a los números porque se genera cierta 
confusión. Le asiste razón al diputado Sánchez al tener una duda razonable en 
cuanto a esto. Los procesos de construcción a través de las PPP los hemos 
compartido con la ANEP. Hubo un primer proceso que está en marcha, cuyos 
proyectos están en vías de terminación en estos años, que fue compartido con 
ANEP. 


Hubo un segundo llamado para la construcción de centros educativos a 
través del régimen de las PPP, exclusivamente de ANEP, y ahora habrá un 
tercer llamado, de veintisiete Centros CAIF para nosotros, pero que también es 
compartido con la ANEP, que empezará el año que viene. 


Estamos en pleno proceso de definición de la financiación con el 
contratista. Estamos en pleno proceso de firma del contrato definitivo y todo 
parece indicar -en función de los tiempos que estamos manejando- que en el 
2021 se cerraría esta etapa de la financiación del proyecto y de la firma del 
contrato para empezar la construcción de esos veintisiete CAIF que estarían 
terminando su construcción recién en el año 2022. Tengo aquí la nómina de 
estos y no hay ningún inconveniente en proporcionarla a la Comisión, aunque 
no es totalmente definitiva; puede sufrir algún ajuste y lo estamos analizando 
en el Directorio. 
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Por parte de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto del Ministerio de 
Economía y Finanzas se nos ha trasmitido que la previsión para atender las 
obligaciones emergentes de esas contrataciones que devengan de ese tercer 
llamado -segundo para nosotros- de construcción de CAIF a través de la PPP, 
no aparece en la propuesta presupuestal actual y el Poder Ejecutivo nos ha 
dicho que los habrá de prever desde el punto de vista presupuestal a partir de 
la rendición de cuentas del año próximo, que será rendición de cuentas del año 
2020 y ajuste presupuestal, como lo establece la Constitución de la República. 


SEÑOR REPRESENTANTE SÁNCHEZ (Alejandro).- Me ha quedado claro; 
precisamente, esa era la motivación de mi pregunta. 


Cuando el señor presidente del INAU hacía referencia a estos veintisiete 
CAIF que están en proceso de negociación de contrato, se trata de los del 
famoso tercer llamado, que ya están dentro de los topes de PPP. 


Había entendido que la orientación del INAU era construir veintisiete 
más, además de ese que ya estaba proyectado y cuya contratación se estaba 
negociando. Por eso, mi pregunta y mi duda sobre los topes, más allá de que 
aquí se leyó la versión taquigráfica de lo expresado por el señor ministro de 
Transporte y Obras Públicas en su comparencia. Lo que sí dijo fue que se 
elevaban los topes para poder hacer frente a estos llamados, ya que quedaron 
por construir algunas obras de infraestructura de CAIF y otras obras que tienen 
que ver con rutas nacionales. El Ministerio ha entendido que hay que avanzar 
por otro camino por dos razones. En primer lugar, por una crítica con respecto 
a la lentitud en la construcción de los PPP, pero, en segundo término, porque 
con el incremento de tope que se hace, cumpliendo con estos seis proyectos 
restantes se ocupa todo el tope. Esas son las dos razones por las que se 
construyen otras herramientas; si no, habría que elevar más el tope de lo que 
se hace a través del artículo. Me queda claro lo que dice el señor presidente 
del INAU en cuanto a que estamos haciendo referencia al famoso tercer 
llamado o al tercer PPP, que era lo que ya estaba proyectado y se estaban 
negociando sus contratos. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Continúo con las preguntas formuladas por los 
señores y las señoras legisladores. 


La señora diputada Ana Olivera preguntaba por los centros privados de 
educación no formal, cuya fiscalización corresponderá al INAU en el futuro 
cercano. En realidad, esa competencia ya está vigente a partir de la aprobación 
de la ley de urgente consideración, pero lo que está acordado en función de la 
reglamentación es que esa tarea se haga efectiva a partir del mes de enero, 
una vez que dispongamos de los recursos que están proyectándose aquí en 
cuanto a la contratación de supervisores y de inspectores a partir del año 
próximo. 


Estamos trabajando en esa dirección. Estamos hablando de más de 
cuatrocientos centros en todo el país, que se concentran fundamentalmente 
-más del 70 %- en el área metropolitana y en el departamento de Maldonado. 
Estamos hablando de una población de alrededor de diecisiete mil niños. 


El Ministerio de Educación y Cultura tiene un cuerpo inspectivo muy 
débil, de apenas ocho o diez inspectores que habrá que analizar con tiempo si 
pueden ser redistribuidos, en función de las normas en vigencia relativas a la 
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redistribución de funcionarios públicos al organismo, pero no estamos 
especulando con esa posibilidad. Como sabemos que tenemos que hacernos 
cargo de ese tema, estamos trabajando en eso. Cuando hablamos de la 
contratación del entorno de sesenta supervisores, estamos previendo una 
modalidad que estamos analizando, que podría ser combinar la supervisión del 
Programa de Primera Infancia de los Centros de Primera Infancia, de los CAIF, 
de los CAPI, etcétera, con el control y la fiscalización de estos centros privados, 
especializando esa supervisión en las dos modalidades y organizando 
territorialmente la tarea, de tal forma de alcanzar niveles estándares de 
eficiencia a ese respecto. 


SEÑORA REPRESENTANTE OLIVERA PESSANO (Ana María).- El doctor 
Abdala señaló con total claridad que, por supuesto, apuestan a los centros 
Siempre, a los CAPI, a las Casas Comunitarias de Cuidado, pero esto ¿no está 
reflejado aún presupuestalmente? Hablaba de ausencia porque no veía dónde 
estaban reflejados. 


Por otra parte, en relación al pasaje de los centros de educación inicial 
de la supervisión que tenía el MEC para el INAU, el doctor Abdala decía que 
hay una previsión de incremento de funcionarios planteada para esta área, ¿en 
función de recursos que ya están asignados? 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Los recursos están asignados y a la vista de los 
señores diputados. Esto lo vinculo con algunas de las consideraciones que 
hacía la señora diputada Lustemberg y con una pregunta concreta que formuló 
la señora diputada Mato en cuanto a si -por supuesto, en esto hablo a título 
absolutamente personal; no comprometo a mis compañeros de Directorio- yo 
estaba conforme con el resultado de la propuesta presupuestal que ingresó al 
Parlamento. 


Yo debo decir que estoy muy conforme y muy satisfecho de que en una 
coyuntura como la que enfrenta el país ahora, en un contexto en el cual se 
viene procesando esta discusión presupuestal, hayamos obtenido, como 
obtuvimos -si se me permite el término; capaz que no es la expresión más 
adecuada- un incremento global de más de $ 640.000.000, pero, sobre todo, un 
incremento en los rubros que preocupan a la señora diputada Ana Olivera y 
que me preocupan mucho a mi, que son aquellos vinculados con las 
prestaciones, con la atención, con el financiamiento de los convenios con la 
organización de la sociedad civil. A mi me deja muy satisfecho; lo digo con 
absoluta franqueza. Por supuesto, no nos sobra nada y tendremos que hacer 
un enorme esfuerzo de eficiencia. Eso también lo vamos a hacer, por la 
enorme ineficiencia que hemos constatado, o importante -no quiero dramatizar- 
en cuanto a la aplicación y la administración de los recursos del rubro 
transferencias y en cuanto al financiamiento de los convenios con las 
organizaciones de la sociedad civil. 


En lo que respecta -por eso hice al principio de mi intervención esa 
apertura en cuanto a cómo se llega a ese incremento final- al aumento de los 
rubro asociados, a las transferencias a las organizaciones sociales, a la 
supervisión, es decir, a todo lo que se vincula con la gestión directa y con la 
atención que lleva adelante el INAU para niños, niñas y adolescentes, nosotros 
tenemos un incremento de $ 1.000.000.000, lo que, con relación al rubro 
vigente para este año 2020, representa aproximadamente el 8%. Podría haber 
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sido más; desde luego, hubiéramos querido que fuera más, pero fue lo que fue 
y yo, francamente, creo que esto -esta es una valoración política; se puede 
compartir o no- da razón a aquello de que a pesar de la dificultades, del 
creciente déficit fiscal y de los problemas de carácter financiero que enfrenta el 
país, las políticas sociales -por lo menos, las que conciernen al INAU- han 
tenido -esta es una valoración mía- una contemplación especial. 


Por supuesto que una vez que se culmine la obra de los CAIF habrá que 
ponerlos a funcionar y no hemos cambiado nada en cuanto al criterio que 
históricamente se ha venido siguiendo en el organismo de que mientras 
transcurre la construcción de cada centro, al mismo tiempo se desarrolla un 
proceso para seleccionar, a través de una licitación, a la organización social 
que habrá de atender a cada uno de los CAIF que, precisamente, se van 
inaugurando. 


En ese sentido, estamos trabajando con los veinticuatro -repito las cifras- 
que se van a poner en funcionamiento entre 2020 y 2021, y así se hará, como 
reflexionábamos recién con el señor diputado Sánchez con relación a la tercera 
PPP y a los veintisiete que vengan entre el 2022 y el 2023. Y entretanto 
tendremos que ir pensando -porque el país siempre va pensando en esos 
términos- cómo sigue esta historia del apoyo a la primera infancia, tan 
saludable, repito, desde hace treinta y dos años, a partir de 2023 y ya hacia el 
término del período de gobierno. 


Pero, fíjese usted, señora presidenta que, voy a dar números absolutos, 
con relación al rubro previsto para la financiación de convenios entre 
organizaciones sociales e INAU. Pasamos de una asignación en el 2020 de 
$ 2.929.000.000 a una asignación de $ 5.265.000.000. Ahí está contemplado 
todo eso. 


Para todo esto, por supuesto -eso tiene que ver con aspectos 
instrumentales y de gestión financiera-, estamos pidiéndole al Parlamento lo 
que viene consagrado o proyectado en los primeros cuatro artículos del Inciso, 
que se vincula con la forma de gestionar los convenios, de uniformizar las 
escalas de pago, de realizar determinadas trasposiciones de rubros, de un 
programa a otro, a los efectos de mejorar la atención. No nos olvidemos de 
que, en la medida en que tengamos éxito -que ojalá lo tengamos y el 
Parlamento nos ayude- en los planes de desinternación, eso va a tener una 
consecuencia económica y se van a generar espacios presupuestales que 
habrá que ver de qué forma el organismo va reasignando y administrando su 
ejecución. Fíjense ustedes que recién a esta altura de la discusión estamos 
hablando del costo de la internación en términos presupuestales y del costo del 
acogimiento familiar. Queda claro que a ninguno de nosotros es lo que más nos 
preocupa; lo que más nos preocupa es la perspectiva del derecho a vivir en 
familia y es, por lo tanto, la promoción de los niños y los adolescentes. Pero si 
vamos al tema de los costos, hay una diferencia de seis a siete veces el costo 
de la internación en un centro de 24 horas de gestión directa, con relación al 
"costo" -entre comillas- que puede tener asistir a una familia de acogida o, 
eventualmente, financiar los procesos de adopción de una manera más eficaz. 


Obviamente, repito, si ese éxito social, familiar, de derechos se lleva a 
cabo y se concreta habrá un segundo éxito colateral, que será la disponibilidad 
de recursos que antes estaban aplicados al sistema de 24 horas, que 
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tendremos que redireccionar. Por eso es que -me adelanto a la explicación- en 
los primeros artículos del presupuesto, 529, 530, 531 y 532, estamos pidiendo, 
precisamente, facultades al Parlamento para poder realizar, con los recursos 
presupuestales que se nos asignen, esas trasposiciones que nos resulta 
menester realizar. 


En cuanto al Programa Calle y al Programa Cercanías, señora 
presidenta, que ha sido una preocupación del Parlamento absolutamente 
legítima y que, por supuesto, es preocupación también del Directorio del INAU, 
lo primero que quiero decir como constatación inicial es que los programas van 
a continuar. Que continúen no quiere decir que no los estemos analizando y 
revisando y que, eventualmente, puedan tener algún tipo de reformulación, 
porque probablemente eso acontezca. 


En el presupuesto hay algunas disposiciones donde se reformulan, 
modifican o amplían las competencias de la OPP a los efectos de llevar 
adelante determinadas coordinaciones con el Ministerio de Desarrollo Social, 
con ASSE, con INAU, fundamentalmente, en cuanto a aquellos programas y 
aquellas actividades solapadas, superpuestas oO  cogestionadas, para 
ordenarlas de la mejor manera posible, pero no en una lógica economicista, 
sino para ser eficientes en cuanto a la aplicación de los recursos y a la mejor 
obtención de los resultados sociales. 


(Ocupa la Presidencia el señor representante Sebastián Andújar) 


——_Quiero decir que con el Ministerio de Economía y Finanzas, con OPP y con 
el Ministerio de Desarrollo Social hemos avanzado -y las señoras 
representantes de APEP aquí presentes participaron conmigo de una reunión- 
en cuanto a la definición de que INAU va a preservar para sí la inversión en el 
programa Cercanías, asociada a un objetivo que también hemos compartido en 
el directorio que es, precisamente, la desinternación. Porque Cercanías tiene 
dos modalidades: la modalidad del trabajo en territorio y la del trabajo en 
territorio asociada a aquellos chicos que están en contexto o que ya están 
internados en un centro de 24 horas. 


Esos dispositivos se van a mantener. Además, es muy sencillo y de 
sentido común llegar a esa conclusión. Hemos planteado la necesidad de 
definir la desinternación como un objetivo, no del INAU, sino nacional. Me 
refiero a aquellos dispositivos que estén bien evaluados, que hayan cumplido 
satisfactoriamente su labor hasta ahora; en general, lo que hemos visto es que 
aquellos que están asociados a los centros 24 horas han sido muy eficaces. Ya 
la valoración es distinta en los demás y es muy dispar. No vamos a entrar en 
ese tema ahora pero, desde luego, que aquello que ha funcionado bien y ha 
permitido sacar niños -perdónenme la vulgaridad- de las instituciones públicas 
o eventualmente prevenir o contener la posibilidad de que caiga en el sistema 
de 24 horas, lo vamos a mantener; de lo contrario, evidentemente habría un 
contrasentido muy grande con lo que estoy afirmando. 


Con el programa Calle se está analizando el tema a nivel de la 
estructura del organismo, de la dirección general, de la dirección territorial y de 
la dirección programática y ahí también hay una disparidad muy grande. 
Todavía el directorio no ha abordado el tema en forma precisa y profunda 
porque, además, tampoco tenemos una urgencia especial; este es un tema 
para analizarlo con detenimiento, con prudencia y con moderación para el año 
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que viene. No vamos a tomar ninguna decisión precipitadamente -le adelanto a 
la señora diputada Olivera- en lo que resta del año 2020. Yo no sé hoy qué 
decisiones vamos a tomar, si es que vamos a terminar tomando alguna. 
Seguramente, alguna terminemos adoptando, pero hoy no estoy en 
condiciones de decir en qué medidas concretas estamos pensando con los 
dispositivos vigentes. Con relación al programa Calle lo que a mí se me ha 
adelantado informalmente es que, repito, hay una heterogeneidad muy grande, 
porque hay algunos proyectos que no están respondiendo a las necesidades 
del territorio que tienen asignado; otros, sí, trabajan muy bien. Hoy tenemos 
trece dispositivos: ocho por convenio con la sociedad civil y cinco equipos 
conformados por técnicos del organismo. Algunos están desperfilados en 
cuanto a que, si bien tienen convenios vigentes en el trabajo en territorio y 
específicamente en las situaciones de calle, en los hechos hoy están 
cumpliendo funciones diferentes. Además, se los ha contratado por sesenta o 
setenta cupos y están atendiendo la mitad de los niños y no lo están haciendo 
en términos de contemplar situaciones que acontecen en la calle, sino que está 
funcionando como clubes de niños. En los hechos, han derivado hacia 
modalidades de esas características o centros juveniles. Eso es lo que 
aspiramos a ordenar, pero no con una mentalidad o criterio de recorte 
indiscriminado, sino que, por supuesto, lo vamos a hacer con la prudencia y 
con la inteligencia hasta donde nos lo permitan las capacidades personales y 
colectivas que sean necesarias, señor presidente. 


No sé si me quedó alguna pregunta pendiente; creo haberlas respondido 
todas. Si no, estamos a las órdenes. 


SEÑORA REPRESENTANTE OLIVERA PESSANO (Ana María).- Disculpe mi 
insistencia, señor presidente y estimado Abdala, sobre un tema que ha sido de 
preocupación desde los inicios de este período y que tengo la sensación de 
que sigue quedando en el limbo. Me refiero a los niños y niñas de tres años. 


Vuelvo sobre este punto, porque sé que existe una orientación 
establecida como lineamiento estratégico de ANEP de la vuelta de tres años al 
plan CAIF. Uno de los principales acuerdos, sobre la formación y la 
capacitación, estaba planteada para la especialización de INAU de cero a dos 
años y el incremento de las capacidades en los jardines de ANEP para tres 
años que incluye, por supuesto, una enorme cantidad de construcción de 
jardines, prevista también por el método PPP a las que hacía referencia 
Abdala, para absorber la universalización de tres años. 


Tanto el ministro Bartol como Abdala respondieron en el debate de la 
LUC que estaba en discusión lo de la universalización y lo de crear esas 
capacidades, pero en el entretanto -no es con ellos, pero los afecta- está el 
tema de volver los tres años a INAU, como está planteado en los lineamientos 
de ANEP. 


Muchas gracias, señor presidente y disculpe mi insistencia permanente, 
señor Abdala. 


SEÑORA REPRESENTANTE MATO (Verónica).- Creo que faltó responder 
una pregunta de la señora diputada Lustemberg -quien debió retirarse de sala 
por temas de agenda-, que tiene que ver con la violencia hacia los niños, niñas 
y adolescentes, tema que no está reflejado en el presupuesto. 
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Me gustaría contar con un poco más de información al respecto. 


SEÑOR ABADALA (Pablo).- Con relación a la pregunta de la señora diputada 
Ana Olivera -debo ser muy sincero-, conozco su inquietud, que no es nueva 
pues también la ha formulado cuando comparecimos para analizar el proyecto 
de la LUC. 


Comparto la inquietud, la compartimos todos. Hoy no tenemos una 
respuesta concreta para dar, entre otras cosas, porque debemos ser serios. Sí 
quiero decir que en nombre de la institución asumimos el compromiso y que es 
un tema que nos preocupa, que se ha planteado, que está en la agenda y que 
vamos a trabajar en él. Espero que podamos trabajar en forma conjunta a 
efectos de concretar esa extensión. 


Reitero que hoy no tenemos una solución, propuesta o respuesta 
definida. Lo vamos a analizar. Me comprometo a volver al Parlamento cuando 
la señora diputada Olivera me convoque por este específico tema y, si no lo 
hace, tal vez yo solicite una nueva reunión a la Comisión Especial de Población 
y Desarrollo. Entiendo que le asiste razón a la señora diputada y, por lo tanto, 
en eso vamos a trabajar. 


En cuanto a la consulta de la señora diputada Mato, también tiene razón. 
Efectivamente, me quedó pendiente esa respuesta; dije algo en mi intervención 
inicial. 

El desafío de enfrentar el problema de la explotación sexual es muy 
grande. A todos nos preocupa mucho esto. Creo que cometemos un error muy 
grave -no lo hace la señora diputada Mato, y mucho menos la señora diputada 
Lustemberg; en todo caso, cometí esta digresión porque es conocido que 
desde hace mucho tiempo la señora diputada Lustemberg está muy 
comprometida con el tema de la niñez y, además, solo una ventaja le lleva A la 
señora diputada Mato en este y es el hecho de que fue funcionaria del INAU- si 
razonamos que por tratarse de niñas, niños y adolescentes solamente el INAU 
debe resolver y estar a cargo de este tema. 


Esto es de enorme complejidad. En la exposición general, cuando me 
referí a estos asuntos hablé de epidemia. Creo que tenemos que avanzar por el 
camino que la Comisión de Derechos Humanos, que preside la señora 
diputada Mato, comenzó a transitar a partir de un proyecto del señor diputado 
Gianoli, que hizo suyo todo el sistema político, que aprobó esta Cámara y que 
ojalá también lo apruebe el Senado. 


Lo que se está necesitando con relación a la explotación sexual y a la 
violencia en general contra los niños es una estrategia nacional, que el país no 
la tiene. Esto lo dije en mi intervención inicial. 


Desde luego que vamos a seguir haciendo lo que estamos realizando; 
que no aparezcan cosas nuevas en el presupuesto no quiere decir que no 
mantengamos las que hoy están vigentes. Por supuesto que todos los 
referentes temáticos en materia de violencia van a permanecer en el ejercicio 
de sus tareas y de sus funciones; también estarán los equipos itinerantes para 
atender a las víctimas, que funcionan en Montevideo, Canelones y en resto del 
interior del país. ¡Ojalá que pudiéramos ampliar esto! Lo que ocurre es que las 
necesidades y los desafíos son ilimitados, pero las posibilidades y los recursos 
siempre son limitados. 
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Algo implícito viene en el presupuesto -lo dije antes y lo reitero ahora- 
que tiene que ver con la explotación sexual, es decir, el combate a toda la 
ilegalidad e i¡licitudes que se producen en los ámbitos de las whiskerías y los 
boliches de la actividad nocturna en los que participan menores de edad en 
forma ilegítima, inapropiada y vulneratoria de los derechos. 


Esto lo estamos combatiendo con algunas medidas que vienen en el 
proyecto respecto a ampliar las posibilidades sancionatorias y la eficacia de las 
sanciones a quienes incumplen dichas normas, y reforzar -esto también lo dije 
antes- el cuerpo inspectivo del Departamento de Espectáculos Públicos, que es 
muy débil, pues queremos que haya más inspectores; están los recursos para 
esto, que contribuirán al combate a este flagelo. 


SEÑORA REPRESENTANTE OLIVERA PESSANO (Ana María).- Creo que se 
ha respondido una pregunta a medias y otra que no se ha respondido. 


La que entiendo que no se contestó tiene que ver con la salud mental y 
los centros. Este es un objetivo que va más allá de la no internación. Este es un 
gran tema que ha tenido el INAU en el transcurso de los años con el famoso 
cupo para las clínicas privadas y con la necesidad de atención en el sistema 
público. 


Creo que cuando se habla de atención en el sistema se refiere tanto del 
privado como el público. Hay muchos que podrían atenderse en el sistema 
privado. Recuerdo que hay algún porcentaje que podría atenderse en el ámbito 
privado. 


A su vez, quiero reiterar lo de los gastos. Estamos en un proceso de 
apertura de CAIF. Entendí que el presidente Abdala dijo que luego de la 
apertura de los CAIF se generaría el llamado a licitación y que se dispondrían 
de recursos. 


Quisiera saber si esos recursos figuran en el proyecto. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- He anotado, pero pasé por alto las clínicas 
psiquiátricas. 


Dije que estamos iniciando un proceso y un camino hacia un modelo que 
sería más saludable que el que tenemos hoy. Me refiero a que las situaciones 
de salud mental, en sus diversas formas -los vinculados a patología agudas 
como las patologías más leves y, por lo tanto, demandan un tratamiento de 
medio camino-, no estén en la órbita del INAU, sino en la de ASSE y del 
Ministerio de Salud Pública. 


El encadenamiento de los planteamientos y de las respuestas nos ha 
llevado a invadir el articulado, porque con esto me refiero al artículo específico 
que figura en el Inciso 27, que transfiere esta tarea vinculada a la atención a los 
agudos a la Administración de los Servicios de Salud del Estado. 


En un segundo inciso de ese artículo -lo habrán visto los señores 
diputados- se establece que el INAU cumplirá y mantendrá los contratos 
vigentes porque hay un tema que se vincula con la responsabilidad del Estado; 
después será ASSE la que tendrá que asumir esa tarea, reglamentar la nueva 
competencia y dar las respuestas asistenciales que correspondan. 
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Yo no quiero hablar por ASSE, pues cuando su directorio concurra 
tendrá una respuesta mucho más concreta y certera de la que hoy yo pueda 
brindar. Entiendo que eso se hará a través de los distintos efectores de la salud 
y de los dispositivos públicos y privados. 


Este es un razonamiento en voz alta, porque a partir de la aprobación de 
este artículo, si es que así lo dispone el Parlamento, la forma de implementar, 
instrumentar y llevar a cabo esto ya no nos competerá ni corresponderá. 


Reitero que es solo el inicio de un camino. 


También nos preocupan mucho los quinientos treinta adultos con 
discapacidad que tenemos en el INAU. Esto no se soluciona en esta propuesta 
presupuestal, pero aspiramos -hay un compromiso del Poder Ejecutivo, del 
Mides, de ASSE y de la OPP- a dar respuestas en futuras instancias, por 
razones vinculadas a los derechos de esos compatriotas que, obviamente, no 
están recibiendo la mejor respuesta de parte del Estado. La mejor respuesta 
deberían recibirla de los organismos especializados, es decir, el Ministerio de 
Salud Pública y ASSE. 


La salud mental representa prácticamente el 8% del presupuesto del 
Instituto. Y más allá de que nosotros transfiramos la función con el cometido y 
con el crédito, asumir tareas que van más allá de nuestra especialidad siempre 
genera ineficiencias, ya sea en forma directa o indirecta. Por lo tanto, avanzar 
en ese camino implicará aumentar las eficiencias donde las tenemos que 
aumentar: en atender a los noventa mil niños que atendemos todos los días en 
las más diversas modalidades. 


En cuanto a la última pregunta de la señora diputada Olivera, lo dije 
antes y lo repito ahora: están los rubros, están proyectados, están en el 
planillado y están los recursos para financiar la contratación de las 
organizaciones de la sociedad civil que se harán cargo de los CAIF que 
estaremos abriendo en los próximos meses y en los próximos años. 


SEÑOR REPRESENTANTE VIVIANO (Álvaro).- Quiero hacer un agregado a 
lo planteado por la señora diputada Olivera. Como ella dice, es un buen insumo 
para el trabajo de la Comisión leer los mensajes de los distintos Incisos para 
constatar las diferentes líneas de acción que impulsa cada delegación, y en 
este caso, particularmente, las líneas estratégicas en las que ASSE está 
poniendo el énfasis. Se ha dicho que se está pensando en algún centro 
especializado en el Hospital Pereira Rossell para atender estas situaciones, no 
solo para lo que llega, sino para lo que eventualmente pueda demandar como 
necesidad el INAU. Redondeando este concepto que implica un enfoque muy 
interesante para seguir avanzando, simplemente quiero saber cuándo se 
concretará esto. 


SEÑORA REPRESENTANTE MATO (Verónica).- El presidente del INAU se 
refería a las temáticas vinculadas con violencia y abuso hacia niños, niñas y 
adolescentes como "epidemia". Ahí tengo una diferencia, porque creo que más 
que una epidemia, que depende de un contagio, se trata de algo que se devela. 
Esta es una situación que viene pasando en la sociedad desde hace muchos 
años, pero por los mecanismos que hay ahora, se hace más visible y se puede 
denunciar. También ahora se toma a los niños, niñas y adolescentes como 
sujetos de derecho. Quería acotar simplemente eso. 
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SEÑOR ABDALA (Pablo).- Lo comparto. 


Ahora vamos a referirnos a los once artículos que nos corresponden. 
Sugeriría agrupar los primeros cuatro en una sola explicación, porque están 
concatenados y refieren al mismo objetivo: el aumento de las eficiencias. 
Después voy a pedir a la contadora Gorozurreta que amplíe la explicación 
inicial. Lo que tenía para decir con relación a esto lo fui diciendo en el 
transcurso de la sesión. En la actualidad, hay una dispersión y una variedad 
muy grande de escalas de pagos en cuanto a las distintas modalidades de 
atención y convenios, según sean de primera infancia, de infancia o de 
adolescencia. Esos pagos diversos se fueron dando a través del tiempo y en 
función de distintas decisiones que el organismo fue adoptando para 
contemplar situaciones particulares que fueron apareciendo, y hoy muchos no 
se ajustan a las necesidades actuales. Por lo tanto, el organismo se propone 
unificar esos criterios procurando la eficiencia y estableciendo montos 
diferenciales donde corresponda, de acuerdo a la demanda de la atención pero 
contemplando realidades en términos de alguno de estos convenios que 
constituyen un mismo proyecto desde el punto de vista socioeducativo. En 
cuanto a las necesidades de la atención y a los aspectos que hay que financiar 
-por ejemplo en algún caso se paga alquiler y en otro no- surgen disparidades 
que esta enorme dispersión que existe en las modalidades de atención no 
contemplan de forma razonable y eficiente, y a veces terminan siendo 
contempladas sobreabundantemente, lo que genera otro tipo de ineficiencias 
como la acumulación de partidas. Como yo decía hoy, se reciben partidas que 
después no terminan siendo invertidas porque el presupuesto está cubierto, y 
eso tiene un costo financiero que a la postre se convierte sin duda en una 
ineficiencia económica. Ese ordenamiento es el que pretendemos lograr a 
partir, fundamentalmente, del artículo 529. 


Los otros tres artículos tienen que ver con la redistribución de créditos 
presupuestales y las trasposiciones de rubros a las que me refería. En función 
de la estrategia que el organismo va a seguir -ya lo dije antes, pero no tengo 
más remedio que repetirlo ahora- y de acuerdo al éxito que tengamos en 
cuanto a alcanzar los objetivos, a la disminución de costos en el sistema de 
veinticuatro horas y a la necesidad de ir reforzando adicionalmente los 
mecanismos de acogimiento familiar, podremos ir trasponiendo rubros o 
recursos del rubro cero a gastos de funcionamiento de servicios no personales 
o de rubro cero a servicios no personales y transferencias, que es básicamente 
lo que aparece mencionado en los artículos subsiguientes: 530, 531 y 532. 


Como había anunciado, voy a pedir a la contadora Gorozurreta que haga 
algún aporte más técnico y preciso que el que yo pueda realizar. 


SEÑORA GOROZURRETA (Ana Paula).- La estrategia del directorio tiene que 
ver con una transformación muy grande en la forma de atención y de mover el 
crédito presupuestal, o sea, en que el crédito presupuestal esté dialogando con 
las líneas estratégicas. Eso genera que tengamos que hacer, luego del análisis 
de la estrategia, la estructura y las necesidades de los distintos convenios, 
posibles movimientos de créditos, pero hoy estamos limitados por las normas 
de trasposiciones de crédito para hacerlo. Como dijo el presidente del INAU, de 
aquí a fin de año vamos a saber cuáles son los movimientos de crédito que 
deberemos hacer para sostener las líneas estratégicas: la línea 1 en el 
programa 400 y la 2 en el 340. Ahí se va a visualizar todo lo que tiene que ver 
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con primera infancia, CAIF, clubes de niños, centros juveniles. La idea es que 
podamos hacer un seguimiento presupuestal y estratégico asociado, así como 
las reasignaciones y trasposiciones de crédito que necesitemos, ya que hoy 
estamos limitados por las normas. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- El artículo 533, en el que ya hemos profundizado 
bastante, tiene que ver con la transferencia a ASSE de la atención de los niños 
con patologías agudas. Creo que lo fundamentamos de manera bastante 
recurrente, pero estoy a la orden por alguna duda que puedan tener los 
señores diputados. 


El artículo 534 tiene que ver con la competencia que nos encomienda la 
ley de urgente consideración, de la que también hablamos, en cuanto a la 
fiscalización de los centros privados de educación no formal, los centros de 
primera infancia. Lo que aquí estamos haciendo es, simplemente -desde el 
punto de vista jurídico es un perfeccionamiento de la normativa vigente-, dar 
rango legal a lo que hoy ya está establecido a nivel de las normas 
administrativas. Estamos tomando un decreto del Poder Ejecutivo que 
establece las sanciones: observación, apercibimiento, multa, clausura temporal, 
etcétera. La potestad punitiva es del Parlamento, pero advertimos allí una 
inconsistencia, debilidad jurídica o hasta una ¡legalidad en esta situación que 
no está debidamente fundada desde el punto de vista jurídico. Como ahora 
tenemos que encargarnos de esto, proponemos al Parlamento -repito, esto es 
textualmente lo que está vigente en el decreto- darle rango legal a esa 
disposición. El artículo 535 tiene que ver con solucionar una situación de 
carácter jurídico que se da con el Tribunal de Cuentas de la República. 


En forma periódica, el organismo debe ratificar el pago de una 
prestación en especie. En realidad, esto tiene que ver con una circunstancia 
que se da de hecho: no estamos hablando de una prestación de alimentación 
que tenga valor retributivo, sino de que los trabajadores y educadores del INAU 
que están dedicados a la atención directa almuerzan, meriendan o cenan con 
los chicos en los centros 24 Horas. 


El hecho es que el Tribunal de Cuentas nos observa que eso no se 
impute para el cálculo del impuesto a la renta de las personas físicas. 
Obviamente, las partidas de alimentación tienen naturaleza retributiva y 
deberían constituir parte del hecho generador del pago del impuesto. Nosotros 
sostenemos que en este caso no estamos hablando de una prestación según la 
cual un funcionario recibe un tique de alimentación o una compensación en 
dinero por concepto de alimentos sino, simplemente, del almuerzo que 
comparte con los niños y adolescentes que están en esos centros. 


Para solucionar este problema -el Tribunal de Cuentas y los contadores 
delegados advierten una dificultad jurídica en este sentido-, nuestros asesores 
nos han sugerido esta alternativa. De esta manera, estaríamos solucionando 
legalmente ese problema y superaríamos las constantes observaciones del 
Tribunal de Cuentas, que son de carácter formal. 


SEÑOR RESPRESENTANTE POSADA PAGLIOTTI (Iván).- ¿Cuáles son las 
características que tienen las prestaciones de alimentación? ¿Es alimentación 
o son partidas destinadas a alimentación? 
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SEÑOR ABDALA (Pablo).- Tiene que ver con que estos funcionarios comen 
con los niños en los centros: comparten el almuerzo y la cena. Además, se 
debería tener en cuenta que esto tiene un carácter socioeducativo, de 
integración o inclusivo 


Parece bastante insólito, pero esa es la realidad que tenemos y 
queremos corregir por esta vía. 


SEÑOR REPRESENTANTE POSADA PAGLIOTTI (Iván).- Lo insólito es que 
eso se incluya a los efectos de la liquidación del impuesto a la renta de las 
personas físicas. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- No se incluye. En realidad, el Tribunal de Cuentas 
nos exige que lo incluyamos. Como no lo hacemos, nos observa. 


SEÑOR REPRESENTANTE POSADA PAGLIOTTI (Iván).- Gracias por la 
respuesta; me ha quedado claro este punto. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- El artículo 536 tiene que ver con un asunto que ha 
sido preocupación reiterada de los señores legisladores y, por supuesto, 
nuestra: el combate a las violencias y a la explotación sexual. Refiere a las 
sanciones que se aplican a los titulares de los emprendimientos nocturnos que 
admiten la participación de menores de edad, lo cual es ilegal y absolutamente 
ilícito. 

El Código de la Niñez y la Adolescencia y la ley actual regulan estos 
aspectos. Nuestra propuesta consiste en modificar dos aspectos del artículo 
que está vigente. Uno, es la necesidad de duplicar las sanciones en caso de 
reincidencia. Actualmente, de acuerdo a la ley, se podrá duplicar la sanción 
cuando haya una conducta reiterada de determinado empresario o local. En 
este caso, le estamos pidiendo al legislador que defina en forma imperativa que 
en caso de reincidencia la sanción impuesta originalmente se duplicará. 


El otro aspecto que modifica tiene que ver con el cumplimiento de la 
sanción. Hoy, nuestros inspectores de espectáculos públicos nos dicen 
permanentemente que cuando aplican una sanción, por ejemplo de diez días, 
como el local funciona solo los fines de semana, la sanción en lugar de ser de 
diez días termina siendo de dos o tres días porque el resto, está cerrado. Como 
esto tiene una función de persuasión y de carácter ejemplarizante, pedimos 
que las sanciones se hagan efectivas en los días en que ese local o 
emprendimiento funciona desde el punto de vista comercial. 


El artículo 537 tiene que ver con una pequeña modificación al régimen 
de provisoriato establecido para el INAU. Como es sabido, hay un régimen 
general y una definición en la Ley N* 19.535, que crea el mecanismo de 
provisoriato para el INAU. 


La norma que llegó al Parlamento contiene una modificación específica 
del plazo. El quinto inciso del artículo modificado establece: "Cumplidos 
veintidós meses efectivos de labor, el Directorio convocará al Tribunal de 
Evaluación [...]". Creemos que el plazo que tenemos es demasiado exiguo 
hasta completar los veinticuatro meses. Me refiero al tiempo del provisoriato 
para la conformación de los tribunales -donde tiene que haber representación 
de los trabajadores, del sindicato- y, por lo tanto, para iniciar el proceso de 
evaluación. En definitiva, estamos pidiendo llevar ese plazo a veintidós meses. 
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El propósito es tener el tiempo necesario y suficiente como para desarrollar 
satisfactoriamente el proceso de evaluación. 


La versión original del texto incluía otro aspecto que tiene que ver con 
algo que el Poder Ejecutivo soluciona, a mi juicio parcialmente, en el artículo 24 
del proyecto, que integra la sección relativa a las normas sobre funcionarios. 
Con relación al provisoriato de INAU, queríamos establecer a texto expreso la 
imposibilidad de que un trabajador que todavía no es funcionario y está 
cursando los veinticuatro meses de provisoriato para, eventualmente, después 
quedar presupuestado, pueda ser trasladado en comisión a otro organismo a 
pedido de un legislador, de un ministro, etcétera. El proyecto del Poder 
Ejecutivo soluciona este problema parcialmente ya que en el artículo 24 se 
establece que tendrán que cumplirse tres años antes de que un funcionario 
público sea trasladado en comisión a otro organismo. Digo que soluciona 
parcialmente el problema porque en lo que respecta a nosotros sobreviene una 
duda porque el artículo 24 hace referencia a que el mismo régimen se aplicará 
para los servicios descentralizados. Obviamente, esto lo tendrán que analizar 
los señores legisladores a la hora de legislar. Yo no sé si esa referencia al 
régimen tiene que ver con ese impedimento y ese plazo imperativo de tres 
años o con las incompatibilidades, con el estatuto o con el régimen que se le 
aplica a ese funcionario en comisión, lo que viene después. Así que dejo 
planteada esta duda en cuanto a la redacción de ese artículo. En principio, a 
nosotros no nos alcanza con que los legisladores sean los únicos que no 
pueden pedirnos funcionarios en provisoriato. Nosotros preferiríamos una 
limitación de carácter general porque, además de un legislador, también nos 
los podrían pedir un ente autónomo, otro servicio descentralizado o un gobierno 
departamental 


Reitero que nos importa mucho lo del plazo y que con respecto a este 
artículo procurábamos otra modificación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Mañana recibiremos a la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, así que vamos a tratar de evacuar esta duda que, aclaro, no la tiene 
solamente usted. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- El artículo 538 tiene que ver con algo que 
realmente nos importa y nos entusiasma mucho: la creación de los consejos 
consultivos honorarios. En el directorio hubo coincidencia en este punto 
recogiendo -en aras de ser sincero- una idea que sugirió de la sociedad civil, 
específicamente, del Colectivo Infancia. 


El Colectivo Infancia es un ámbito que compartimos los directores del 
INAU -de la dirección general y las autoridades de las subdirecciones 
generales- con las cuatro redes de organizaciones sociales que llevan adelante 
la gestión por convenio. Ellos nos hablaron de algo que nos preocupa a todos: 
la necesidad de reafirmar la rectoría y la gestión institucional del INAU como 
titular de las políticas de infancia y adolescencia. Como dijimos antes, solos no 
podemos; necesitamos del concurso, de la complementariedad y de la 
interinstitucionalidad, integrando en un mismo ámbito y en un mismo esfuerzo a 
los actores públicos y privados. Y allí, a partir de esa idea que se nos sugirió, 
advertimos que en la vieja ley de creación del Iname, de fines de 1988 o 
principios de 1989, se establecen, se crean o se proyectan la comisiones 
honorarias departamentales, que en realidad nunca funcionaron o por lo menos 
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tuvieron un funcionamiento muy dispar, y nos pareció bueno actualizar la Ley 
Orgánica en ese aspecto, convertir esas comisiones honorarias en consejos 
honorarios departamentales, que esos consejos estén presididos por el director 
departamental del INAU y que allí se convoque a los organismos públicos 
-estamos pensando en ASSE, el Mides, la ANEP, en todos los que tienen 
alguna vinculación con la niñez y la adolescencia- y también a los 
representantes de la sociedad civil para fortalecer esa rectoría, pero no por la 
rectoría misma, sino porque, a partir de allí, la complementariedad y la 
interinstitucionalidad podría funcionar mejor, que es lo que debe ocurrir -me 
refiero a que funcione mejor-, para dar mejores respuestas desde el Estado y 
desde la sociedad a las demandas que, sin ninguna duda, tenemos en materia 
de infancia y adolescencia. 


Finalmente, el artículo 539 creo que se explica solo. Es la creación -que 
por supuesto es menester, conveniente y oportuna, y además es una 
obligación legal- de la Unidad Especializada en Género, que no estaba prevista 
en la estructura orgánica de la institución. Nosotros mismos anunciamos, a 
pocos metros de aquí, en la Sala Acuña de Figueroa, cuando se realizó la 
reunión del Consejo de Género, que preside Mónica Bottero, la directora de 
Inmujeres, que INAU estaba en camino de cumplir con esta obligación legal 
que tiene pendiente, y es lo que estamos haciendo proyectando este artículo 
en el Inciso 27, correspondiente al presupuesto del organismo. 


SEÑORA REPRESENTANTE OLIVERA PESSANO (Ana María).- Pensé que 
íbamos a abordar el conjunto del articulado al final, todo junto; esa fue mi 
interpretación. Ya había interrumpido lo suficiente como para interrumpir en 
cada artículo... 


(Diálogos) 


——-=En realidad, hay discusiones sobre las cuales podríamos hacer algunas 
jornadas de trabajo en la Comisión o fuera de ella, dado que hay matices 
-quizás no con el presidente del INAU-, sobre todo en este tema sustantivo que 
planteé inicialmente, que se manifestaron el día de la comparecencia por la ley 
de urgente consideración. Pero eso quedará quizás para seguir avanzando 
cuando abordemos el tema que nos estuvimos planteando sobre la ley de 
primera infancia, infancia y adolescencia, lo que no quiere decir que cuando 
venga el Ministerio de Educación y Cultura no vuelva a insistir con el tema. 


En relación al articulado, tengo una pregunta respecto al artículo 529. 
Más allá de que está el "o" puesto, quisiera saber si lo que se quiere decir es 
que es el conjunto de los temas que allí están planteados, es decir, la cantidad 
de niños, niñas y adolescentes o el programa, o se mantiene aquello de que 
una institución puede presentar un proyecto... 


(Diálogos) 
——_Bien, entonces, el "o" significa que puede ser de esa manera. 


Después hay un tema nada menor aquí, y me gustaría saber cómo 
piensan ustedes que impacta y si se ha conversado, porque sé que en otras 
instituciones se ha estado trabajando con las organizaciones sociales sobre 
diversos criterios con relación a los pagos, pero aquí está claramente planteado 
el pasaje a pesos de lo que antes era en unidades reajustables. Me parece que 
es un tema importante a analizar, porque esto daba garantías vinculadas con 
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los ajustes en relación a las diversas partidas a las que debían dar respuesta 
las organizaciones sociales. Por lo tanto, me gustaría saber si este tema ha 
sido analizado a la interna -seguramente, sí- y con las organizaciones sociales, 
lo cual me parece que sería importante, porque -insisto- tengo conocimiento de 
que algunos de estos temas se han estado conversando en algunos otros 
ámbitos. 


Luego, respecto a lo que está planteado con relación a los funcionarios, 
que comparto, con respecto a que no es una partida presupuestal, mi pregunta 
es si la redacción dada fue consultada con el Tribunal de Cuentas, cosa que 
todos hacemos habitualmente para ver si podemos ajustarnos a que el Tribunal 
no nos observe. Lo digo porque quizás habría que expresar con mayor claridad 
que no están comprendidos en el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas 
como rentas de trabajo; quizás habría que plantearlo específicamente. Repito: 
yo sé que respecto a este tipo de normas, en general, uno trata de consultar, 
porque si hay observaciones, para la siguiente vez uno trata de redactarlo de 
tal manera que no las haya. 


Después, tengo una preocupación bastante importante sobre el artículo 
536. Este artículo plantea el tema de las multas, de la reincidencia, pero 
encuentro contradictoria la parte final en relación a lo que incluso el presidente 
Abdala planteó respecto a ese imaginario de que "llevo al niño para el INAU", y 
eso es lo que está expresado aquí de alguna manera: "El niño o adolescente 
encontrado en situación de riesgo será conducido y entregado por parte del 
Juez a los padres, tutor o encargado. [...]". Ya la palabra "conducido" es un 
poco fuerte, porque su significado implica otras cosas. Y luego dice: "El Juez 
advertirá a éstos personalmente y bajo su más seria responsabilidad de la 
situación. Si éstos han incumplido alguno de los deberes establecidos en el 
artículo 16 de este Código, el niño o adolescente será entregado [...]", 
¿entregado? O sea, digo con sinceridad que esto está contrapuesto con todas 
las cosas que, según creo, nosotros compartimos que no deben ser de esta 
manera planteadas. 


(Diálogos) 


——No se alboroten tanto; acá somos todos discutidores, conversadores, el 
que está sufriendo y transpirando es el presidente de la Comisión, así que 
ustedes quédense tranquilos. 


(Hilaridad) 
——-De verdad, en forma y contenido, es muy complejo este artículo. 


El presidente del INAU explicó con bastante claridad el tema relativo a 
salud mental -y además mi amigo Viviano completó su planteo al respecto-, 
pero estoy convencida de que no puede ser solo ASSE que se encargue de los 
agudos y de los diversos casos que hay institucionalizados con problemáticas 
de salud mental, e insisto en el planteo que hice respecto a la inclusión del 
sistema, porque el sistema incluye lo público y lo privado, no sería solamente 
ASSE. 


SEÑORA REPRESENTANTE MATO (Verónica).- La diputada preopinante ya 
hizo algunas de las preguntas que iba a hacer 
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Primero quiero expresar mi preocupación respecto al artículo 533. 
Consideramos que donde dice "ASSE" debe decir "prestadores de salud 
públicos y privados". Con respecto a lo que establece el artículo 536 -lo digo 
como madre de exadolescente-, debo decir que el cuidado de los adolescentes 
frente a estas situaciones tiene una gran importancia y me parece una 
irresponsabilidad tremenda que las personas vendan alcohol en determinados 
espectáculos públicos o que permitan la entrada de menores, como así 
también que se les venda alcohol en determinados negocios. Por lo tanto, 
entiendo que se ponga determinado foco en este tema. 


De todos modos, como decía la diputada Ana Olivera, no concordamos 
con la forma en que se expresa el texto del artículo en cuanto a que se 
"conduce" a los adolescentes, o niños, aunque esperamos que los niños no 
estén en estas situaciones. Sin embargo, estamos de acuerdo con que hay que 
penalizar y con que se trabaje en la promoción y en la prevención, en lo cual se 
tendría que hacer más foco. 


Por otra parte, en el artículo 539 se crea la Unidad Ejecutora 007, pero 
no se le otorga un presupuesto, por lo que no tiene cómo funcionar; como 
decía la diputada Olivera, se abre la llave, pero no se sabe cómo va a 
funcionar. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Han sido muy concretas y claras las consultas 
realizadas por las señoras diputadas, que fueron cinco; tomé debida nota de 
cada una de ellas. 


En cuanto a la preocupación inicial de la señora diputada Olivera con 
respecto a la consulta a la sociedad civil debo decir que es amplia y 
permanente. Recién hice referencia al ámbito del Colectivo Infancia, en el que 
participamos los tres directores, la subdirectora general programática y la 
directora general de Gestión Territorial, y créanme -lo digo sin el ánimo de 
establecer comparaciones de ningún tipo, que no tendrían ningún sentido- que 
ese ámbito se está reuniendo con más frecuencia en la actualidad que antes. 
Estamos manteniendo reuniones con las cuatro redes de las organizaciones 
sociales, por lo menos una vez al mes, por no decir una vez cada veinte días; 
además, el ambiente es absolutamente cordial y distendido. 


Cuando la unidad de objetivos y las sensibilidades están cerca en cuanto 
a lo que hay que hacer y lo que tenemos entre manos, las cosas, obviamente, 
se facilitan y las sinergias se crean de manera bastante espontánea. Y si hay 
algo que he advertido -lo dije al principio de mi intervención, cuando hice 
referencia a los aspectos vinculados con la emergencia sanitaria y la 
pandemia- es que el INAU tiene una gran fortaleza, por no decir la mayor 
fortaleza -aunque por supuesto también encontramos algunas debilidades 
vinculadas con la gestión, que es algo que estamos tratando de superar, entre 
otras cosas, a través de las previsiones presupuestales que hemos analizado 
en la tarde de hoy-, no como servicio descentralizado, sino como sistema 
INAU, ya que todas las personas que están vinculadas al Instituto -hablamos 
de miles y miles de trabajadores, desde lo público y lo privado- tienen un gran 
sentido de compromiso y de responsabilidad; además, todos tienen -y 
tenemos- la más absoluta conciencia de lo delicada de la misión que tenemos 
entre manos. Y lo que digo lo digo con absoluta honestidad intelectual; 
además, creo que esto es algo que corta transversalmente a partidos políticos, 
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orígenes sociales, educativos, económicos, o del tipo que sea, de todos los que 
estamos vinculados a este ámbito. 


Ese Colectivo Infancia funciona y funciona bien; en él adelantamos que 
estábamos trabajando en soluciones de estas características y la 
implementación de estas soluciones va a merecer dos abordajes paralelos y 
simultáneos. Uno es el del ámbito que ya mencioné, que hemos generado a 
partir de un planteo muy serio y oportuno de la señora directora Argenzio, en 
cuanto a establecer una comisión -llamémosle así- que está integrada por ocho 
áreas importantes del organismo, entre las que se encuentran el Directorio, 
APEP, las subdirecciones generales y la dirección general, y ese tema, por 
supuesto, se va a analizar en ese ámbito. 


De todos modos, concomitantemente y en forma simultánea -así se lo 
trasmitimos al Colectivo Infancia en la última reunión que mantuvimos, que fue 
la semana pasada-, se ha generado un espacio de diálogo permanente entre la 
sociedad civil y la estructura de nuestra institución en el ámbito de la 
Subdirección General Programática. Allí, entre otras cosas, esos temas que se 
van desarrollando, costeando y proyectando en el ámbito más institucional los 
vamos consultando con la sociedad civil y los vamos trabajando 
conjuntamente. 


Por otra parte, creo que es muy atinada la preocupación de la señora 
diputada Olivera en cuanto al artículo vinculado con las observaciones del 
Tribunal de Cuentas. Consultas informales ha habido, pero no tenemos una 
respuesta formal, porque no hicimos una consulta formal al Tribunal de 
Cuentas, aunque se le podría hacer. Tal vez el Parlamento nos puede ayudar, 
ya que cuando el Tribunal de Cuentas comparezca ante esta Comisión se le 
podría hacer esta consulta. De todos modos, debo reconocer que hemos 
hablado del tema con los contadores delegados del Tribunal, es decir, aquellos 
que desde el organismo controlan o intervienen preventivamente, de acuerdo al 
artículo 211 de la Constitución, los gastos de la institución; obviamente, este 
tema siempre es recurrente e informalmente se ha hablado al respecto y 
tenemos la expectativa de que con esto se pueda solucionar. 


Por otro lado, las señoras diputadas Olivera y Mato hicieron referencia al 
artículo 536, y creo que es bien interesante la reflexión que ellas formulan pero, 
en realidad, no tiene nada que ver con lo que nosotros estamos pidiendo que 
se modifique. Ese inciso está vigente desde la sanción del Código, es decir, 
desde 2004; por lo tanto, estuvo vigente durante los últimos quince años. De 
todos modos, es muyy interesante analizarlo. 


En realidad, escuché la reflexión formulada por la diputada Olivera y me 
despertó la inquietud de analizar el tema, y estoy dispuesto. Capaz que en una 
de esas instancias o jornadas de reflexión compartida podemos plantear 
distintos asuntos vinculados con el Código, entre ellos este, para ver qué 
ajustes se le pueden hacer al Código de la Niñez y la Adolescencia. Por 
supuesto, el proceso legislativo que dio origen al Código es un proceso vivo; yo 
fui quince años legislador y durante ese tiempo votamos varias modificaciones 
y ajustes al Código de la Niñez y la Adolescencia. En ese sentido, creo que 
este tema se puede analizar. 


Lo que nosotros pedimos son estos dos cambios, que son operativos, y 
que nos van a ayudar mucho en cuanto a la fiscalización, el control y la sanción 
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en los casos de reincidencia y en los casos vinculados con la forma de hacer 
efectiva la sanción. De esta manera, la potestad punitiva tendrá la 
consecuencia que todos queremos que tenga, es decir, el efecto 
ejemplarizante, persuasivo y sancionatorio que reclamaba la diputada Mato 
frente a los malos empresarios o frente a aquellos que ponen en riesgo los 
derechos de los adolescentes y de los niños cuando toleran su presencia en 
ámbitos que, obviamente, no son los apropiados para la adecuada protección 
de sus derechos. 


Con relación al insistente reclamo -legítimamente insistente- de la 
señora diputada Olivera en cuanto al artículo vinculado a la salud mental, debo 
decir que me parece bien interesante el planteo y lo recogemos; pero no solo lo 
recogemos, sino que también quiero decir algo que está en los antecedentes 
de esta propuesta. Nosotros fuimos a la OPP con dos fórmulas: una de ellas la 
redactó la señora directora Argenzio con su equipo y la otra surgió de los 
compañeros de APEP; las dos eran válidas y legítimas. Finalmente, el Poder 
Ejecutivo envió esta, pero nosotros estamos abiertos, y creemos que este tema 
se podría hablar con ASSE y salir de dudas. Además, el Parlamento 
-obviamente- puede corregir esta redacción y tomar la decisión que finalmente 
entienda más oportuna. Para nosotros lo importante es el paso que estamos 
dando, es decir, que la atención a los agudos, a partir de la vigencia del 
presupuesto, esté a cargo de ASSE y, por extensión, del Ministerio de Salud 
Pública. 


En cuanto a la Unidad de Género, es muy atendible lo que dice la señora 
diputada Mato y estamos dando este primer paso, que es su creación. 
Obviamente, en principio, la integraremos con los recursos humanos de que 
disponemos. No es que el organismo empiece desde cero. Por supuesto que 
las cuestiones de género tienen trayectoria dentro del INAU. Hay una comisión 
de enlace integrada por cuatro o cinco compañeras y compañeros que se han 
dedicado a todos estos temas, con una memoria institucional importante. 
Reitero: no es empezar de la nada. Después, en la medida en que sea 
necesario dotar de algún recurso o ver qué necesidades se plantean y de qué 
forma vamos dando a eso previsión presupuestal, lo haremos. Seguramente, la 
señora diputada Verónica Mato nos lo demandará de forma legítima en las 
próximas instancias presupuestales. 


SEÑOR REPRESENTANTE ALVEAR GONZÁLEZ (Jorge).- Tengo una 
consulta sobre el artículo 529. 


Anteriormente, estaba previsto un sistema de indicadores y seguimiento 
de evaluación, algo que no parece estar en esta nueva redacción. Entonces, la 
consulta específica es cómo se planea evaluar el desempeño de los convenios. 


SEÑOR REPRESENTANTE POSADA PAGLIOTTI (Iván).- Tengo una 
consulta sobre el artículo 538 porque, sobre el final, se eliminan los artículos 13 
y 14 de la Ley N* 15.977 en la redacción dada por la Ley N* 18.996. 


Indudablemente, hay una modificación porque en lugar de comisiones 
honorarias departamentales se habla de consejos consultivos honorarios a 
nivel departamental. Sin embargo, estos artículos 13 y 14 preveían la situación 
en el léxico de la ley actual de comisiones honorarias locales. Obviamente que 
esto, tal como estaba planteado, era una facultad del Directorio del INAU y no 
un deber ser. En todo caso, lo planteamos porque nos parece que hay 
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departamentos de nuestro país que tienen varias ciudades importantes y, en tal 
sentido, no sé si no valdría la pena mantener esa facultad a los efectos de que, 
en algunas localidades que no sean la capital departamental, pudiera haber 
consejos consultivos locales. Esto es una pregunta más que una aseveración. 


SEÑORA REPRESENTANTE OLIVERA PESSANO (Ana María).- Mi 
intervención va en la misma dirección, pero por lo que estuvimos conversando 
acerca del Código. 


El señor presidente Pablo Abdala sabe que el anterior Consejo 
Consultivo Honorario de los Derechos de la Niñez y la Adolescencia tuvo una 
comisión en forma permanente que abordó las modificaciones al Código de la 
Niñez y la Adolescencia en un proceso de revisión que no culminó. Pudimos 
aportar sobre algunos cambios al Código que se quisieron hacer desde aquí 
mismo. Recuerdo que luego de nuestras diversas comparecencias fuimos 
consultados para esas modificaciones, algo que significó poder avanzar en el 
reconocimiento de ese Consejo creado por el Código. 


Por lo tanto, estoy convencida que desde el Consejo Consultivo 
Honorario y desde este Parlamento tenemos un debe en la revisión del Código 
de la Niñez y la Adolescencia. Hay una serie de aspectos vinculados con su 
redacción. Es más: a nosotros nos quedó por enviar al Parlamento una carpeta 
con cuatro modificaciones, a modo del primer avance del trabajo del Consejo. 


En la misma dirección que el señor diputado, me parece que los 
consejos departamentales deberían buscar -como se expresó de alguna 
manera- esa composición tan saludable que tiene el Consejo Consultivo 
Honorario, con las diferentes institucionalidades que hoy existen -y que no 
existían cuando se aprobó el Código en 2004- como, por ejemplo, el Inisa y la 
Fiscalía. Hay una cantidad de organismos que podrían reproducirse a nivel 
departamental. Eso sería muy bueno porque uno de los objetivos del Consejo 
Consultivo Honorario -que estuvo en agenda y que no se pudo concretar en el 
quinquenio pasado- fue el de los consejos departamentales. 


No sé quién representa al INAU en el Consejo Consultivo Honorario, 
pero me parece que serían dos temas bien importantes para trabajar en 
conjunto. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Con relación a la consulta formulada por el señor 
diputado Jorge Alvear, entiendo que si se considera que la redacción debe 
reformularse e incluirse o mantenerse ese aspecto a texto expreso, estaríamos 
totalmente de acuerdo; esa expresión no surgió por una omisión o por una 
eliminación deliberada. Por cierto que nos preocupa muchísimo -lo he dicho a 
lo largo de todas estas horas de trabajo en el Parlamento- el tema de la 
supervisión y del control. Vamos a reforzar la supervisión en los distintos 
programas. Quizás, como lo dábamos por descontado e implícito, no lo 
mantuvimos en la redacción vigente. Si el señor legislador así lo entiende, no 
habría ningún inconveniente en esa expresión se mantuviera. Es más: 
probablemente, resultaría saludable. 


Lo planteado por el señor diputado Iván Posada me parece muy de 
recibo. Probablemente, aquí haya una inconsistencia o una inadvertencia 
nuestra. Cuando se propuso la derogación de los artículos 13 y 14, en realidad, 
se intentó eliminar la referencia a las comisiones porque ya no lo son más. 
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Quizás la medida fue muy desproporcionada y, en aras de salvar las 
comisiones locales, la redacción vigente podría adecuarse a la nueva que nos 
estamos dando con relación a los consejos honorarios; estaríamos totalmente 
de acuerdo. 


Aprovecho para decir que esta ley de 1988 -la Ley N* 15.977-, en 
verdad, debería merecer una revisión más completa. Creo que el INAU debería 
darse una nueva ley orgánica. Hubo algunos procesos en el organismo y quiero 
destacarlo. El exdirector Fernando Rodríguez trabajó muy intensamente en el 
período pasado en revisar esta norma y sabemos que produjo algunas 
propuestas legislativas o anteproyectos que todavía no hemos tenido tiempo -lo 
digo con la misma franqueza- de analizar en profundidad. Tenemos previsto 
acometer ese aspecto porque, sin duda, también hace a la institucionalidad y, 
por lo tanto, en cuanto a trabajar en la definición de una nueva ley orgánica. 


Enrabo todo esto con el planteo de la señora diputada Ana Olivera 
porque me parece absolutamente pertinente. Reitero: solo me lleva a reiterar 
que estamos completamente abiertos para analizar eventuales ajustes o 
modificaciones, mejoras o perfeccionamientos del Código vigente. 


Con relación al Consejo Consultivo Honorario, debo decir que allí nos 
representa el vicepresidente del INAU, el señor Aldo Velázquez. Lo dije en la 
Comisión Especial de Población y Desarrollo y lo reitero ahora: en mi visión -a 
esta altura de las circunstancias y por la propia dinámica que recordaba la 
señora diputada Ana Olivera-, la ubicación institucional de ese Consejo no es la 
más apropiada en la actualidad. No pretendo abrir un debate al respecto, pero 
entiendo que no debería coordinarlo o presidirlo el Ministerio de Educación y 
Cultura, sino el INAU, de la misma forma que va a presidir los consejos 
honorarios departamentales que promovemos en el proyecto de presupuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la comparecencia de la delegación del 
INAU. 


(Se retira de sala la delegación del INAU.- Ingresa a sala una delegación 
de la Corte Electoral) 


——Esta Comisión tiene el honor de recibir a una delegación de la Corte 
Electoral, integrada por su presidente, doctor Wilfredo Penco; los ministros, 
licenciado Arturo Silvera e ingeniero Juan Máspoli, y los contadores Marcelo 
Rubio, director del Departamento de Contaduría, y Daniel Pereira, subdirector 
del Departamento de Contaduría. 


SEÑOR PENCO (Wilfredo).- La Corte Electoral ha presentado un proyecto de 
presupuesto que incluye cinco artículos; en el mensaje resumió el sentido que 
tiene esta propuesta y, al mismo tiempo, en cada uno de esos cinco artículos 
expresó el fundamento para cada propuesta en particular. 


En el artículo 1* se solicita una facultad para la Corte Electoral, a fin de 
racionalizar la estructura orgánica de sus oficinas, tanto las centrales como las 
departamentales, tal como lo ha solicitado en anteriores presupuestos con el 
asesoramiento de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y de la Oficina 
Nacional de Servicio Civil u otros organismos públicos. Digo esto porque en el 
proyecto general hay una norma que faculta a los organismos que no forman 
parte de la Administración Central a promover reestructuras. Esto supone la 
participación preceptiva, tanto de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
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como de la Oficina Nacional del Servicio Civil. Hasta ahora, la Corte Electoral, a 
pesar de la independencia y la jerarquía institucional que tiene respecto a los 
otros Poderes del Estado, no recibió un tratamiento similar a dependencias 
propias del Poder Ejecutivo. Por esta razón, la propuesta de la Corte Electoral 
tiene estas características diferentes a la propuesta general que se hace en 
materia de reestructura. 


Los artículos 2* y 3% habilitan a la Corte Electoral a trasponer 
anualmente créditos hasta determinados montos, tanto a gastos de 
funcionamiento como a inversiones desde el Rubro 0. Lo cierto es que la 
estructura de la Corte Electoral tiene una rigidez que responde a un organismo 
del siglo XX y no del siglo XXI. Si uno observa los montos asignados en cada 
uno de esos rubros, podrá verificar, por ejemplo, que el rubro mayor es el de 
remuneraciones; el Rubro O alcanza el 92,08 % del presupuesto, mientras que 
para gastos de funcionamiento solo hay  $88.263.000; desde hace veinte 
años esta cifra no se ajusta y supone el 6,65 % del presupuesto. En materia de 
inversiones, tenemos $ 16.762.000, que implican el 1,27 % del presupuesto de 
la Corte Electoral. De manera tal que lo que pedimos a través de estas 
normas es la facultad para trasponer, desde el Rubro 0, lo que llamamos 
economía de vacantes, que no han sido provistas y que todos los años existen, 
para financiar gastos de funcionamiento e inversiones, y donde el déficit es por 
demás evidente. 


Este año recibimos refuerzos importantes para atender el proceso 
electoral y ya tenemos dificultades, una vez que el proceso electoral de las 
elecciones municipales termine, para atender las necesidades de la Corte en 
los meses de octubre, noviembre y diciembre. 


En materia de inversiones, las dificultades son mayúsculas. La Corte 
Electoral viene informatizándose y cada vez más son mayores no solo los 
gastos de inversión en materia tecnológica, sino también el mantenimiento de 
lo que suponen esas inversiones. Hoy el Registro Cívico Nacional está 
informatizado, en una parte muy importante, pero para mantener ese Registro 
informatizado tenemos que contar con un mantenimiento que le implica a la 
Corte un gasto muy importante. Por eso es que son cada vez más las 
necesidades en materia de gastos de funcionamiento y de inversiones en 
materia informática y de carácter locativo. 


La Corte Electoral tiene diecinueve locales en el país para atender la 
inscripción cívica, fundamentalmente, y hay que hacer obra, realizar 
mantenimiento porque son edificios que tienen sus dificultades. 


El artículo 3% repone, de algún modo, una franquicia postal, que es muy 
importante para la Corte en materia de expedientes inscripcionales. Esta 
franquicia se gozaba desde el año 1967 y fue derogada en el año 2012. Es 
importante porque forma parte del conjunto de garantías que rodea el proceso 
de inscripción cívica. 


Finalmente, se propone una modificación del artículo 2% de la 
Ley N* 16.584, que se remonta al año 1994, estableciendo que la obligación 
que tienen los organismos públicos de aportarle vehículos oficiales a la Corte 
Electoral en ocasión de actos electorales también se haga efectiva para los 
movimientos inscripcionales. 
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La Corte ha llevado adelante una política muy intensa en materia 
inscripcional, sobre todo los fines de semana, en las llamadas mesas móviles, 
para lograr que todos puedan inscribirse y que no tengan que trasladarse, 
sobre todo en el interior, desde distintas localidades o zonas rurales a la capital 
departamental para realizar ese proceso. Para eso se necesita el apoyo de 
vehículos que entendemos que, del mismo modo que en las elecciones, en 
estas instancias podrían aportar otros organismos del Estado, incluido el 
combustible. En última instancia, el combustible es del Estado; no importa 
quien lo gaste, sobre todo a través de este nuevo sistema de Sisconve. Es 
importante que, en esta materia en la que se lleva el control correspondiente, 
se aporte el vehículo y los combustibles. 


Esto es, en líneas muy generales, lo que la Corte propone. No 
pretendemos ir más allá, no pretendemos pedir ningún incremento de los 
créditos de los que ya goza la Corte, pero sí fundamentalmente que se le 
permita redistribuirlo, de acuerdo a las necesidades efectivas que tiene. 


Esto es lo que por ahora queremos explicar, tal vez los ministros Silvera 
y Máspoli puedan complementar esta breve exposición. 


SEÑOR SILVERA (Arturo).- Simplemente, quiero reforzar algunos de los 
planteos del vicepresidente de la Corte Electoral, doctor Penco, sobre todo en 
cuanto a los dos artículos que propone este organismo que tienen que ver con 
la habilitación para poder hacer la redistribución desde el Rubro O a gastos de 
funcionamiento e inversiones. 


El vicepresidente Penco dijo que la Corte Electoral tiene un presupuesto 
muy rígido, además de insuficiente. Sus gastos de funcionamiento están 
congelados desde el año 2000. La Corte Electoral, ley presupuestal tras ley 
presupuestal y rendición de cuentas tras rendición de cuentas, siempre venía 
solicitando un aumento de los gastos de funcionamiento. ¿Por qué? Porque los 
créditos que tenía otorgados cada año le daban para menos cantidad de meses 
de gastos de funcionamiento. Esto implica que en junio o julio se terminan los 
créditos presupuestales y siempre se debe recurrir a un refuerzo presupuestal. 


En esta oportunidad, no solo no venimos a pedir un aumento para 
gastos de funcionamiento -lo que en oportunidades anteriores nunca le fue 
otorgado ni aprobado-, sino que aceptamos la línea de base propuesta por el 
Ministerio de Economía y Finanzas en las reuniones previas a que fuera 
enviado el mensaje presupuestal, que plantea una disminución de un 20 % en 
los gastos de funcionamiento y un 20 % en las inversiones, pero solicitamos 
flexibilidad en la estructura presupuestal, es decir que se nos habilite la 
posibilidad del traspaso desde el Rubro O de las economías por vacantes para 
poder contar con hasta $ 35.000.000 para gastos de funcionamiento y hasta 
$ 6.000.000 para el rubro inversiones. 


¿Por qué solicitamos eso? Por una demanda cada vez más alta de 
inversiones, de gastos de mantenimiento y de requerimiento de 
actualizaciones, especialmente demandados por los desafíos informáticos que 
la Corte Electoral tiene. 


El organismo cuenta con 880 funcionarios en cargos ocupados y tiene 
110 vacantes; estos son datos al 31 de agosto de este año. Esos 990 
funcionarios -casi mil- son propios de una estructura que demandaba mucho 
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trabajo humano y manual y muchas horas-hombre. A partir del siglo XX, de la 
informatización del Registro Cívico Nacional, y de demandas de mayores 
controles, muchas de las cuales surgieron de la reforma constitucional del año 
1996, que implicó la reforma del sistema electoral, la prolongación del ciclo 
electoral, y la realización de unas muy complejas elecciones internas que 
demandan muchísimos controles, los sistemas informáticos y las demandas de 
inversión y de actualizaciones informáticas que tiene la Corte Electoral son 
cada vez mayores. Eso año a año va significando mayores gastos de 
funcionamiento y mayores requerimientos de inversión. 


Esta Corte Electoral -con su actual integración-, con ese escaso 1,3 % 
que tiene destinado a inversiones, ha realizado importantes avances. Tuvimos 
la oportunidad de invertir en tecnología LTE 4G para las mesas móviles, a fin 
de acercar la inscripción cívica al ciudadano, y terminamos con los problemas 
de conectividad. Asimismo, pudimos incorporar el expediente electrónico. 


Las señoras y señores diputados habrán podido observar que cuando se 
realiza el registro de las hojas de votación estas no solo se publican en tiempo 
real en las carteleras tradicionales de las Juntas Electorales, sino que se 
presentan en la página web indicando la hora y el día en que fueron 
publicadas, así como la hora y el día en que quedarán definitivamente firmes; 
eso se está haciendo en tiempo real. En el año 2014, se había interrumpido la 
digitalización de las hojas electorales. Sin embargo, con la actual integración de 
la Corte Electoral hicimos una fuerte inversión en escáneres que nos ha 
permitido escanear todas las hojas electorales y tenerlas asociadas a la 
informatización del Registro Cívico Nacional. De esa manera, a la hora de los 
actos electorales ya no tenemos necesidad de contar más con los originales de 
las hojas electorales del legajo, sino que tenemos las impresiones a través de 
los sistemas informáticos. Todos esos avances se han hecho con los escasos 
recursos con que la Corte Electoral cuenta, pero las demandas son cada vez 
mayores. 


Por eso, reiteramos que lo que estamos solicitando hoy no es un 
aumento del presupuesto, sino la posibilidad -aun admitiendo esta baja de un 
20 % en los gastos de funcionamiento y en las inversiones- de flexibilidad para 
contar con los créditos que se otorgan para el Rubro 0, a través de sueldos, por 
esas economías de vacantes, y poder contar con hasta $ 35.000.000 para 
gastos de funcionamiento y hasta $ 6.000.000 anuales para inversiones. 


SEÑOR MÁSPOLI (Juan).- Seré muy breve. Las explicaciones del 
vicepresidente y del ministro han sido muy claras; creo que no ofrecen mayores 
dudas, más allá de lo que los legisladores quieran como ampliación. 


Nosotros no vamos a explicar la importancia histórica y política que tiene 
la Corte Electoral en el Uruguay. Esta Casa la conoce bien; los actores políticos 
del país saben cuál es el papel fundamental que ha desarrollado la Corte 
Electoral a lo largo de la historia. 


La base sobre la que trabajamos para este presupuesto ya fue muy bien 
expresada, pero quiero destacar -fundamentalmente- que el presupuesto que 
propone la Corte Electoral no tiene costo. Esa es una de las cuestiones 
principales. Tomamos la línea de base que nos propone el Ministerio de 
Economía y Finanzas, que significó un 20 % de reducción de nuestros fondos, 
y ajustamos el presupuesto a proponer al Parlamento sin costo. El Ministerio de 
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Economía y Finanzas mantiene la línea de base para el presupuesto referido al 
Rubro 0. Pensamos proveer los recursos de allí. El presupuesto que 
originalmente se da a la Corte Electoral en el Rubro O es de $ 1.120.000.000, 
en el cual hay un margen para los ciento y tantos cargos que mencionó el 
ministro Silvera que no han sido cubiertos. El planteo político de la Corte es no 
ocupar esos cargos, sino distribuirlos. Ese es el presupuesto original que se 
nos pidió, y es lo que estamos proponiendo al Parlamento: gastar menos y más 
eficientemente. 


Del resumen que hizo el ministro Silvera es muy importante tener 
presente que en las situaciones anteriores, año a año, teníamos que pedir 
refuerzo. Estos $ 40.000.000 que ahora están tomados del Rubro O son los 
refuerzos que, en los últimos quince años, se nos ha tenido que dar 
obligatoriamente porque están vinculados con los gastos de funcionamiento y 
las inversiones mínimas, como bien describía el vicepresidente en las 
diecinueve casas que tiene la Corte Electoral a la largo y ancho de todo el país. 


Bajo estas premisas hemos trabajado en este presupuesto. Recalco que 
no tiene costo y que el planteo político de la Corte es no incorporar las ciento y 
tantas vacantes que tiene, y usar parte de esos fondos a gastos de inversión y 
de funcionamiento, que se requieren para el trabajo cotidiano. 


SEÑOR REPRESENTANTE RODRÍGUEZ (Juan Martín).- Quiero saludar a la 
delegación. En lo personal, con la Corte Electoral nos une un gran afecto por 
haber integrado durante unos cuantos años -más de una década- la plantilla de 
funcionarios del organismo, además de haber integrado la Junta Electoral de 
Montevideo que, por razones obvias, su vinculación es más que directa. 


Quisiera resaltar un par de cuestiones. La primera es la importancia de 
la Corte Electoral en el sistema democrático uruguayo. Creo, sin ningún tapujo, 
que somos motivo de envidia a nivel internacional en cuanto al organismo de 
contralor de las elecciones. Me permito agregar un elemento al que hizo 
referencia el ministro Silvera en cuanto a las hojas de votación. Gracias al 
proceso de informatización y modernización de la Corte Electoral se pudo tener 
con inmediatez, el mismo día del balotaje, los resultados a una hora poco 
común, lo que dio garantías exponenciales a nuestro sistema electoral. Más 
allá del resultado, para el sistema democrático la Corte Electoral de nuestro 
país nos deja bien parados a nivel nacional e internacional. 


Quería hacer dos o tres preguntas; algunas ya fueron respondidas. 


El ministro Silvera hizo referencia a ciento diez vacantes. Nos gustaría 
saber, aproximadamente, a cuántas vacantes representa la sumatoria de 
$ 35.000.000 y $ 6.000.000 de los artículos 22 y 4%, que son las que no se 
llenarían. 


Con respecto al artículo 3* de la franquicia postal, se hace referencia a 
$ 3.500.000. Supongo que deben ser de los años no electorales, porque en 
años electorales los refuerzos y las partidas de las elecciones deben ser 
mayores. Quisiera que me lo aclaren. 


En cuanto al artículo 5%, que fue tomado parcialmente en el mensaje del 
Poder Ejecutivo, en lo que no fue contemplado, quiero saber cuánto significa el 
gasto en vehículos y combustibles en la etapa de mesas móviles. 
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Por último, quisiera saber cuánto ha venido siendo en los últimos años el 
refuerzo del rubro presupuestal para la Corte Electoral. 


SEÑOR REPRESENTANTE RODRÍGUEZ (Conrado).- Es un gusto contar con 
el señor vicepresidente de la Corte Electoral, con los señores ministros y los 
contadores. 


El diputado Juan Rodríguez se adelantó. Básicamente, mis preguntas 
son las mismas. También quiero saber cuánto se ahorraría por gozar de esta 
franquicia postal y cuántas vacantes no se deberían proveer para llegar a la 
cifra de $ 35.000.000. Obviamente, se puede proveer menos y tener menor 
cantidad para los gastos de funcionamiento. 


SEÑORA REPRESENTANTE DÍAZ REY (Bettiana).- Agradecemos a la 
delegación la información y la explicación muy clara del fundamento del 
mensaje. 


Estaba revisando el planillado de asignación presupuestal que vino. 
Ustedes decían que hay una línea de base que se mantiene en cuanto a las 
remuneraciones, pero luego, para los gastos previstos en cuanto a gastos 
corrientes e inversiones, hay una caída. Para mí la situación debe ser un 
poquito peor de lo que están planteando; quizás sea más el refuerzo que vayan 
a necesitar, porque -como ustedes lo establecieron- no tuvieron aumento 
automático, y en este escenario de planillado de asignación presupuestal 
tampoco hay un ajuste automático de los créditos ni un incremento previsto a lo 
largo de todo el período. 


Entendemos perfectamente cuál es la necesidad que plantean con el 
mensaje. 


Nosotros estamos en proceso de discusión. Esta dificultad que están 
planteando de trasponer es un recurso que habitualmente se usa, y lo venimos 
escuchando. Así que recogemos el planteo. 


Me gustaría saber si dentro de las proyecciones hay acciones que tienen 
como horizonte mesas móviles, campañas específicas o acciones de 
modernización que la Corte tendría que suprimir si no se atendiera la 
incorporación de este articulado. 


SEÑOR REPRESENTANTE RODRÍGUEZ (Conrado).- Simplemente, quiero 
saber si se paga algún alquiler o si las sedes y oficinas electorales de todo el 
país son propiedad de la Corte. 


SEÑOR REPRESENTANTE RODRÍGUEZ (Juan Martín).- La diputada Díaz 
me hizo reflexionar sobre una pregunta. 


Quienes conocemos el organismo sabemos que siempre en año 
electoral hay un incremento importante y considerable. Quiero saber cuánto 
representa el crédito habitual. Hay una base que dice 166. Está claro que ese 
no es el rubro del año habitual. Por otro lado, quiero saber a cuánto realmente 
asciende si fuese un año no electoral. 


SEÑOR REPRESENTANTE SÁNCHEZ (Alejandro).- Creo que la Corte 
Electoral ha hecho una presentación buena, precisa y concreta de sus 
necesidades, que nos obliga a los parlamentarios a trabajar para concretar 
algunas de estas propuestas que, además, no tienen costo presupuestal. 
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Quiero remarcar este aspecto, porque en anteriores instancias presupuestales 
la Corte venía a solicitar más recursos, pero en esta ocasión presentó una 
propuesta que, a mi entender, no tiene costo presupuestal. 


En ese sentido, pregunto si hubo algún diálogo con el Poder Ejecutivo, 
porque me parece muy relevante el planteo de la Corte respecto del artículo 1* 
y su relación con el artículo 8*, en el sentido de la necesaria independencia que 
debe tener la Corte Electoral, en este caso, del Poder Ejecutivo, para realizar 
las reestructuras que entienda pertinente a fin de garantizar el sufragio, una de 
sus funciones básicas, que motivan nuestro orgullo. Por eso pregunto si hubo 
algún tipo de conversación con el Poder Ejecutivo en ese sentido. 


Mañana viene la Oficina Nacional del Servicio Civil y seguramente en 
alguna oportunidad comparezca la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y 
podremos discutir sobre el artículo 8*. 


Creo que esta situación es muy relevante, porque efectivamente la Corte 
plantea una reestructura para cumplir con su fin, que no es otra cosa -como se 
ha dicho- que la necesidad de ir modernizando la organización pública. 


Me parece muy bueno este planteo. Quiero expresar mi absoluto 
respaldo al artículo 1% que presenta la Corte Electoral, más allá de que todos 
los artículos que presenta son de recibo, aunque creo que este es, en términos 
conceptuales, el más importante, por cuanto garantiza a este organismo la 
posibilidad de realizar las reestructuras que entienda pertinentes, sin tener que 
rendir cuentas o solicitar autorización, en este caso, a la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto. 


SEÑOR PENCO (Wilfredo).- En primer lugar, quiero expresar que los 
anteriores proyectos de presupuesto que presentó la Corte en el Parlamento 
solicitando la facultad de reestructura, fueron presentados en los mismos 
términos que en esta instancia a través del artículo 1%, y así el Parlamento nos 
la ha concedido, reafirmando la jerarquía institucional de la Corte y su 
independencia respecto de los demás Poderes del Estado. 


¿Por qué la Corte ha venido pidiendo desde hace tantos años facultades 
de reestructura, diría desde la reforma de 1996? Por todas las razones que 
hemos dado cuenta. La Corte ha necesitado ir adaptándose a las nuevas 
realidades tecnológicas, que siempre hemos usado como respaldo y como 
reafirmación de los procedimientos electorales tradicionales en los que nuestro 
pueblo tiene tanta confianza, pero que requerían ese respaldo y ese refuerzo 
de las herramientas digitales que hemos ido incorporando a los procesos 
electorales y por las propias exigencias que la reforma constitucional, o 
posteriores leyes, han ido incorporando a nuestro sistema. La Corte ha gozado 
de esa confianza del Parlamento para realizar reestructuras. 


Lo que pedimos es, una vez más, que el Parlamento ratifique esa 
confianza para proceder a las adecuaciones que sean necesarias. 


SEÑOR SILVERA (Arturo).- Se preguntó a cuántas vacantes equivale la 
trasposición de fondos que solicita la Corte. Equivale a cuarenta y tres 
vacantes. 


También se preguntó por los refuerzos presupuestales que año tras año 
solicita la Corte Electoral. Solicita entre un 15 % y un 20 % del presupuesto que 
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tenía asignado. Es decir, la Corte para este quinquenio tiene asignado para 
gastos de funcionamiento unos $ 105.000.000. Esto ha planteado una rebaja 
del 20 %, lo que nos da $ 84.000.000. ¿Por qué se proponen $ 88.000.000? 
Porque la Corte solicitó, además, que se tuviera en cuenta unos $ 4.000.000 
que se destinarán a viáticos de los miembros de las Juntas Electorales 
Departamentales, que sumados a los $ 84.000.000 nos da los $ 88.000.000 
que se plantean en el mensaje del Poder Ejecutivo. 


Los refuerzos presupuestales que se solicitan todos los años están en el 
entorno de 15 % o 20 %. 


Se preguntó por qué pedimos una trasposición del Rubro O de unos 
$ 35.000.000 para gastos de funcionamiento. Esta cifra es un estimativo. Si 
tomamos en cuenta los $ 88.000.000, la diferencia para lo que estimamos 
serán los gastos de funcionamiento son unos $ 35.000.000. 


Un análisis análogo hacemos para el caso de las inversiones. Tenemos 
que $ 35.000.000 más $ 6.000.000, nos da unos $ 41.000.000, que equivalen a 
las cuarenta y tres vacantes. 


En cuanto a los alquileres, la Corte Electoral tiene un gasto mensual de 
$ 1.000.000 por ese concepto. 


SEÑOR MÁSPOLI (Juan).- La señora diputada Díaz Rey hizo una pregunta 
muy importante en el sentido de si la falta de recursos afecta a futuros 
proyectos o desarrollos en los cuales pueda estar involucrada la Corte. 


En 2017, cuando asume la dirección actual de la Corte, se impone una 
modernización importante en lo que refiere a trasmisión de datos de los 
procesos electorales, hecho sin duda constatable en la noche del balotaje, 
cuando los resultados estuvieron antes que los de las encuestadoras, cosa que 
normalmente no sucedía; la gente esperaba los datos de las encuestadoras y a 
los días la Corte Electoral corroboraba. La Corte no hace proyecciones, sino 
que cuenta votos, y eso es importante tenerlo en cuenta. Las innovaciones y 
los desarrollos tecnológicos, donde interviene una parte muy importante de la 
inteligencia uruguaya en las empresas estatales -UTE Conex, Antel, Agesic, 
Facultad de Ingeniería-, han sido los soportes con los cuales hemos trabajado 
todos estos años para desarrollar lo que ustedes conocen y que se vio en los 
tres procesos electorales que tuvimos y que volveremos a ver el próximo 27 de 
setiembre cuando se procesen los datos de las elecciones departamentales y 
municipales. 


Esto implica una renovación constante y hay que aggiornar, mejorar. 
Contamos con el apoyo de la Facultad de Ingeniería para chequear nuestro 
software, para los ensayos de estrés, es decir, para todas las pruebas que 
correspondan. Estamos con Agesic en todos los temas de seguridad, con UTE 
Conex en el desarrollo de los softwares, con la base y el control de la Corte. 
Tenemos la idea de desarrollar un centro propio de cómputos, para ir 
independizándonos o, básicamente, para tener un soporte inteligente que 
opere como contraparte con todos estos organismos. Hay planes importantes 
que van en el camino de usar más tecnología y, quizás, no tanto mano de obra. 
Tenemos estas posibilidades y queremos hacerlo mejor y más barato. Es en 
ese marco que estamos proponiendo al Parlamento que considere esta mínima 
y razonable expresión, que es apenas de $ 41.000.000. Sé que en tiempos de 
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escasez todo falta y todo es poco. En definitiva, los reclamos de una sociedad 
con dificultades allí están. Pero esto tiene un sentido y una dirección muy clara 
y, además, comprobable, que se ha podido ver en este largo proceso electoral 
que estamos culminando de aquí a dos semanas. 


SEÑOR SILVERA (Arturo).- En relación a la pregunta de a cuánto alcanzaban 
los gastos en combustibles para las mesas móviles; señalo que eso tiene un 
costo anual de $ 1.200.000. Por eso también es importante tomar en cuenta 
que la diferencia con el artículo que envía el mensaje presupuestal del Poder 
Ejecutivo es porque el combustible es para los actos electorales. La Corte 
plantea que además de que sea para los actos electorales, sea para toda la 
inscripción cívica. La instalación de esas mesas móviles en todo el país acerca 
la inscripción cívica al ciudadano; con eso llegamos a cada paraje del país. 


La modernización que ha llevado adelante la Corte Electoral en estos 
años, por ese desafío creciente que tiene toda organización, lo ha hecho con 
una muy cuidadosa protección de las garantías electorales. Y uno de los 
principales objetivos de implementar la tecnología ha sido la de que sea en 
correspondencia y complementaria a las garantías electorales que nos brinda 
la ley de elecciones y los procedimientos que tradicionalmente se llevan a cabo 
en nuestro país. 


En ese sentido, por ejemplo, en el último ciclo electoral podemos decir 
con orgullo que la Corte Electoral, por sus avances tecnológicos, le facilitó a 
todos los partidos, sin importar su tamaño, ni el desempeño electoral que 
hayan tenido en cada acto electoral, ni el número de delegados que pudieron 
tener en cada uno de los circuitos y en cada uno de los escrutinios primarios, 
puso a su disposición las actas del escrutinio primario. ¿Por qué? Porque las 
actas del escrutinio primario fueron escaneadas y publicadas en los resultados 
que presentaba la Corte Electoral. Además, de las actas, fueron publicados los 
reportes de los resultados que se trasmitían desde la tablet, desde cada 
circuito, como resultado del escrutinio primario. O sea que todos los partidos 
políticos, desde el que obtenía en cada acto electoral más votos hasta que el 
que obtuvo menos votos; desde el que tenía delegados en todos los circuitos 
hasta el que no pudo contar con delegados, contó con esa información y pudo 
ver las actas del escrutinio primario, lo que había ingresado al totalizador de 
resultados por cada uno de los circuitos y lo que daba esa suma, para ver si 
efectivamente era el resultado que la Corte Electoral proyectaba y presentaba. 


Eso fue en garantía de todos los partidos. O sea que la tecnología, no es 
solo por la necesidad de avances que toda organización tiene, sino que es para 
dar cada vez más garantías a los partidos y a los ciudadanos de que la voz del 
ciudadano es la que se respeta. 


SEÑOR PENCO (Wilfredo).- El ministro Silvera acaba de expresar, así como 
también lo hizo el ministro Máspoli, todos los avances que se han producido en 
los últimos años. 


Tengo el honor de haber integrado las tres últimas Cortes Electorales 
que han impulsado procesos de modernización, fundamentalmente, después 
de la reforma de 1996. Lo han hecho de un modo muy austero y adecuado a 
cada circunstancia, cuidando la economía del Estado con mucho rigor. Se ha 
hecho siempre apostando a las empresas públicas para apoyar ese avance. A 
diferencia de otros organismos electorales de otros países, que tienen otras 
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circunstancias y otras condiciones, que a veces tienen que hacer licitaciones 
internacionales multimillonarias, la Corte Electoral en sus últimas integraciones, 
después de la reforma de 1996 ha apostado, reitero, a las empresas del 
Estado, a las empresas públicas para avanzar en este proceso de 
modernización. 


SEÑOR REPRESENTANTE CÁCERES (Manuel).- Antes que nada, quiero 
felicitar el trabajo que realiza la Corte Electoral, que es reconocido a nivel 
internacional por las garantías que brinda. 


Quisiera plantear una cuestión particular. ¿Puede ser que en Fray 
Bentos tengamos todavía una propiedad perteneciente a la Corte Electoral? 
Además, quisiera saber si está previsto tratar de arreglarla o sacarse de 
encima esa propiedad porque está precisamente en un área patrimonial. No sé 
si el edificio es también parte del patrimonio, que realmente está abandonado. 


SEÑOR PENCO (Wilfredo).- En efecto, tiene razón el señor diputado. La Corte 
ha intentado en más de una oportunidad la venta de ese local, pero no ha 
tenido éxito. También ha intentado vender otros edificios que en su momento 
fueron muy importantes, pero que hoy resultan insuficientes; por ejemplo, el 
local que perteneció a la casa Soler, donde se realizaban los escrutinios 
departamentales de Montevideo. Hoy es un espacio totalmente insuficiente, por 
eso hemos tenido que alquilar el local donde el año pasado se realizó el 
escrutinio departamental, de la calle Tomás Gomensoro. Hemos tenido que 
hacer todas esas adecuaciones y, lamentablemente, los procesos de venta que 
hemos tenido con esos bienes hasta ahora no han sido exitosos. No obstante, 
vamos a insistir y, en particular, en el caso de Fray Bentos, que es 
efectivamente es un local de carácter patrimonial, al que le damos suma 
importancia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les pedimos disculpas por los cambios de horarios. 


Le agradecemos a la delegación por su comparecencia y quedamos a 
las órdenes. 


Se levanta la sesión. 
(Es la hora 19 y 35) 


